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“La verdad adelgaza y no quiebra,
y siempre anda sobre la mentira,
como el aceite sobre el agua”

Miguel de Cervantes Saavedra

La privatización de Aigües Ter-Llobregat (ATLL) ha constituido una inequívoca demostración de la ineficacia de una administración pública a la que no le importa serlo. Aquí está el punto de partida, la motivación principal de este libro que tengo el honor de presentarles.

El liberalismo más radical sostiene que el sector público no es un buen gestor, que esa no es su especialidad ni función y justamente por eso conviene que se dedique a tutelar mientras desde el ámbito privado se desempeña la gestión directa.

Es discutible políticamente, pero es incontestable a la luz de lo que ha sucedido en Cataluña con la privatización del suministro de agua para los municipios. La auténtica chapuza en que se ha convertido el caso ha hecho correr ríos de tinta, ha enfrentado a partidarios y detractores y, al final, ha extendido la sombra de una oscura sospecha sobre lo que sucedió para que el gobierno de Artur Mas tomara una decisión determinada y se empecinara en mantenerla por más incontestables varapalos que recibiera desde los tribunales o los medios de comunicación.

Acciona, una empresa que no se ha caracterizado nunca por su presencia o sensibilidad con respecto al territorio catalán, resulta adjudicataria de una larga concesión para prestar el servicio que hasta la fecha realizaba de manera directa la propia administración. La victoria es, parafraseando al Felipe González de 1996, una dulce derrota. La compañía de la familia Entrecanales se llevó el gato al agua de un negocio que se antojaba próspero y duradero, pero no sabe si podrá seguir ejerciéndolo y su reputación ha quedado tocada por las dudas de cómo logró superar un concurso que los tribunales consideran injusto. Para Artur Mas, presidente de la Generalitat que ideó y aprobó la operación, la venta de ATLL es un fracaso similar al de su propuesta independentista que acabó con su figura política fuera de las instituciones y del poder. La diferencia estriba en que el soberanismo que se inventó decae por hartazgo de la población y falta de argumentos sostenibles, y el fiasco de las aguas supondrá un perjuicio enorme para la ciudadanía en el medio y largo plazo.

Por el camino se truncó también la carrera política de Lluís Recoder, el abogado convergente que triunfó como alcalde de Sant Cugat del Vallès, pero que salió centrifugado por el caso ATLL. Suya y de Andreu Mas-Colell fue la responsabilidad de lo acontecido, y así se relata con profusión de detalles en las páginas que siguen. Recoder fue la pieza sacrificada del tablero de ajedrez en el que se ha convertido el asunto.

Existen otros nombres propios que tienen una enorme relación con el título de este libro. Turbias fueron las actitudes, turbio fue el hermetismo informativo que ha rodeado el caso y sucia –muy sucia para ser claros–, es la sospecha que gravita sobre muchos de los personajes relacionados con el caso.

Explicar a la opinión pública qué sucede en su entorno es la obligación de un periodista. Fiscalizar a los poderes públicos cuando cometen abusos debería ser –y lo sitúo en condicional porque ustedes, lectores inteligentes, saben con certeza que dejó de serlo– una de las prioridades de los medios de comunicación. Crónica Global aspira a huir de estériles debates políticos omnipresentes en Cataluña y en España y dedicarse a la función democrática que da sentido al derecho a la información. Con pluralidad de puntos de vista y con la recuperación del periodismo clásico como santo y seña.

Son esas las razones que nos han llevado a inaugurar esta colección editorial con un amplísimo reportaje sobre uno de los asuntos más candentes de la actualidad. Aguas turbias es un trabajo periodístico, hecho por periodistas que quieren que el común de los mortales entienda qué ha pasado y qué puede suceder todavía. Es un trabajo inconcluso, pero una aproximación eficaz a los hechos. Busca lo veraz, como decía Cervantes, la verdad que camina sobre la mentira.

Carlos Díaz Güell pone su firma a la necesaria contextualización del debate sobre el agua y en general sobre los bienes públicos. Es especialmente interesante conocer su visión sobre la familia Entrecanales. Procedente de la llamada prensa tradicional, Díaz Güell es un veterano periodista económico madrileño con una autorizada voz en el análisis de las grandes empresas del país. Cristina Farrés, por su parte, es una informadora de la generación que se ha dado en llamar nativos digitales. Ha demostrado que el soporte importa poco, lo que da sentido al contenido es su calidad. La tenacidad, el trabajo sostenido y responsable, el sentido de la curiosidad y el espíritu crítico no se adquiere en ninguna Facultad y son condiciones indispensables en los jóvenes periodistas para convertirse en excelentes reporteros. Ella ya lo es y puedo dar fe de ello. Así lo ha demostrado con cinco años de constante investigación sobre el caso, de acopio y arqueología documental, entrevistas, cálculos y mucha paciencia y colmillo retorcido para contrarrestar el empuje de la propaganda que ha pretendido minimizar la existencia de un mayúsculo error gubernamental.

El caso ATLL es un asunto abierto en el momento de llevar este libro a imprenta. Su resolución apunta hacia el ámbito judicial, donde parece que acabará decidiéndose quién y cómo debe ser el gestor de las aguas catalanas. Mientras, los políticos debaten de forma tímida cuál es el modelo más conveniente para el futuro y se llenan la boca de utopías y posiciones irreales cuando ejercen el poder. Ninguno de ellos ha tenido el arrojo y la valentía de señalar de forma clara que en Cataluña las aguas bajan turbias. Por esa razón, entre otras, consideramos que nuestro primer título en el mercado editorial puede dar un impulso al debate que la vorágine cotidiana y el empacho de información nos impide llevar a cabo. Y, por supuesto, una demostración de que lo digital y lo analógico pueden complementarse si los contenidos lo avalan.

Disfrútenlo.

Xavier Salvador

Director de Crónica Global


El contexto

Por Carlos Díaz Güell


El agua como desafío de gestión

La sostenibilidad de un bien tan imprescindible como escaso, la optimización de recursos, la eficiencia en los procesos, la inversión en I+D+i, la revisión del sistema tarifario y la irrupción de empresas ajenas al sector, atraídas por lo que se considera un negocio que cotiza al alza, constituyen los grandes ejes sobre los que pivotará la gestión en España del ciclo integral del agua en los próximos años.

Mientras que la ONU cifra en el 1% del PIB la inversión para garantizar la calidad del agua y su sostenibilidad, en España es de alrededor del 0,11%, muy lejos de la propuesta mundial. Y también a una distancia considerable de la inversión pública media de los países de la Eurozona, que se sitúa en alrededor del 0,27%, lo que coloca a nuestro país en el puesto 12. Teniendo, además, en cuenta que este bien escaso está marcado en España por un reparto especialmente desigual territorial y climatológicamente, es incontestable la demanda de las empresas del sector, reclamando con insistencia la necesidad del incremento de la inversión pública en esta materia.

Actualmente, son numerosas las grandes empresas interesadas en sumergirse en la gestión del agua, considerando que supone una actividad rentable. De las aproximadamente 24.000 compañías que operan hoy en el sector del agua en España, el 97,72% son Pymes.

Resulta evidente que para que los usuarios puedan disponer de un servicio tan básico y, probablemente, poco valorado, porque es un concepto socialmente extendido que el agua cae del cielo, es imprescindible una gestión eficaz del ciclo integral del agua, un proceso complejo y cada vez más avanzado tecnológicamente, que comienza con su captación en los lugares de origen para pasar por su potabilización, su distribución y su saneamiento, lo que hace posible reintegrar el agua a la Naturaleza de forma sostenible y respetuosa con el medio ambiente. En definitiva, aducción, distribución, alcantarillado y depuración constituyen las fases que conforman el ciclo integral del agua y que conllevan, cada una de ellas, elevadas inversiones.

En España, el 64% del agua urbana consumida es de uso doméstico, un 15% se dedica a usos industriales y comerciales y el 21% restante se asigna a otros usos, como pueden ser los municipales o institucionales. Nuestro país es uno de los cinco países de la Unión Europea, junto con Bélgica, Luxemburgo, Alemania e Italia, que más agua consume, alcanzando una media por habitante y día de 142 litros.

Difícilmente se puede abordar la gestión del agua dejando al margen a la agricultura, en la medida en que el agro es el mayor consumidor de agua del mundo. De acuerdo con Naciones Unidas, el riego representa el 70% de las extracciones de este recurso, mientras que en Europa el sector agrícola consume un tercio de las reservas de agua, lo cual influye de forma determinante tanto en la cantidad como en la calidad de agua disponible para otros usos. Tanto es así que en algunas zonas de Europa, la contaminación provocada por plaguicidas y fertilizantes utilizados en la agricultura constituye, de por sí, una de las principales causas de la deficiente calidad del agua.

En España y pese a que la superficie regada ha experimentado en los últimos años un incremento constante, aunque moderado, pasando de 3.367.486 hectáreas en 2002 a 3.605.121 en 2014, el volumen de agua utilizada por el sector agrario presenta una tendencia a la baja, descendiendo cerca de 2.000 hectómetros cúbicos, según datos del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, encontrando una explicación a este descenso en la modernización de los regadíos mediante sistemas más eficaces.

Sostenibilidad. El acuerdo de la comunidad mundial respecto a la necesidad de la sostenibilidad del ciclo integral del agua es un compromiso compartido. El agua es un elemento clave en el medioambiente y en la conservación de los distintos ecosistemas, que transciende a su papel de bien básico para el hombre. Esta realidad hace que la casi totalidad de los modelos avanzados de gestión garanticen una explotación sostenible desde el punto de vista medioambiental, que proteja el acceso al agua para futuras generaciones.

En la actualidad, los recursos hídricos se encuentran sometidos a una fuerte presión entre oferta y demanda, por lo que es necesario introducir mecanismos que incentiven un consumo responsable y que favorezcan la inversión en los activos que permitan una explotación eficiente. No haber contemplado como prioridad la dimensión medioambiental del agua en los modelos de gestión tradicionales ha provocado un grave deterioro en la calidad de los recursos hídricos a nivel mundial, incrementando las tasas de contaminación del agua en todo el planeta.

Buena prueba de la importancia de la sostenibilidad en la gestión del agua fue el primer Pacto sobre el Agua y el Cambio Climático firmado en la Cumbre de París, celebrada en diciembre del pasado año y en la que estuvieron presentes cerca de 200 países.

En el encuentro mundial se puso de manifiesto que el cambio climático tiene cada vez más influencia en la cantidad y calidad del agua dulce continental y en los ecosistemas acuáticos, especialmente en lo que se refiere a la intensidad y a la frecuencia creciente de acontecimientos hidrológicos extremos, como inundaciones y sequías, así como en la subida del nivel del mar, que amenaza la seguridad, el desarrollo económico y social y el medio ambiente.

El presidente del Panel Intergubernamental de Expertos sobre Cambio Climático, organización que aglutina a cerca de 2.000 científicos de la comunidad mundial, subrayó en su intervención que “el clima ya está cambiando y sabemos que ello se debe a la actividad humana. De continuar de esta manera, nos arriesgamos a enfrentar impactos cada vez más graves e irreversibles”

El Pacto sobre el Agua suscrito en París constituye un plan de acción para la adaptación a los problemas derivados del cambio climático que ya afectan al planeta. Entre sus objetivos se encuentra el de reforzar las capacidades y los conocimientos, para lo que se propone desarrollar redes de vigilancia e intercambio de datos, así como llevar a cabo sistemas de información sobre el agua que sirvan como herramienta de ayuda en la toma de decisiones para poner en marcha las medidas de adaptación. Se trata de adecuar la planificación y la gestión del agua al cambio climático a través de la evaluación de los impactos de dicho cambio y elaborar estrategias de adaptación y planes de actuación. En este sentido, en el primer Pacto Mundial sobre el Agua se insiste en la necesidad de establecer un uso más eficiente y duradero de los recursos hídricos a través de un mejor control de la demanda y del aumento de los recursos disponibles, mediante, por ejemplo, programas de eficiencia hídrica en los usos, así como la modernización de las redes.

El Pacto establece la necesidad de la elaboración de programas de inversión y mecanismos de financiación sostenibles que hagan posible la puesta en marcha y el impulso de los planes específicos de actuación.

Objetivos del milenio. Mucho antes de la Cumbre de París, el agua había sido protagonista del devenir mundial. La asamblea de la ONU celebrada el 28 de julio de 2010 aprobó una resolución proclamando el acceso al agua y al saneamiento como uno de los derechos humanos fundamentales.

Los Objetivos del Milenio de las Naciones Unidas, suscritos en el año 2000 por 189 países, que “son nuestra visión compartida de la humanidad y un contrato social entre los líderes del mundo y la gente”, en palabras del secretario general de la ONU, Ban Ki-moon, ya se propusieron, en el punto relativo a garantizar la sostenibilidad del medio ambiente –objetivo 7–, reducir las cifras de población mundial sin acceso al agua y al saneamiento. La realidad es que los datos del momento hablan por sí solos: alrededor de 1.000 millones de personas no tienen hoy acceso al agua y 2.000 millones carecen de sistemas de saneamiento. Y a partir de ahora las dificultades se multiplican, ya que en 2050 la población mundial puede que alcance los 10.000 millones de habitantes y el cambio climático se presenta imparable.

No obstante, los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), que abarcan desde la lucha contra la pobreza extrema, la erradicación del hambre o el derecho universal a educación primaria, son una herramienta válida para que los países sigan impulsando el avance en una variedad de temas críticos para el desarrollo político, socioeconómico y ambiental. En concreto, la propuesta actual de un objetivo específico dedicado al agua incluye la Gestión de los Recursos Hídricos, cuya meta para el año 2030 es “aumentar sustancialmente el uso eficiente del agua en todos los sectores y garantizar la sostenibilidad de las extracciones y el suministro de agua dulce para hacer frente a la escasez”, para lo cual plantea “aplicar la gestión integrada de recursos hídricos en todos los niveles, incluso mediante la cooperación transfronteriza”.

El enfoque de la Gestión Integrada de Recursos Hídricos (GIRH) está ya globalmente aceptado como el camino a seguir para alcanzar un desarrollo sostenible eficiente y equitativo, así como para actuar sobre la gestión de los limitados recursos mundiales de agua y resolver los conflictos que se suscitan. Los gestores, tanto si están en el sector público como privado, tienen que afrontar difíciles decisiones en la asignación de los recursos hídricos, ya que deben prorratear aportaciones decrecientes de agua entre demandas siempre crecientes.

Almacenes de agua. Los ríos que recorren España recogen al año unos 106.000 hm3 de agua, de los que solo serían utilizables 9.000 en caso de que no hubiese pantanos y embalses. Así pues, queda patente que la cantidad de agua que se puede emplear de forma natural, sin su almacenamiento, es pequeña: no llega al 10%. Sucede esto porque los ríos españoles tienen grandes diferencias de caudal entre unas estaciones y otras, su régimen es torrencial y esto hace muy difícil el aprovechamiento. En Francia, por ejemplo, el 40% del agua que llevan sus ríos es aprovechable sin necesidad de hacer grandes presas.

Según el último inventario del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, España contaba al finalizar 2013 con un total de 1.230 entre embalses y presas. Su capacidad de almacenamiento es de 55.977 hm3, y buena prueba de lo compleja y preocupante que es la situación española es que en diciembre de 2015 su volumen alcanzaba el 55,60%, mientras que seis meses antes, en julio del pasado año, llegaba hasta el 67,70% del total. Un descenso porcentual de algo más de 12 puntos en medio año.

Las aguas subterráneas y la desalinización del agua del mar aportan en España otras fuentes de agua potable para el consumo humano. El 67% del agua captada por las empresas suministradoras con medios propios procedió de aguas superficiales, mientras que el 29% tuvo su origen en aguas subterráneas. El 4% restante se obtuvo mediante la desalinización del agua del mar.

Y, una vez captada y almacenada el agua, hay que asegurar su transporte, distribución, suministro y saneamiento. Lo cierto es que, sea cual sea su procedencia, tanto a nivel mundial como en nuestro país existe una conciencia cada vez más creciente, aunque muy selectiva y limitada, sobre la escasez de los recursos hídricos y, consecuentemente, de la importancia de la gestión del ciclo integral del agua.

Los períodos de sequía, las polémicas interregionales en torno a la asignación del recurso del agua mediante trasvases, las dificultades de abastecimiento y las restricciones que periódicamente sufren determinadas zonas geográficas, junto con una regulación fragmentada a lo largo del territorio nacional –al tratarse de una gestión municipal y autonómica– provocan que el agua se convierta con más frecuencia de la deseable en un problema en nuestro país, problema que afecta cíclicamente a sectores concretos de nuestra economía y que puede llegar a determinar las condiciones de la vida cotidiana.

A nivel mundial, las proyecciones y estudios realizados por los principales organismos internacionales sugieren que el problema de la escasez de agua, lejos de mitigarse, continuará agravándose en el medio y largo plazo, previéndose que el porcentaje de población que habitará en zonas donde exista riesgo de escasez de agua extremo o alto alcanzará nada menos que el 29%, en un escenario tan próximo como es el año 2020.

Gestión pública vs. Gestión privada. Ante este contexto escasamente satisfactorio, la conclusión son unas inversiones a realizar especialmente elevadas. De ahí, y habida cuenta de que la gestión del agua en España suele ser municipal y/o autonómica y ambas administraciones están cada vez más endeudadas, que la necesidad de abrir los procesos de gestión del ciclo integral del agua a la iniciativa privada se presente como una alternativa incontestable.

Mientras que en el siglo pasado se consideraba el agua un bien escaso según zonas –la España seca frente a la España húmeda– el siglo XXI ha globalizado y extendido territorialmente la escasez. El agua es un bien básico escaso en todos los lugares del planeta, por lo que su gestión debe regirse mediante pautas que garanticen su supervivencia y su suministro. Este hecho ha propiciado contemplar la necesidad de implantación de nuevos modelos de colaboración entre lo público y lo privado, considerando que la suma de ambos facilita la financiación de proyectos, que en el caso del agua requieren de fuertes inversiones. Además de que la colaboración público-privada coadyuva a reducir el endeudamiento de las administraciones públicas, potencia también la entrada de inversores de otros países, en un proceso de internacionalización inseparable de las sociedades avanzadas.

Es de resaltar que, dado el perfil técnico y altamente cualificado de los agentes privados dedicados a la gestión del agua, su participación contribuye a mejorar la eficiencia del proceso, especialmente cuando se desarrollan infraestructuras en lugares en los que el sector público presenta deficiencias estructurales. Bajo el paraguas de la regulación y la supervisión, los modelos de colaboración pública-privada están en condiciones de garantizar que el recurso sea accesible a los consumidores y que, además, su explotación siga los criterios de sostenibilidad económica y eficiencia operativa. La colaboración privada en la gestión del agua se extiende a su ciclo integral, de manera que un mismo operador desarrolla la totalidad de las actividades de la cadena: captación, potabilización, distribución, alcantarillado y saneamiento.

Entre los países de la Eurozona, son una gran mayoría en los que convive desde hace años este tipo de gestiones público-privadas del ciclo integral del agua, como es el caso de España.

Canal de Isabel II Gestión. Un modelo de referencia de esta gestión público-privada de los servicios de agua en nuestro país lo constituye el Canal de Isabel II, a través de la sociedad anónima Canal de Isabel II Gestión, creada el 1 de julio de 2012 para gestionar el ciclo del agua en la Comunidad de Madrid.

Mediante la Ley 3/2008 de Medidas Fiscales y Administrativas, aprobada en diciembre de 2008, el gobierno regional abrió la puerta a la gestión público-privada del Canal de Isabel II. En la sociedad anónima constituida en 2012, ciudadanos e inversores privados podrían tener el 49% de sus acciones, estando el 51% restante en manos de la Comunidad de Madrid y sus municipios, integrándose en esta sociedad los bienes de dominio público pertenecientes al Canal de Isabel II y que componen la Red General de la Comunidad de Madrid. En la nueva sociedad participan 110 de 178 municipios, cada uno de ellos con un porcentaje de acciones proporcional a su población. Madrid capital, por ejemplo, suma el 10,5%. La sociedad es a su vez la matriz del Grupo Canal Gestión, empresa participada por ocho empresas españolas y once empresas de Brasil, Colombia, Ecuador, Panamá y República Dominicana. La duración del contrato se fijó en 50 años improrrogables.

El modelo de gestión contó en principio con voces en contra. El PSOE, a través de 50 senadores de su Grupo, presentó un recurso ante el Tribunal Constitucional, que fue rechazado, al considerar que el artículo 5 de la Ley aprobada por la Asamblea de Madrid, que establecía la posibilidad de enajenar hasta un 49% de la empresa pública de suministro de agua, no vulneraba la normativa estatal ni favorecía a las empresas privadas. Los jueces del TC rebatieron que, como sostenía el PSOE en su recurso, la Ley obligase a los ayuntamientos madrileños a adherirse a este sistema si querían seguir prestando los servicios de abastecimiento de agua que la ley les atribuye. "Los servicios de aducción, depuración y reutilización siguen siendo de competencia autonómica y prestados por la Comunidad, y nada tienen que ver con la encomienda del servicio de distribución, de competencia municipal", afirmaba el Constitucional. "Cuando los municipios –añade la sentencia– ejercitan su capacidad de decisión y optan por un sistema de gestión de servicios públicos que requiere el uso por un tercero de las infraestructuras municipales, no se produce una lesión de la autonomía local sino, antes al contrario, ello es el resultado necesario de su ejercicio".

En el recurso socialista se señalaba que el planteamiento invadía competencias estatales en materia de procedimiento administrativo y que la entrada de una gestora privada alteraría el sistema competencial en materia de contratación pública. El Constitucional señaló en su sentencia que los recelos del PSOE eran "preventivos", ya que "nada permite afirmar que la Ley impone una encomienda directa sin seguir procedimiento alguno de licitación, situando a los operadores privados en una situación de ventaja competitiva".

Superada la inquietud inicial, las aguas volvieron a su cauce, a la luz de los hechos que se han venido sucediendo y que no han supuesto quebranto alguno para los usuarios. De hecho, de cara a este año, Canal de Isabel II Gestión ha congelado las tarifas de agua para los madrileños y ha ampliado la bonificación por exención social a todos los perceptores de la Renta Mínima de Inserción. En la práctica, esta medida supone que la tarifa del agua está subvencionada en un 74% para los clientes que se acogen a esta exención social.

Canal de Isabel II Gestión es una empresa que cuenta con reconocimiento internacional por la gestión del ciclo integral del agua. En la Comunidad de Madrid abastece a más de 6 millones de personas; opera 14 embalses; 78 captaciones de aguas subterráneas; 13 plantas de tratamiento de agua potable; 33 grandes depósitos reguladores y 288 menores; 17.383 kilómetros de red de aducción y distribución; 160 estaciones de bombeo de agua potable y 126 de aguas residuales; 13.727 kilómetros de redes de alcantarillado; 63 tanques de tormenta; 791 kilómetros de colectores y emisarios; 156 estaciones depuradoras de aguas residuales y 510 kilómetros de red de agua regenerada.

Consumo. Los usos urbanos del agua constituyen un entramado muy heterogéneo, que retrata las condiciones históricas de los procesos de urbanización propios de cada ciudad y que están basados en el desarrollo de sus infraestructuras hídricas propias. De forma convencional, y con el fin de simplificar, estos usos urbanos se dividen en domésticos, pertenecientes al ámbito de los hogares privados, y no domésticos, en los que se engloban los ámbitos industrial, comercial y público.

El consumo de agua en los hogares españoles dibuja una curva descendente en los últimos años, debido, más que probablemente y entre otros factores, a la concienciación ciudadana, la crisis económica y el envejecimiento de la población. Según los últimos datos suministrados al respecto por el Instituto Nacional de Estadística, el consumo medio de agua doméstica por habitante y día ha descendido un 25% en la última década. Los consumos medios más elevados se dieron en la Comunidad Valenciana, Cantabria y Castilla y León. Por el contrario, los consumos más bajos correspondieron a País Vasco, Cataluña y Andalucía. Si el consumo de agua en los hogares ha descendido, no ocurre lo mismo con otros usos. Los sectores económicos incrementaron la utilización de agua en cerca de un 3% y los usos municipales un 4,6%.

Lo que resulta indudable es la necesidad de abordar una gestión eficiente del ciclo integral del agua, ya que de lo contrario este bien, tan básico como escaso, presenta un futuro precario. Y esa gestión eficaz pasa por considerar conjuntamente una serie de condicionantes prioritarios, como son, entre otros, el marco regulatorio tarifario, los aspectos jurídicos y administrativos, las directivas europeas, las exigencias medioambientales, la competencia estatal, autonómica y municipal, la calidad del servicio y las modalidades de gestión. Únicamente abordando de forma conjunta e inseparable estos factores, podrán definirse los principales parámetros y estrategias que configuren una verdadera política de gestión del agua capaz de integrar y dinamizar la inversión.

Sistema tarifario. Un bien económico de creciente valor y escaso, como es el agua, está sometido a un sistema tarifario que merece un análisis y una especial atención. ¿Es cara el agua en España? No parece que lo sea y, de hecho, el precio del agua es el que menos quejas provoca entre los usuarios españoles respecto al de otros servicios, como son la electricidad o la telefonía, según datos publicados por buena parte de asociaciones de consumidores.

En España, el precio medio del agua es de alrededor de 1,75 euros por metro cúbico, mientras que en Bruselas, por ejemplo y según un informe de distintas asociaciones, es de 3,45 euros por metro cúbico. Los ejemplos cotidianos pueden ser muy ilustrativos: por menos de dos euros, un usuario español dispone en su hogar de 1.000 litros de agua; por el precio de una caña de cerveza puede ducharse diariamente durante tres semanas, poner 50 veces el lavavajillas o 20 veces la lavadora, según datos extraídos de un estudio de las asociaciones del sector AEAS y AGA. Según ese mismo estudio, las tarifas que pagan los usuarios no cubren los costes de los servicios de agua, lo que supone una dificultad añadida para la realización de las necesarias inversiones.

Los expertos convienen en señalar que uno de los motivos por los que se desperdicia el agua bien podría ser el hecho de que su precio se mantiene artificialmente bajo. Cuando la consumimos pagamos sólo una parte, a veces muy pequeña, de lo que cuesta su extracción, su tratamiento, su distribución y su saneamiento. De esta forma no se estimula el ahorro ni un uso restringido. El agua se considera un bien público con un gran componente político, y los gastos que ocasiona se cargan a la masa global de impuestos y tasas pagados entre todos los ciudadanos. Lo que podríamos calificar de fiscalidad indolora.

Los empresarios del sector son conscientes de que las tarifas son insuficientes para asumir los costes derivados de las elevadas inversiones de la gestión del ciclo del agua y abogan por una subida escalonada del precio, junto a la creación de una tarifa social para los hogares con menos recursos. A la vez, reclaman que se eliminen algunas tasas no finalistas, unos cánones que elevan el precio del recibo para los usuarios y que realmente no se destinan a pagar las actividades del servicio del ciclo del agua. Hablar hoy en día de gestión del agua es referirse a tecnologías punteras en los procesos y, por ello, de un significativo valor económico.

Dada la configuración competencial de la gestión del ciclo integral del agua, la aprobación de la mayoría de las tarifas corresponde a las administraciones locales encuadradas en las diferentes CCAA. La implicación de esta estructura competencial lleva a menudo a considerar las tarifas como si se tratase de ordenanzas fiscales referentes a tasas y tributos, cuando realmente no es así. Los requerimientos de inversiones previstas señalan que la revisión tarifaria debe alejarse de consideraciones de tipo político, más aún en momentos en que las administraciones públicas no están hoy por hoy en condiciones de financiar el déficit tarifario existente. Las necesidades del sector –apuntan los expertos–, junto con la recuperación de costes promulgada por la Directiva Marco del Agua, apuntan a un incremento de costes y a un inevitable aumento de tarifas.

Así las cosas, resulta imprescindible que desde el sector público se realicen campañas divulgativas para explicar al consumidor que el suministro y el saneamiento del agua requiere asumir importantes gastos y acometer elevadas inversiones. Solamente de esta forma se avala que el agua suministrada alcanza los niveles de calidad óptimos para la salud y que las aguas residuales puedan ser devueltas al medio ambiente sin dañar el ecosistema.

A la escasez del agua y su sistema tarifario insuficiente para recuperar los costes y acometer nuevas inversiones, hay que añadir las disfunciones del marco regulatorio vigente, debido a que disgrega competencias, provoca disparidades de precios y distorsiona la unidad de mercado. La prestación del servicio a través de municipios o consorcios conlleva que generalmente los derechos y obligaciones de empresas y usuarios se establezcan mediante ordenanzas municipales o acuerdos que regulan las concesiones, debido a lo cual existe una gran dispersión, no estando garantizados de forma general unos requisitos mínimos de calidad a nivel nacional, pese a las disposiciones reguladoras del Estado central contenidas en la Ley de Aguas y de la normativa de la UE, a través de su Directiva Marco 2000/60 del Parlamento y el Consejo europeos.

Inversión en I+D+i. El sector del agua en España está formado por unas 24.000 empresas, que facturan anualmente más de 31.900 millones de euros y dan empleo a cerca de 212.000 trabajadores. Un 97,72% de estas empresas son Pymes, mientras que solamente un 2,28% son grandes empresas, 414 en total. Los datos son de la Plataforma Tecnológica Española del Agua (PTEA), una red de cooperación público-privada liderada por la industria y el sector empresarial del agua, que actualmente tiene más de 100 entidades asociadas y cuyo objetivo es el fomento de I+D+i entre los agentes científicos y tecnológicos.

Las asociaciones sectoriales AEAS y AGA, en su última encuesta de gestión referida a 2014, resaltan que los servicios de agua en España están a la cabeza de los países europeos en cuanto a tecnificación. Los operadores han ido introduciendo a lo largo de estos años numerosas mejoras y aplican las más modernas tecnologías en todos y cada uno de los aspectos multidisciplinares que deben gestionar. Pese a que algunos de estos aspectos del sistema, como los tratamientos del agua, su depuración o la desalinización del agua del mar para su consumo, no son visibles para los usuarios, su incorporación al proceso conforme a las normativas legales son extremadamente costosos.

La inversión en I+D+i de las empresas del sector del agua en España se ha materializado, entre otros puntos, en técnicas hidráulicas, procesos de tratamiento y depuración, mantenimiento y conservación de redes de distribución, sensores y telecontrol, sistemas cartográficos de información geográfica e intervenciones en las estaciones de saneamiento para garantizar la sostenibilidad del último ciclo de la gestión.

A día de hoy, y gracias a la inversión de los operadores privados, el 85% de los municipios cuya agua gestionan cuentan con sistemas automáticos para la detección de fugas, mientras que en el 79% de ellos se ha procedido a la renovación de contadores impuesta por la normativa. La modernización de las redes, muy deterioradas por los recortes del sector público durante los últimos años, la aplicación de modelos matemáticos de cara a la eficiencia de los procesos y la puesta en marcha de revisiones preventivas en las áreas de saneamiento forman parte de las principales líneas que dibujan las inversiones en I+D+i de las empresas privadas que realizan la prestación del servicio.

Junto al balón de oxígeno que su entrada ha supuesto para las administraciones públicas endeudadas, la internacionalización del proceso y la aportación de técnicos altamente cualificados, las inversiones en I+D+i constituyen las fundamentales señas de identidad de las empresas del sector que, desde una larga trayectoria y una experiencia probada, desarrollan en nuestro país la gestión del ciclo integral del agua.

La magnitud de la tarea se refleja en los proyectos impulsados por la OCDE, en los que la investigación y la tecnología cobran una importancia vital. Sobresalen en este sentido aspectos relevantes relacionados con las evaluaciones de ecoeficiencia, las políticas de tarifación del agua, el fortalecimiento de los sistemas técnicos y de gestión para asegurar la inocuidad microbiológica del agua potable o la medición y gestión del uso y la contaminación del agua en el agro.

Este último apartado, el relacionado con el agua en el sector agrario, cobra una importancia vital y de ello son conscientes todos los actores que intervienen en la gestión del agua. Por ello resulta de gran trascendencia la necesidad del soporte continuo de la investigación, el desarrollo y la innovación tecnológica, ya que la investigación aporta información acerca del impacto de políticas pasadas y sobre posibles alternativas políticas en la gestión de los regadíos en particular y del agua en general.

Es en este campo en el que los trabajos de investigación cobran mayor trascendencia, concentrándose los esfuerzos en conocer, con precisión, las necesidades de agua de los cultivos con objeto de obtener el mejor resultado de las tecnologías de riego disponibles, y para desarrollar nuevas tecnologías capaces de mejorar la aplicación del agua. Así, técnicas micrometeorológicas, de teledetección, de dinámica de fluidos computacional y de simulación de riegos y cultivos, se aplican sistemáticamente para optimizar el uso y consumo de agua en el regadío.

Trabajos e investigaciones se extienden y solo así es posible conocer con precisión la contaminación producida por el regadío sobre los suelos y aguas, y para identificar las prácticas de riego y técnicas de cultivo que puedan minimizar esta contaminación. Para ello se utilizan sensores satelitales y electromagnéticos, con el fin de estimar la salinidad del suelo, técnicas de aplicación eficiente de fertilizantes orgánicos, como los purines e inorgánicos, y modelos de simulación agua-suelo-cultivo para optimizar la productividad y sostenibilidad del regadío.

Así, en materia de modernización de regadíos impulsada en España desde principios de siglo se ha generado mucha innovación en las comunidades de regantes y empresas punteras en el ámbito del regadío: construcción, tuberías, bombeos, hidrantes, filtrado, electrónica, software, etcétera. España es un laboratorio de escala mundial en este sentido, en el que las sinergias entre la investigación pública y el sector se consideran de vital importancia.


Los Entrecanales, siempre cerca del poder

Próximos en todo momento al poder financiero y político, amigos personales de los reyes Juan Carlos y Felipe, según generación; cercanos a círculos de la aristocracia y la cultura, los Entrecanales constituyen una de las dinastías más exclusivas de la élite empresarial española, junto con los Del Pino, los March, los Domecq, las Koplowitz, o Abelló. Una casta surgida bajo el manto protector del franquismo y que supo formar parte de la transición política y económica, construyendo puentes para posicionarse sólidamente en la democracia del 78. Alguien definió a este linaje de familias que llevan décadas amasando pujanza y dinero como “una levadura empresarial con grumos de oligopolio y aroma de estirpe que horneó la economía de mercado de nuestro país”.

El oligopolio de la obra civil vertebró, entre los años 20 y 70 del siglo XX, el eje de la actividad empresarial de la entonces compañía Entrecanales y Tavora, hoy Acciona, que se ha ido posicionando en el sector energético, no sin grandes complicaciones, y ambiciona zambullirse desde hace unos cuantos años, pese a quien pese, en el filón del oro azul: el agua.

Hoy por hoy, los Entrecanales poseen muchos activos en el mundo de las energías y en su haber pesan casi a la par las instalaciones dedicadas a su generación –de renovables a nucleares– como el hormigón y las estructuras de ingeniería civil, sean puentes, aeropuertos, canales, embalses, carreteras o vías férreas, tanto en España como alrededor del mundo.

Sin embargo, su inmersión en el negocio del agua ha dado a los Entrecanales más de un quebradero de cabeza. Su posición en este sector está más en el aire que nunca, al declarar nulo el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña el concurso mediante el cual la Generalitat adjudicó a Acciona, no sin ciertas “alegrías”, la gestión de la privatizada Aigües Ter-Llobregat (ATLL).

Aunque poco proclives a aparecer en las páginas de la crónica social, los Entrecanales, y especialmente su presidente, José Manuel Entrecanales Domecq (Madrid, 1963), no ha podido evitar ser protagonista durante los últimos años de folios y más folios de informaciones políticas y económicas, ya que el objetivo de la compañía de construcción civil de expandirse a otros campos –primero las telecomunicaciones, después la energía y al final el agua– ha estado bordeado siempre por la sombra de la crítica y hasta del escándalo. Y buena prueba de ello es el pelotazo de Vodafone, el escándalo en Endesa y la oscura concesión de la gestión del agua en la zona de Barcelona y numerosos municipios catalanes a través de la privatización de ATLL, todos ellos protagonizados por Acciona, a cuyo frente está José Manuel Entrecanales desde que en 2004 heredara de su padre, José María Entrecanales de Azcárate, la presidencia de la compañía.

El quid de la facilidad de la expansión geográfica y diversificación sectorial de Acciona puede y debe encontrarse en muchos factores, siendo no el menor la proximidad, incluso la connivencia, de los Entrecanales con el poder político de cualquier signo, porque su negocio y sus intereses, a la vista de las principales peripecias que lo han jalonado, han estado a lo largo de su extensa andadura por encima de cualquier ideología. Es algo que suele ocurrir, en mayor o menor medida, en muchas de las grandes empresas de un sector que depende demasiado de las concesiones administrativas y de los dineros públicos. Y ello, pese a su oficial posicionamiento en la progresía y a sus planteamientos de corte socialdemócrata. El patrón de Acciona, José Manuel Entrecanales Domecq, pertenece a la tercera generación del clan familiar convertido en un poderoso emporio, que se mantiene y perpetúa a través de sus vínculos y relaciones con prominentes esferas del poder tras suceder a su padre, José María Entrecanales de Azcárate, en la presidencia de Acciona, al tiempo que su primo carnal, Juan Ignacio Entrecanales Franco, se convertía en el vicepresidente de la compañía, que cuenta actualmente con más de 30.000 empleados repartidos en 30 países.

Expansión y diversificación son las banderas que enarbola José Manuel desde que se le conocen declaraciones públicas, tras formarse en el Colegio Estudio de Madrid, heredero de la Institución Libre de Enseñanza y licenciarse en Ciencias Económicas por la Universidad Complutense, tras lo cual inició su carrera profesional en Merrill Lynch en Nueva York y Londres, incorporándose a la empresa familiar, Acciona, en 1991.

En el libro “Los herederos del gran poder”, de Pérez Olmos y Galiacho, se define a los Entrecanales, y a otros miembros del linaje empresarial español en tercera generación, como de impecable formación, teledirigida por sus padres para que, años después, asumieran el negocio familiar. Entre ellos y sus mayores no hay diferencias: tienen el mismo deseo de triunfo y dinero.

Desde sus comienzos en la órbita empresarial, José Manuel Entrecanales demuestra sus dotes y capacidades y tiene oportunidad de dejar constancia de ello tras su entrada en escena en el sector de las telecomunicaciones, en enero de 2001, diez años más tarde de incorporarse a Acciona, al sustituir a Juan Abelló en la presidencia de Airtel, compañía de la que los Entrecanales eran accionistas desde 1995 y que posteriormente sería absorbida por Vodafone, en una operación que generó sustanciales beneficios para los Entrecanales. Aquella venta a Vodafone de su participación accionarial en Airtel fue calificada en su día de auténtico “pelotazo”, cifrado nada menos que en más de 2.300 millones de euros de plusvalías, que Acciona invirtió en la compra de Transmediterránea y del 8,6% de FCC de Alicia Koplowitz. Pese a deshacerse Acciona de sus activos, José Manuel Entrecanales Domecq continuó siendo presidente de Vodafone España hasta octubre de 2007.

Si la venta de Vodafone puede considerarse un “pelotazo” de los que marcan época –obtener grandes ganancias económicas en un breve plazo de tiempo– el caso de Endesa va mucho más allá. Un escándalo.

Lo fue la entrada de Acciona, de los Entrecanales, en Endesa, en enero de 2007, en una operación auspiciada por el gobierno socialista de Rodríguez Zapatero y de la mano de su ministro de Industria, Sebastián, y del Instituto de Crédito Oficial (ICO), que facilitó al grupo empresarial un crédito de 500 millones de euros con el objetivo –dijeron– de que la eléctrica, tras la oferta de la alemana Eon, siguiera siendo española. Acciona se hizo con el 25% de la eléctrica, participada también por la italiana Enel, y compró cada acción de Endesa a 32,7 euros. Lo que sucedió, apenas dos años después, es que Acciona revendió su paquete al grupo público italiano Enel a 42 euros la acción, lo que supuso a la constructora de los Entrecanales obtener unas plusvalías brutas de más de 2.500 millones de euros y a Endesa no ser alemana sino italiana. Y lo que es más grave: Endesa no se puso en manos de capital privado alemán o italiano, sino directamente de un Estado extranjero: el italiano.

Por si el negocio no hubiese sido lo suficientemente jugoso para los Entrecanales, en el pacto Acciona-Enel se incluyó una petición a la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) para que los accionistas minoritarios de la eléctrica (8% del capital) quedasen al margen de los beneficios obtenidos con la operación, cuestión sorprendente cuando Acciona había obtenido un crédito de dinero público para disputar a Eon el control de la eléctrica española.

Se podría comprender que, en el marco de su estrategia empresarial, Enel no quisiese en ese momento lanzar una OPA a los minoritarios de Endesa. Lo que resulta difícilmente comprensible es que los fondos del ICO –que justificó su crédito a Acciona en la necesidad de ayudar “a la consecución de los planes estratégicos del tejido empresarial español, fomentando su desarrollo empresarial y su consolidación”– se destinasen a operaciones de este tipo, más aún cuando en ese momento, las pequeñas y medianas empresas de la economía nacional estaban prácticamente asfixiadas por falta de créditos provenientes de dinero público.

Mucho se habló entonces de que el entramado Endesa-Acciona-Enel era la consecuencia de un enfrentamiento político entre PP y PSOE. Expertos y medios de comunicación, fuese cual fuese su color político, coincidieron entonces en ello. El Gobierno del PSOE echó la culpa a Aznar por haber decidido la privatización de Endesa en 1998 –tarea, por cierto, planteada por Solbes en un gobierno de Felipe González– y haber propiciado con ello que pudiese acabar en manos de la alemana Eon. Y el Partido Popular hizo lo propio en 2009, culpando a Rodríguez Zapatero de haber colocado una empresa de uno de los sectores estratégicos del país en manos extranjeras y, además, pública. Y lo hizo, para mayor escarnio, a través de Acciona, una empresa amiga.

Una de las claves de lo que realmente fue un escándalo de características transversales -políticas, económicas y éticasse buscó entonces en el alineamiento de las dos principales fuerzas políticas españolas con las diferentes corrientes y alternativas de la oligarquía. El presidente Aznar –decían unos– privatizó Endesa con el objetivo de crear un gran grupo oligárquico financiero en la órbita del BBVA, mientras que el presidente Rodríguez Zapatero –comentaban– se posicionaba junto al otro grupo financiero oligárquico, el Santander, presidido entonces por el fallecido Emilio Botín. Al margen de cualquier disquisición o polémica ideológica, la realidad es que el resultado fue considerado como gravísimo al afectar, nada menos, que a la dependencia energética española del exterior.

Entre teorías, dos realidades incontestables: Pedro Solbes se convirtió en consejero independiente de Enel en abril de 2011 al concluir los dos años de incompatibilidad que marca la ley para ex altos cargos gubernamentales, mientras que José María Aznar era fichado como asesor externo de Endesa, empresa que vio finalizada su privatización durante su mandato en mayo de 1998.

Y de un escándalo a otro y tiro porque me toca. Porque el papel de Acciona en la privatización de la gestión del ciclo del agua en Barcelona puede considerarse como tal. Y, además, de grandes proporciones. José Manuel Entrecanales buscaba seguir diversificando su actividad empresarial, así que, tras su incursión y consiguiente pelotazo en la telefonía, a través de Vodafone, y en el sector eléctrico, con su escándalo en Endesa, la compañía se propuso zambullirse en el filón del agua. Su experiencia en la gestión del ciclo integral de este bien básico era más bien escasa, ya que se limitaba nada más que a haber alcanzado una pequeña concesión en Cáceres, cuyo concurso público, por cierto, fue anulado en su día por el Tribunal Superior de Justicia de Extremadura.

Al actual jefe de filas de los Entrecanales, José Manuel Entrecanales Domecq, le había correspondido moldearse como empresario con un Gobierno socialista. El asalto a Endesa, avalado por el entonces ministro de Industria, Miguel Sebastián, granjeó a los Entrecanales alguna enemistad en la derecha, pero no les causó males mayores y demostraron con prontitud que los intereses empresariales priman por encima de cualquier otra consideración. Así que, aprendida bien estalección, los Entrecanales se sacudieron su pátina socialista y buscaron un nuevo socio para su negocio. Y su aliado para conseguir la gestión del agua en la zona de Barcelona y numerosos municipios catalanes de la cuenca del Llobregat, a partir de la privatización de ATLL, no podía ser otro que el conservador Artur Mas –“el personaje de trayectoria más nimia, irresponsable y frívola de cuantos se han producido en Cataluña”, según el recientísimo editorial de un diario nacional–, en las antípodas del barniz ideológico de los Entrecanales. La pela es la pela.

Cuando CiU ganó las elecciones de 2010, el déficit público de Cataluña se situaba en el 4,2% del PIB (8.352 millones de euros), cuatro décimas más de lo previsto. Además existían gastos aplazados hasta más allá del año 2020, por un total de unos 54.000 millones, que comprometían el margen de maniobra de la Generalitat para los años siguientes.

Ante esta disyuntiva, la Generalitat se planteó la privatización de la gestión de ATLL, una de las dos empresas públicas, junto a la Agencia Catalana del Agua (ACA), responsable de la gestión del líquido elemento. Se realizó el concurso de rigor y se adjudicó al consorcio formado por Acciona Agua y el grupo financiero brasileño BTG Pactual, pese a que la oferta económica presentada por el grupo competidor, Agbar, era más favorable desde el punto de vista económico.

El 27 de diciembre de 2012, en plenas Navidades y un mes después de la adjudicación, se firmó el contrato que había sido adjudicado por un gobierno en funciones de la Generalitat. Era el punto y seguido de una rocambolesca privatización, que se ha ido atragantando cada vez más al equipo de Artur Mas y que se ha convertido en uno de los mayores fiascos político-económicos de los últimos tiempos y en el inicio de una singladura abocada a naufragar desde que saliera de puerto.

Pocas semanas después de la adjudicación de ATLL a la compañía de los Entrecanales y de su socio brasileño, el Organismo Autónomo de Recursos Contractuales de Catalunya (OARCC), encargado de velar por la rectitud de los contratos públicos, emitió un dictamen que excluía a Acciona Agua del concurso, porque su propuesta no se ajustaba a lo exigido en el pliego de condiciones. A ese varapalo inicial, que echaba por tierra los planes de la Generalitat, se ha unido un goteo constante de sentencias judiciales que pone en evidencia lo desatinado de todo el proceso de privatización de ATLL.

El periplo judicial se ha ido alargando en el tiempo. El TSJC rechazó en sentencia la petición de BTG Pactual, formulada a través de su participada en España, Aigües de Catalunya Ltd (ACL), de suspender cautelarmente la decisión del OARCC a la espera de una decisión judicial definitiva sobre el fondo de la cuestión. El Supremo autonómico rebatió todos los argumentos de los recurrentes, que alegaron graves perjuicios económicos para la Generalitat si la privatización hacía aguas. Añadió, además, el alto tribunal catalán, que si la Generalitat hubiese tenido la prudencia de esperar al dictamen del OARCC sobre el concurso, y no se hubiese precipitado tanto en la adjudicación, no se vería metida en este tremendo embrollo.

En junio de 2015, tres meses antes de que se celebrasen las últimas elecciones autonómicas en Cataluña, el TSJC decidió anular, mediante sentencia firme, el concurso mediante el cual la Generalitat privatizó la gestión de ATLL, ya que el proceso de privatización vulneraba “los principios de publicidad, concurrencia e igualdad”.

Lo mollar del debate, como suele ocurrir, estaba en la pasta. La privatización de ATLL aportaría a las arcas autonómicas cerca de mil millones de euros. Estábamos a finales de 2012, con las cuentas de la Generalitat casi a cero y con problemas para pagar la nómina de los funcionarios. Nada más realizarse la adjudicación a Acciona-BTP, el consorcio adelantó a la Generalitat 281 millones de euros, que salvaron entonces a la Hacienda catalana del colapso.

La compañía de los Entrecanales, sin embargo, no se rinde y, demostrando una contumacia digna de mejor causa, ha afirmado que “permanecerá prestando el servicio de abastecimiento de agua como hasta ahora” mientras no se produzca una sentencia definitiva, en referencia a la que dicte el Tribunal Supremo... o la Generalitat devuelva el dinero recibido y asuma los correspondientes daños y perjuicios.

El asunto de la privatización de ATLL ha llegado a convertirse en un auténtico culebrón con tintes de sainete, demostrando, de forma fehaciente, una manera de hacer negocios por parte del presidente de Acciona en la que se mezclan todo tipo de ingredientes dignos de una novela de intrigas. No faltan muy graves sombras de posibles corruptelas con ilustres apellidos catalanes de por medio, como los Godia y Rodés –este últimoconsejero de Acciona– participantes del consocio con un 5% cada uno, a los que muy bien podría unirse el de una catalana de pro como Daurella, presidenta de Coca-Cola Iberian Partners y miembro del Consejo de Administración de Acciona hasta mayo de 2015.

La novela de la privatización de ATLL bien podría haber sido firmada por un auténtico especialista de la intriga. Igual aparece el apellido Pujol vinculado a la trama, como nos encontramos con que Fernando o Ferrán (según los casos) Rodés compatibilizaba su puesto de consejero independiente de Acciona con el de presidente del Consejo Asesor de Sostenibilidad y Medio Ambiente, que orientaba en cuestiones de agua, residuos y cambio climático, entre otros, a la Consejería del Territorio y Sostenibilidad de la Generalitat de Cataluña que, en su momento, encabezaba Luis Recoder y que algo tendría que haber dicho en la materia que nos ocupa. Y todo ello sin olvidarnos que una parte del socio brasileño de Acciona en el negocio del agua en Cataluña, BTG Pactual, ha terminado en manos de Entrecanales, mientras su fundador, el financiero André Esteves, era detenido en Brasil por asuntos de corrupción y el banco de inversión brasileño ha tenido que vender parte de sus activos para obtener liquidez tras la detención de su alto directivo.

Así se escribe el mundo del business en España. Juan Manuel Entrecanales ha sido educado y formado para moverse en ese mundo y de ello quedan testimonios publicados en medios, como el de un supuesto amigo del presidente de Acciona que le calificaba de “implacable en los negocios. Esto le ha granjeado la enemistad de los ya establecidos, sobre todo del grupo autodenominado como los galácticos”. Uno de ellos, Juan Abelló, comprobó de lo que era capaz el joven Entrecanales cuando, en 2003, le desalojó de la presidencia de Airtel.

Hoy, tras el cambio accionarial en ATLL por la compra de Acciona del 39% de las acciones que el banco brasileño BTG Pactual tenía en la empresa concesionaria que suministra agua potable a 4,5 millones de habitantes en Catalunya, el asunto es cosa de tres: Entrecanales, Rodés y Godia. Sin embargo, no todo era armonía, en la medida en que, por ejemplo, Leopoldo Rodés, padre de Fernando, o Ferrán, era, pues falleció recientemente, consejero de la Caixa, accionista a su vez de AGBAR, mientras que Fernando estaba con los Entrecanales y participó directamente en la puja de la constructora por ATLL controlando un 5%, igual porcentaje que obra en poder de Godia.

Inmersa ahora Acciona en esta travesía judicial, y al margen de ella, hay que remontarse a muchos años antes para comenzar a escribir la historia de los Entrecanales. Su patriarca, José Entrecanales Ibarra, desarrolló toda su actividad empresarial en el entramado de la obra civil realizada entre los años 20 y 70 del siglo XX. Nacido en Bilbao en 1899, de padre cántabro y madre bilbaína, José Entrecanales Ibarra vivió sus primeros años en la capital vizcaína, hasta que a los 16 se trasladó a Madrid para iniciar estudios en la Escuela de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos, la única existente en aquellos momentos en España.

La Escuela seguía el modelo francés de enseñanza al servicio de la Administración, que las constituía como centros de formación para funcionarios de los ministerios de Fomento y Obras Públicas, por lo que no dependían del ministerio de Educación. El nivel de los estudios era tan elevado que solamente un pequeño número de alumnos conseguía terminar su carrera. La ventaja era que quienes obtenían el título pasaban a formar parte del cuerpo de funcionarios de Ingenieros de Caminos, pudiendo acceder al sector privado solamente cuando conseguían un trabajo en una empresa que justificase su actividad como de interés general, algo que cambio en 1957 con la Ley de Reforma de las Enseñanzas Técnicas.

José Entrecanales Ibarra concluyó su carrera en 1924 y regresó a Bilbao. Ese mismo año se incorporó a la Junta de Obras del Puerto, llevando a cabo la construcción del rompeolas y la inserción del ferrocarril Portugalete-Santurce. Dos años más tarde, en 1926, el patriarca de los Entrecanales abandonó parcialmente el sector público y se incorporó, como jefe de su oficina técnica, a la sociedad Construcciones Hidráulicas y Civiles (Hidrocivil).

Una vida profesional de carácter bianual, porque en 1928 José Entrecanales Ibarra comenzó a ejecutar otras obras junto al constructor sevillano Manuel Tavora Barrera. La construcción del sevillano Puente de San Telmo, la de unos depósitos de petróleo en Pasajes y diversas instalaciones del puerto de Cádiz fueron el punto de partida de una colaboración empresarial que Entrecanales y Tavora sellaron el 11 de marzo de 1931 con la constitución de la sociedad anónima que bautizaron con el nombre de ambos. Tras la muerte de Tavora, en 1940, la compañía estuvo dirigida y gestionada hasta 1969 por Entrecanales Ibarra en solitario, que mantuvo el nombre de su socio a modo de homenaje. Tras ser consejero y presidente de honor (de 1969 a 1974), ocupó el cargo de asesor hasta que se retiró definitivamente en 1981, con 82 años. El patriarca de la familia Entrecanales murió a los 90 años, en 1990.

Entrecanales Ibarra combinó su labor profesional al frente de su empresa con la docencia en la Escuela de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos, en la que fue catedrático de Cimientos y Puentes de Fábrica. Recibió la gran Cruz de Alfonso X el Sabio y la gran cruz del mérito civil. Su matrimonio con María Azcárate Flórez, hermana del político republicano Justino Azcárate, le acercó al mundo de la cultura y el arte a través de la Institución Libre de Enseñanza, donde se formó el actual presidente de Acciona.

Eran años de un actividad ingente de Entrecanales y Tavora en España y fuera de ella, en países como Portugal, Marruecos, Argelia, Guinea, Libia y numerosos de Latinoamérica. A la vuelta de su actividad en América del Sur, los Entrecanales alcanzaron una estrecha relación con la cúpula del PSOE, lo que les supuso el relanzamiento de su compañía en España.

En 1998, muerto el patriarca de la saga, Entrecanales se fusionó con Cubiertas y Mzov, de cuya unión nació la actual Acciona, dirigida en aquel momento por el hijo mayor del fundador de Entrecanales y Tavora, José María Entrecanales de Azcárate. Hoy, la tercera generación del clan, los nietos Juan Entrecanales Franco y José Manuel Entrecanales Domecq, especialmente este último como cabeza visible, son quienes gestionan el patrimonio empresarial familiar.

Quienes conocen a José Manuel Entrecanales le definen como un tipo ambicioso, al que no le ha quedado más remedio, en muchas ocasiones, que tirar hacia adelante, ya que de lo contrario se podría haber quedado aparcado en la cuneta en más de una ocasión.

Toda empresa familiar tiene como gran reto superar con éxito la tercera generación y no son muchas las que lo consiguen, debido fundamentalmente a que el árbol genealógico se multiplica de forma exponencial haciéndose complicada la convivencia en el seno familiar, cuando de lo que se trata es de mantener el desarrollo de la empresa y, lo que es más importante, repartir beneficios en forma de dividendos.

A esa situación se ha tenido que enfrentar José Manuel Entrecanales en alguna ocasión. La primera, cuando en 2011, tras un largo tiempo de desencuentros, una parte de los miembros de la familia Entrecanales opta por reorganizar la participación de control del 59,7% que tenían en Acciona, para que cada una de las cinco ramas ostentara directamente su porcentaje, obligando a la empresa a iniciar una nueva etapa. Las hermanas Entrecanales, enfrentadas a José Manuel, ponen a la venta sus acciones y se van, quedando el paquete de control por debajo del 50%.

De esa manera, Teresa, Cruz y Delfina Entrecanales Azcárate, hermanas del ex presidente José María y tías del actual presidente, con participaciones de entre el 3,1% y el 3,5%, van a disponer libremente de sus acciones, abandonando el consejo de administración. Las otras dos ramas, integradas por José Manuel Entrecanales Domecq (24,72%) y por Juan Ignacio Entrecanales Franco (24,72), vicepresidente, se quedan. Juntos, suman el 49,7%. Con la salida de Teresa, Cruz y Delfina, se pacificó en gran medida la compañía, después de que, tras la muerte del ex presidente, sus hermanas plantearan tener un mayor protagonismo, algo que no permitió su sobrino y actual presidente de Acciona.

El segundo movimiento familiar que generó tensión aparece como consecuencia del recorte de las primas a las renovables que decide el gobierno de Rajoy y las inevitables consecuencias de la dura crisis económica, que lleva a Acciona a una situación ciertamente insostenible, lo que provocó serios disensos en la familia.

La apuesta muy personal de José Manuel Entrecanales por las energías renovables, altamente subvencionadas en un momento determinado por los gobiernos de Rodríguez Zapatero, llegaron a ser el santo y seña de la compañía, llegando a representar el 82% de su Ebitda, lo que permitió a Acciona presumir de resultados brillantes durante el tiempo que duraron las altas primas con las que se premiaba las inversiones en estas energías, especialmente las solares y eólicas. Pero llegaron los recortes del gobierno de Rajoy y con ellos la caída de márgenes, las desinversiones, los recortes, las podas en el dividendo, la jibarización del grupo, y unos resultados más que preocupantes, que llevaron el desasosiego y el enfrentamiento al seno familiar, hasta el extremo de que, cuando se publicaron las cuentas anuales de 2014, Juan Entrecanales Azcárate, tío de José Manuel y primer accionista de la compañía, quiso imponer su idea de volver a los orígenes, “a lo que sabemos hacer”, es decir, a la construcción, a las infraestructuras, a la promoción inmobiliaria y a los servicios. Seguramente, en ese momento recordaría el hijo del patriarca obras singulares firmadas por su padre como, entre otras, el sevillano puente de San Telmo, ejecutado en 1928 y en el que por primera vez se utilizó en España aire comprimido para excavar su cimentación, o la presa de la Almendra sobre el río Tormes, con una bóveda de 202 metros, la más alta de entonces.

Los de 2013 y 2014 fueron tiempos tan recientes como duros, hasta el extremo de que las nuevas medidas regulatorias del Gobierno le costaron a Acciona 1.843 millones de euros, lo que obligó a la compañía a desprenderse de importantes activos con objeto de reducir la deuda del grupo, que al cierre de 2013 se situaba en 6.715 millones de euros. Momentos empresarialmente difíciles, que llevaron a que el beneficio de Acciona cayera un 189%, hasta registrar unas pérdidas de 1.972 millones de euros. No le quedó otra a José Manuel Entrecanales, entre críticas y hostilidades familiares, que dar entrada en el accionariado a HSBC con un 5,32%, para apuntalar un balance muy debilitado. El dividendo al que están acostumbrados los miembros de la saga familiar mengua e incluso desaparece temporalmente y eso, en la familia, no se olvida.

Pese a que la actividad empresarial en la que se desarrolla el grupo Acciona depende en buena medida de decisiones de las distintas administraciones, no ha sido José Manuel Entrecanales especialmente partidario de incorporar a los consejos de administración del grupo a miembros procedentes de los partidos políticos que pudieran inclinar a su favor los concursos públicos millonarios, aunque tampoco desprecia esa posibilidad. Desde luego, lo hace en mucha menor medida que empresas como Endesa o Abengoa. Prueba de ello es la corta nómina de relevantes personalidades que se sientan o han sentado en los últimos años en el reducido Consejo de Administración de Acciona. Por citar nombres, ahí están los de Carmen Becerril, ex secretaria de Estado de la Energía con el PP; el de Pío Cabanillas, ex director general de RTVE y ex portavoz del Gobierno con el mismo partido; el de Carlos Espinosa de los Monteros, ex vicepresidente del Instituto Nacional de Industria o presidente de Iberia; el de Miriam González, esposa de Nick Clegg, ex viceprimer ministro británico, o el de Tristan Garel-Jones, ex ministro conservador inglés. Como complemento, José Manuel Entrecanales lanzaba guiños a la izquierda, fichando en su momento, como asesor del grupo en su estrategia internacional al que fuera responsable de Política Exterior de la UE, Javier Solana.

Inmensamente rico, pero menos, José Manuel Entrecanales obra como podría actuar cualquier otro que ostentara la propiedad del poder y del dinero que maneja, aunque no se le conoce ostentación alguna fuera de sus esferas y aficiones. No en vano es difícil ser un buen vecino de la zona noble de Sotogrande sin un buen hándicap en golf, sin ejercitar el distinguido deporte del polo o sin practicar la vela por aguas del Estrecho, como antes utilizaba las Harley Davidson para liberar tensiones y disfrutar de una sensación de libertad que solo el ruido del motor de la máquina norteamericana transmite.

Sus selectas inclinaciones no le impiden bajar al terreno de juego de las redes sociales con cuenta abierta en twitter, desde la que traslada a sus cerca de 1.500 seguidores sus opiniones sobre medio ambiente, del que se confiesa un convencido defensor. Y algo debe tener el agua cuando la bendicen desde el momento en el que el presidente de Acciona sí que hace ostentación, e incluso proselitismo, de esa creciente corriente ciudadana, hasta el extremo de haber centrado en ello una buena parte de su actividad empresarial. Como prueba para hacer palpable su compromiso en este campo, mencionar su participación en sonoros foros internacionales, como el World Business Council for Sustainable Development, el Global Compact Lead de las Naciones Unidas, el Corporate Leaders’ Group for Climate Change o sus presencias en el complejo Bilderberg. Sin olvidar las obligaciones institucionales de quien es una de las grandes fortunas de nuestro país, siendo patrono de la Fundación Príncipe de Asturias, de la Fundación Príncipe de Girona y del Museo del Prado, además de vicepresidente de la Fundación Pro Centro Nacional de Investigaciones Cardiovasculares Carlos III (CNIC) y del Instituto de Empresa Familiar, del que es significado impulsor y del que fue su presidente, cargo que en la actualidad ostenta Ignacio Osborne.

José Manuel Entrecanales Domecq tiene a gala proyectar la imagen de firme defensor del desarrollo sostenible y de la lucha contra el cambio climático, de la misma manera que tiene entre sus más preciados símbolos la Fundación para la Innovación en Sostenibilidad. Desde esta institución se contribuye, según sus estatutos, al fomento y difusión de la sostenibilidad, a través del impulso y apoyo al espíritu emprendedor, la promoción de la cultura, el conocimiento y el compromiso de los individuos y la sociedad como medios para contribuir al desarrollo económico, al progreso social y al equilibrio medioambiental.

No es fácil encasillar a este empresario, educado para serlo y para logar sus objetivos en cualquier tipo de condiciones y bajo cualquier gobierno. Tiene bien presente la respuesta que dicen dio su padre cuando le preguntaron su opinión por el entonces ministro Álvarez-Cascos: “Es el mejor... hasta que llegue el siguiente”. Y entre ministro y ministro, tiene tiempo para liberar tensiones haciendo música como batería con una banda en el distinguido barrio madrileño de El Viso, “afición” al parecer muy extendida entre la progresía madrileña y barcelonesa.

Porque las tensiones resultan inevitables cuando se está al frente de un grupo como Acciona y es suficiente para recordárselo su sonoro “divorcio” de García Paramés, creador y primer ejecutivo de Bestinver, gestora de fondos de Acciona y auténtica joya de la corona, como consecuencia –dicen quienes dicen conocer la separación– de una reacción de José Manuel Entrecanales que refleja su personalidad.

La ruptura, que supuso nada menos que un desplome bursátil para Acciona de un 6% el día siguiente a la marcha de García Paramés, hay que enmarcarla en la decisión de Entrecanales de desprenderse de Bestinver con objeto de hacer caja y tapar los agujeros de las renovables. García Paramés fue el encargado de buscar comprador y, tras meses de gestiones, se presentó en el despacho del presidente para comunicarle que él, con la ayuda de un fondo, estaba dispuesto a comprar la gestora por 700 millones de euros. Y dicen quienes dicen conocer la operación que José Manuel Entrecanales montó en cólera al no poder consentir que un empleado, por muy distinguido que fuera, le comprara una filial suya. ¿Desconfianza? ¿Soberbia? Ahí queda el debate.


Lo acontecido

Por Cristina Farrés


Un aviso que es una premonición

El despacho de Ángel Simón estaba situado en lo más alto de la Torre Agbar, la parte noble del edificio diseñado por Jean Nouvel. Se trataba de un espacio austero y funcional que seguía las líneas modernas del resto del inmueble. El presidente de Aguas de Barcelona (Agbar) estaba allí cuando recibió una llamada del entonces presidente de la Comunidad de Madrid, el popular Ignacio González, Nacho para los amigos.

El líder autonómico le comentó que le había visitado el presidente de la Agència Catalana de l’Aigua (ACA), Leonard Carcolé, para presentarle el proyecto que el gobierno catalán tenía entre manos: la venta de la compañía pública que se encarga de captar el agua de los ríos Ter y Llobregat o de las desalinizadoras que están en la zona, tratarla y llevarla hasta los depósitos de cabecera de los municipios de Barcelona y su área de influencia, la empresa Aigües Ter Llobregat (ATLL). O, lo que es lo mismo, la que permite que 4,5 millones de catalanes reciban agua potable en sus casas.

El Ejecutivo liderado por Artur Mas tenía previsto pactar con el PP de Alicia Sánchez Camacho la modificación de la ley que define los servicios de ATLL para abrir las puertas a la gestión externa del servicio y desde el ACA, por mandato directo del gobierno, tanteaban a las empresas más importantes del sector en España para saber si estarían interesadas en participar en un concurso público que se plantearía, como pronto, en los últimos meses de 2011. González era uno de ellos, ya que el cargo de presidente de la Comunidad de Madrid le otorgaba mando en plaza a la empresa que gestiona el ciclo del agua en el territorio, el Canal de Isabel II.

González le comentó a Simón que las líneas básicas de la operación le parecían atractivas, pero el Canal necesitaba a algún socio para conformar una oferta y creía que Agbar era la compañía ideal. Le planteó estudiar juntos el proyecto y le pidió que se vieran un día para comentarlo, pues daba por sentado que la compañía de Barcelona ya se habría puesto a trabajar en ello.

Ni Simón ni nadie en la compañía que preside conocían los planes de la Generalitat. Fue el presidente de la Comunidad de Madrid el que anticipó en un primer momento la operación a la empresa gestora de aguas catalana.

******

Artur Mas fue investido presidente el 27 de diciembre de 2010. CiU barrió a los partidos del tripartito en las elecciones de ese año, uno de los más duros de la crisis que marcó toda la legislatura. Inauguró su mandato con un plan de austeridad que se pactó con el PP de Sánchez Camacho, el socio preferente para la federación nacionalista –Convergència y Unió aún andaban de la mano– en un momento en el que el procés independentista no había empezado y la economía era la que marcaba el ritmo político en el sur de Europa.

El gobierno catalán buscaba en ese momento la fórmula ideal para pasar las tijeras en el primer presupuesto público que debía presentar tras la larga travesía del desierto, los ocho años en los que CiU había ejercido de principal partido de la oposición. Las estrecheces económicas se hacían notar y el principal objetivo de las denominadas leyes Ómnibus era conseguir frenar el déficit público que existía en la Generalitat.

En Madrid, las cosas no eran distintas. José Luis Rodríguez Zapatero presidía el gobierno cuando se vio forzado a pactar con el entonces líder de la oposición, Mariano Rajoy, un cambio en la Constitución para incluir un límite máximo de déficit de las cuentas públicas del país. Así se lo exigía la canciller Angela Merkel y quien era presidente de la República Francesa, el conservador Nicolas Sarkozy. Zapatero presionaba a su vez a las Comunidades Autónomas, entre ellas Cataluña, para que cada vez fueran más exigentes con los recortes en el gasto público. El PSOE perdió en diciembre de 2011 las elecciones generales y Rajoy alcanzó la presidencia con una amplia mayoría absoluta.

Entre tanto, las autonomías se quedaron sin la posibilidad de buscar financiación en los mercados de capital; la prima de riesgo del país, la diferencia de precio entre los bonos públicos españoles y el bund alemán, escalaba por encima de los 300 puntos básicos (el momento más crítico llegó al año siguiente) y el fantasma del rescate crecía. Los rumores de que España seguiría los pasos de Grecia e Irlanda y debería ser intervenida por la Unión Europea crecieron hasta llegar al momento crítico en mayo de 2012, cuando Bankia quebró y tuvo que ser nacionalizada.

La nota crediticia nacional se quedó a un paso del bono basura hasta que se autorizó en abril de ese ejercicio un plan de rescate a la banca de la Unión Europea por un valor máximo de 100.000 millones de euros. Se usaron 41.400 millones hasta diciembre de 2013, cuando el programa de ayuda al sector financiero se terminó.

En las calles, crecía la contestación social a las primeras oleadas de recortes.

Fue en este escenario cuando Mas y su experto en finanzas, el consejero de Economía y Conocimiento, Andreu Mas-Colell, decidieron que la única alternativa para intentar recortar en menor medida la partida de gastos del proyecto presupuestario de 2012 era iniciar la privatización de activos más ambiciosa de la historia de la democracia en Cataluña. El gobierno decidió vender patrimonio, pero el escenario económico no era el más propicio para ello. Los inversores internacionales huían de cualquier proyecto en el sur de Europa a no ser que fuera a cambio de grandes rentabilidades.

Mas-Colell presentó en las últimas semanas de 2011 unas cuentas públicas con un nuevo recorte del 3,8% en los gastos de la Generalitat hasta dejarlos en 21.443 millones de euros. Esta rebaja se alejaba del 1,3% de déficit máximo que se había autorizado desde el gobierno central para cumplir con los requisitos de Bruselas. Para cumplir con esta meta se actuó sobre el capítulo de los ingresos. Se contemplaron entradas de capital extraordinarias por valor de 1.608,6 millones de euros mediante la venta de inmuebles y empresas públicas.

Inicialmente no se detallaron los activos que estaban en el disparadero de salida, pero se daba por sentado que ATLL sería uno de ellos gracias a la modificación legislativa que se había realizado con anterioridad. También se planteó otra gran operación de forma que, al final, transcurrió de forma paralela a la privatización de la compañía: la cesión de las concesiones de los Túneles de Vallvidrera, la infraestructura de entrada a Barcelona desde Sant Cugat del Vallès operada por Tabasa, y la del Túnel del Cadí, que propicia la entrada a la turística comarca de la Cerdaña. La Generalitat abrió el concurso público en junio de 2012 y se marcó como objetivo conseguir 430 millones.

La planificación económica de Mas-Colell no se cumplió. Básicamente, porque los inversores no mostraron interés con el ladrillo público catalán que se intentó vender en ese momento. Los datos contables consolidados muestran cómo el déficit público catalán tocó techo en 2011 al alcanzar el -5,42% del PIB (-10.539 millones de euros).

Se corrigió hasta el -2,26% en el ejercicio siguiente (-4.437 millones), aunque la rebaja máxima no llegaría hasta 2013: -2,14% (-4.144 millones). En el siguiente ejercicio el procés independentista cobró fuerza y las administraciones catalanas empezaban a prepararse para un año electoral, por lo que el gasto público se disparó. Resultado: el déficit subió hasta el -2,75% (-5.406 millones) en 2014.

*****

Fue antes de la presentación de las cuentas públicas cuando desde la ACA se planteó a varias empresas dedicadas a la gestión del agua en España si veían interesante una presunta concesión de Aigües Ter Llobregat (ATLL). La empresa pública presidida por Carcolé actuó siguiendo las directrices de la consejería de Territori i Sostenibilitat, encabezada en ese momento por Lluis Recoder.

Desde el Gobierno –especialmente por parte de Mas-Colell– se buscaba que el máximo número de licitadores posibles se presentaran en el concurso público. Economía defendía que esa era la mejor opción para evitar tener que negociar a la baja la concesión si sólo se presentaba a la puja una compañía. Era básico conseguir el máximo dinero posible al privatizar la gestora del agua para alcanzar la ansiada reducción del déficit público.

Territori reforzaba esta tesis con otro objetivo: que la gestión del ciclo del agua en Cataluña no quedase en manos de un único operador.

Agbar tenía una presencia destacada en la gestión del agua en baja, el servicio que se da en todos los municipios (repartir el agua desde los depósitos de cabecera hasta los domicilios particulares) y la recuperación y depuración del recurso. Son los ayuntamientos u organismos supramunicipales como el Área Metropolitana de Barcelona los que deciden la forma en que se opera en cada territorio, por lo que coinciden en Cataluña ámbitos en los que la gestión es íntegramente pública y otros en que se ejecuta mediante un contrato de concesión.

La operadora integrada en Suez Environnement es hegemónica en Cataluña y Recoder y el ACA no querían darle más poder. El consejero no creía en el modelo de gestión integral y por eso planteó primero la operación a compañías que tuvieran una presencia limitada en la comunidad antes que a Agbar. Lo hizo siempre con la presión de Economía de privatizar ATLL cuanto antes para poder cobrar.

Oficialmente, la privatización de la compañía se inició el 14 de febrero de 2012. En el día de San Valentín, el gobierno catalán autorizó la “licitación de un contrato de gestión de servicios públicos, modalidad concesión, para la gestión del servicio de abastecimiento de agua en alta Ter-Llobregat”1. Así consta en el acta de la reunión del consejo ejecutivo de ese martes.

Las gestoras del agua sabían lo que se estaba cociendo y habían hecho sus propios deberes. Plantear una oferta era particularmente difícil en ese momento por el contexto económico internacional. Los inversores no sólo se alejaban de los proyectos que se articulaban desde el sector público del país, también miraban con recelo las iniciativas privadas.

Encontrar a un compañero de viaje que se encargara de financiar la oferta por ATLL era complejo. Ni la banca española ni la internacional, iba a prestar dinero a las compañías para una operación de estas características, por lo que los grupos estaban en brazos de los fondos de inversión.

La principal ventaja de la licitación era las características del recurso que se privatizaba. Abrir el grifo para conseguir agua es un gesto básico en el hogar, argumento que se usa desde algunos sectores para defender que se debe gestionar directamente desde el sector público. La privatización de ATLL recogió críticas en este sentido desde el momento en el que se modificó la ley que la define; el gobierno fue blanco de las críticas por privatizar un recurso que se considera esencial. Eso era, precisamente, lo que atraía a los inversores. Los ingresos de la compañía estaban garantizados.

La consejería de Territori empezó a trabajar desde ese febrero en definir los requisitos para gestionar en el futuro la compañía. Recoder y su círculo inmediato en el departamento marcaron las líneas estratégicas y los técnicos redactaron la letra pequeña del apartado técnico de la licitación. Nadie en la consejería tenía experiencia previa en una privatización de estas características, por lo que se apoyaron en el ACA.

La mayor complejidad era la del capítulo económico. Se debía alcanzar un equilibrio entre la retribución que exigían los potenciales inversores internacionales y la propia viabilidad de la compañía. El consejero de Territori confió ese trabajo a una de las personas de su más estricta confianza: el gerente del ACA, Joan Pinyol. Ambos eran del mismo partido, a pesar de que el ejecutivo siempre se había movido en la segunda línea, entre bambalinas, y Recoder era un hombre de acción.

El consejero de territorio inició su carrera política en las Juventuts Nacionalistes de Catalunya (JNC) que presidió entre 1986 y 1991. El mismo año en que se convertía en la principal cara de los jóvenes de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC) ocupó un escaño en el Congreso de los Diputados al lado de su mentor político, Miquel Roca. Lo reeditó hasta 1999, el primer año que se presentó como candidato de la federación nacionalista a la alcaldía de Sant Cugat del Vallès (Barcelona).

Ganó las elecciones y mantuvo la alcaldía de forma ininterrumpida durante 11 años. El municipio se convirtió en el fuerte de CiU cuando cosechó peores resultados electorales en Cataluña. Aún conserva el reconocimiento ciudadano a pesar de terminar de forma abrupta su trayectoria en lo público en marzo de 2013.

Recoder representó durante años el rival de Mas dentro del partido, aunque limaron asperezas cuando el ex presidente del gobierno alcanzó la presidencia de CDC y lo nombró consejero en su primera legislatura, en 2010. Fue la forma de gestionar la privatización de ATLL lo que erosionó de nuevo las relaciones entre ambos y terminó con el ex alcalde de Sant Cugat en la consultora KPMG tres meses después del inicio de la segunda legislatura, y la firma del polémico contrato de las aguas catalanas.

Como edil de Sant Cugat del Vallès, Recoder entró en contacto con Pinyol. El gerente del ACA era en esos momentos uno de los máximos ejecutivos de la gestora del agua que daba servicio al municipio, Sorea, integrada en el Grupo Agbar. También formaba parte de la compañía su superior, Leonard Carcolé, un ejecutivo próximo a CiU. Cuando el consejero de Territori empezó a conformar el equipo que debía ocupar puestos clave en el departamento a finales de 2010, llamó a los dos altos directivos de Sorea para que se ocuparan de la empresa pública que se encarga de planificar y gestionar el ciclo del agua en Cataluña.

Carcolé y Pinyol tenían experiencia en el sector. Se les señaló en un primer momento como hombres de Agbar en el departamento, aunque los que les conocían sabían que ocurría más bien lo contrario. Habían finalizado su etapa en el grupo presidido por Simón con verdaderas discrepancias con algunos compañeros en la alta dirección y guardaban recuerdos mejorables de la gestión que se hacía en el grupo. Recoder consideró que disponían de la suficiente distancia de la compañía como para encargarse de liderar el ACA y, posteriormente, participar activamente en la privatización de ATLL.

El diseño del pliego de condiciones se prolongó más de medio año. Las bases de la licitación se publicaron finalmente en agosto de 2012 en el Diario Oficial de la Unión Europea (DOUE), el Boletín Oficial del Estado (BOE) y el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya (DOGC).

Para hacer atractiva la privatización, Territori optó por ofrecer la gestión de la compañía a largo plazo.

El futuro gestor de ATLL mantendría el contrato durante medio siglo a razón de 995.506.100 euros. Los licitadores no debían desembolsar esa cantidad de golpe. Las condiciones del contrato contemplaban realizar un pago de 298.651.830 euros en el momento de la firma del contrato y abonar el resto en los 50 años de vigencia de la concesión.

En el momento en que se publicaron las bases del concurso saltaron las primeras suspicacias sobre la pulcritud del proceso que se acababa de iniciar.






 

1. Consejo ejecutivo del 14/02/2015.


ATLL ¿Un oscuro objeto de deseo?

Aigües Ter Llobregat (ATLL) es un monstruo que suministra agua potable a más de 120 municipios catalanes. O, lo que es lo mismo, permite que un total de 4,5 millones de personas de las comarcas de Alt Penedès, Anoia, Baix Llobregat, Barcelonés, Garraf, Maresme, La Selva, Vallès Occidental y Vallès Oriental dispongan de agua al abrir el grifo.

Eso sí, sólo trata el recurso desde su lugar de captación –sea la cuenca de un río o una desalinizadora– hasta los depósitos de cabecera de los municipios, el agua en alta. Desde allí hasta todos los edificios es el servicio en baja, el que cada municipio decide si se realiza de forma directa, con una empresa mixta o, directamente, concesionado; a lo que se debe unir la red de alcantarillado y la depuración.

La compañía que se privatizó gestiona en total cuatro plantas de tratamiento de aguas, dos estaciones potabilizadoras y dos plantas desalinizadoras. También controla dos estaciones que se encargan de distribuir el agua potable a gran escala y una red con más de 1.000 kilómetros de tuberías, 167 depósitos y 63 estaciones de bombeo.

Es una de las grandes empresas de gestión en alta del país y su facturación rondaba los 140 millones de euros en el momento de plantear el concurso público.

Esta magnitud no se reflejó en el pliego de condiciones del contrato. De entrada, la Generalitat solicitó que la “declaración responsable relativa a la cifra de negocios del licitador o agrupación de licitadores en el ámbito del ciclo del agua durante los tres últimos ejercicios ha de ser superior a 80 millones de euros anuales2”.

Sorprende la experiencia de abastecimiento que se pedía a las compañías interesadas en presentar una oferta. “Se establece como requisito mínimo que se hayan gestionado al menos dos plantas de tratamiento de agua potable con una capacidad de producción mínima de 20.000 metros cúbicos al día”, indica la licitación.

Sólo la capacidad total de almacenamiento del agua tratada en la estación de tratamiento de agua potable (ETAP) situada en los municipios de La Roca del Vallès, Cardedeu y Llinars del Vallès –una de las dos plantas de este perfil que gestiona ATLL–, alcanza los 617.000 metros cúbicos y la de tratamiento es de 691.200 metros cúbicos al día. Las exigencias mínimas para pujar por la compañía estaban por debajo de la actividad diaria.

En el apartado económico, se firmó una retribución financiera fija para los 50 años de vigencia del contrato del 9,33%. En el momento de la licitación se trataba de una cifra en línea a lo que se pedía en la venta de activos en España –la prima de riesgo tocó techo hasta los 637 puntos básicos a finales de julio y se relajó hasta los 538 enteros en los primeros días de agosto de 2012–.

El problema es que la consejería de Territori no incluyó ningún mecanismo de revisión a lo largo del medio siglo de vigencia de la concesión para rebajar la alta rentabilidad que beneficiaba al licitador.

La concesión pública estaba diseñada para desconsolidar deuda ordinaria de la Generalitat. Lo importante era que mediante la privatización se redujera el pasivo del capítulo 1  la contabilidad pública catalana, por lo que la deuda propia que acarreaba la compañía seguiría viva tras la privatización.

Mas-Colell reconoció en marzo de 2013 que el Gobierno catalán se hizo cargo del pasivo que arrastraba ATLL. Afirmó que alcanzaba los 850 millones de euros.

La Sindicatura de Cuentas dio a conocer un informe en septiembre de 2015 en el que matizaba esta cifra. Indicó que la Generalitat había asumido unos 795 millones de euros de deuda de ATLL antes de su privatización.

La institución que se encarga de fiscalizar las cuentas públicas rebajó la cifra final a 745 millones, ya que 50 millones hacían referencia a una póliza de crédito que la Generalitat había asumido previamente.

El principal desequilibrio que provocó este hueco en la compañía venía del canon. El precio que pagaban las compañías que se encargaban de distribuir agua potable en los municipios por el servicio de ATLL (y que repercuten en la factura) no llegaba a cubrir las proyectos que se habían impulsado en los dos gobiernos tripartitos (2003-2010).

La mayoría de iniciativas se ejecutaron a partir del ejercicio 2007, cuando se tuvo que hacer frente a una de las sequías más importantes de Cataluña.

ATLL gastó 165,2 millones de euros3 en ese periodo de tiempo, cuando los ingresos previstos superaban por poco los 55 millones. La compañía contaba con fondos de la Unión Europea para financiar el ambicioso plan de inversiones, pero las aportaciones comunitarias no financiaban al 100% de los proyectos. El gasto del servicio se disparó el 44% entre 2008 y 2012.

La única alternativa para sanear las cuentas era subir de forma indirecta el precio del recibo del agua, ya que el coste de tratar y distribuir el agua en alta es uno de los conceptos que se incluyen en la tarifa.

El problema de esta política era la fuerte contestación social que implicaba. El Gobierno de José Montilla se resistió a hacerlo tras recibir fuertes presiones por parte de la Federación de Municipios de Cataluña, el ente supramunicipal cercano a las tesis socialistas y que en ese momento estaba liderado por el ex alcalde de Sabadell, Manuel Bustos (implicado posteriormente en el caso Mercurio de corrupción local); y de la Asociación Catalana de Municipios, cercano a CiU y presidido en esa época por el primer edil de Martorell, Salvador Esteve (presidente de la Diputación de Barcelona hasta julio de 2015).

Los gobiernos locales eran los encargados de anunciar los cambios en las facturas de cada pueblo y ciudad y apostaron porque creciera la deuda de la empresa pública para no convertirse en blanco de la crítica ciudadana.

ATLL asumió el déficit y estresó sus cuentas. La Sindicatura de Cuentas mostró como en el cierre del ejercicio 2012, el último en que la empresa era pública, los bienes y derechos propios alcanzaban los 1.569 millones, las obligaciones los 795 millones y el patrimonio neto los 774 millones.

El endeudamiento bancario era de 623,85 millones de euros y los pagos pendientes a proveedores se situaban en 86,39 millones. En esa partida se incluyen saldos a la ACA por un valor total de 14,29 millones.

Las facturas que asumió la Generalitat antes de la privatización se acabaron abonando en el plan extraordinario de pago a proveedores que el gobierno central impulsó en 2013.

La privatización no sólo no pasó de puntillas por el elevado pasivo que ATLL ya acarreaba por sí misma. El concurso público no se podía plantear con la condición de que la futura gestora abordara el incremento del canon pendiente; era una condición indispensable para atraer ofertas, y Artur Mas se decidió a abordar por ello el gran reto al que se había resistido su predecesor en el cargo. Subió el canon de ATLL el 70% en junio de 2012.

CiU tenía la mayoría en el consejo de administración de la compañía y pudo sacar adelante la medida en solitario a pesar de la oposición del resto de partidos.

El precio del metro cúbico de agua tratada se fijó en 0,647 euros.

Era la subida más importante que se ha hecho nunca en Cataluña del canon del agua en alta y, tal y como reconoció en su momento el gobierno, el único objetivo que perseguía era que el concurso público que se abriría dos meses después fuera lo más atractivo posible.

No fue la única revalorización del canon en ese ejercicio. La dirección de ATLL aprobó otros dos incrementos que se justificaron como correcciones. La primera de ellas tuvo lugar en noviembre y fue del 0,63%. Unas semanas después se dio luz verde a otra subida del 13,5%. El precio final se situó en 0,7389 euros.

El incremento del canon no sólo atraía a privados, también convertía a ATLL en una empresa rentable. La deuda acarreada era ostentosa, pero no superaba los 1.400 millones de euros que soportaba la ACA al cierre del ejercicio 2010.

Esta compañía estuvo al borde de la quiebra, pero su presidente, Leonard Carcolé, consiguió cerrar en el momento más complicado de la crisis un plan de refinanciación con un elevado coste financiero que redujo el pasivo hasta los 825 millones al cierre de 2014.

Su sucesor en el cargo, Jordi Agustí, intentó en varias ocasiones en los últimos años sentarse de nuevo con la banca acreedora para conseguir condiciones más ventajosas para devolver la deuda. No ha tenido éxito, por el momento.

El proceso de desapalancamiento de ATLL era factible si se resolvía el déficit tarifario, pero la privatización no perseguía la viabilidad de la compañía. El objetivo de Mas-Colell era que las cuentas públicas del ejercicio cuadrasen, poder desconsolidar deuda ordinaria por valor de 995 millones de euros antes del 31 de diciembre de 2012 e ingresar 298.651.830 euros en el momento de la firma del contrato.

Tras conocer las condiciones de licitación, los interesados disponían de tiempo “hasta las 13 horas del día 28 de septiembre de 20124” para presentar su oferta en la consejería de Territori. La apertura de los sobres con las ofertas se dividió en dos jornadas: el apartado técnico, en el que se repartían 25 puntos, se reveló el 5 de octubre de 2012 y el económico el 22 de ese mismo mes. Esta parte era la que más pesaba en la licitación, ya que estaban en juego otro 75 enteros.

Recoder tenía dos meses para escoger la propuesta que hubiera conseguido la mejor valoración y firmar el contrato.
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¿Quién está detrás de los concursantes?

Se supo del interés que los privados mostraban por el concurso a partir de las aclaraciones sobre el pliego de condiciones que se registraron en Territori. Se daba por sentado que Agbar pujaría por esta parte del pastel del ciclo integral del agua, aunque también se contaron como potenciales intervinientes a Aqualia (FCC), Sacyr, OHL y a Acciona.

En ese momento, la compañía de la familia Entrecanales estaba inmersa en una diversificación del negocio por la limitación de las subvenciones a las energías renovables y la división de agua era una de las que más protagonismo tomaba en la compañía.

Hasta ese momento, el principal contrato que había conseguido era la gestión integral del ciclo del agua de la ciudad de Cáceres (Extremadura). Perdió la concesión en marzo de 2015 a favor de Canal de Isabel II en los juzgados. La empresa de la Comunidad de Madrid denunció ante el Tribunal Superior de Justicia de Extremadura que su oferta había sido mal valorada y los magistrados le dieron la razón.

Acciona mostró su interés desde el primer día en hacerse con el contrato de ATLL. Se trataba de una de las concesiones más cuantiosas que salían a concurso y los activos y el volumen de recursos hídricos que se trataban impulsaba a primera división la nueva línea de negocio que se había iniciado.

Se confirmó que pujaría por la compañía al remitir varias aclaraciones sobre el pliego de condiciones a la consejería de Recoder.

Agbar también planteó varias preguntas a Territori sobre las condiciones de la licitación. El departamento no las contestó hasta el viernes 21 de septiembre, justo una semana antes de la fecha límite marcada para presentar las ofertas.

Es en este documento en el que se encuentra la base legal que ha provocado que el Tribunal Catalán de Contratos del Sector Público (la antigua Oarcc) primero y el Tribunal Superior de Justicia (TSJC) después anularan el concurso público5 por incongruencias entre las bases de la licitación y la adjudicación del contrato.

Una de las cuestiones que plantea Agbar a Territori es la forma en la que se debían abordar las obras previstas en el apartado técnico de la concesión.

La compañía remitió a la consejería varias cuestiones sobre la forma de ejecutar las obras en la red de ATLL que el contrato señalaba que se debían asumir en los 10 primeros años del contrato. Describía 36 actuaciones para la “construcción, mejora y gestión y explotación de las instalaciones que constituyen la red de abastecimiento de Ter-Llobregat que comprenden el tratamiento, almacenamiento y transporte de agua”6.

Algunos ejemplos de las cuestiones que planteó Aguas de Barcelona:

•    Solicita aclaraciones sobre quién debía asumir la diferencia entre el coste real de las obras y el presupuesto del proyecto ejecutivo que asume la sociedad concesionaria, a lo que la consejería responde que “todas las obras que la sociedad concesionaria ejecute en el marco de este contrato son a su completo riego y ventura, y no puede invocar como causa de reequilibrio del contrato eventuales diferencias entre el coste real de la ejecución y las previsiones de los proyectos ejecutivos, ni cualquier otra circunstancia que resulte de su ejecución”7.

•    Pide la confirmación de que el “ACA puede decidir que la sociedad concesionaria ejecute una obra o no prevista en la prescripción tres del pliego de condiciones y que, en este caso, la sociedad concesionaria debe realizar el proyecto constructivo”.

•    También si esta facultad sólo se mantendrá vigente durante los diez primeros años de vigencia del contrato, a lo que la administración contesta que la “facultad del ACA a la que se refiere la pregunta se mantendrá vigente mientras no estén ejecutados todos los proyectos”.

Estas aclaraciones son básicas porque refuerzan una de las cláusulas del pliego de condiciones en la que Territori afirma que “no se admiten variantes ni mejoras” del programa de ejecución de obras, que se valorará de cero a cuatro puntos.

Incluso se hizo un calendario del momento en el que se debían ejecutar los proyectos con el fin de “mejorar aspectos como un mejor rendimiento de la red de distribución, eliminar fugas existentes que comportarán un ahorro económico”.

“Una mejora estructural de los depósitos, con la finalidad de garantizar el cumplimiento de la normativa vigente de calidad del agua” o “una adecuación técnica de las instalaciones, con el consiguiente ahorro en las partidas de mantenimiento y, finalmente, la adecuación de las instalaciones a las normativas de seguridad que incrementará las garantías de trabajo”.

Es básico recordar los requisitos sobre las obras que se fijan en el pliego de condiciones. Allí se definen los proyectos, se periodizan en el tiempo y se afirma que no es posible ninguna modificación ni mejora de los mismos. Cuando se terminó el periodo de presentación de ofertas, Territori tenía dos ofertas sobre la mesa para quedarse con la gestión de ATLL.

La primera de ellas era un consorcio liderado por Acciona de la mano del banco de inversión brasileño BTG Pactual. Se explicó en un primer momento que cada socio de referencia controlaba un 39% del capital, aunque la cotizada de la familia Entrecanales tenía una participación real del 51%. Acciona Agua SAU era propietaria de un 25%; la filial creada ad hoc para pujar por ATLL, Catalana d’Aigües SA, otro 14%; y el 12% restante se repartía a partes iguales entre dos patrimoniales con sede en Madrid: Global Burdian SL y Global Lubbock SL.

La entidad brasileña articuló su inversión a través de la compañía Aigües de Catalunya Ltd., una mercantil constituida en un bufete de Londres especialista en fabricar sociedades que tiene casi el mismo nombre que una de las filiales de la constructora Comsa-Emte, Aigües de Catalunya. Eso ha propiciado alguna confusión empresarial a lo largo de la guerra del agua, a pesar de que los Miarnau y los Sumarroca no tienen ningún interés en la concesión.

La detención del consejero delegado del banco brasileño, André Esteves, en noviembre de 2015 en el marco de una macrooperación contra la corrupción política en su país, propició la excusa ideal para que los accionistas cariocas de la entidad decidieran apearse del proyecto.

Acciona recompró la participación. BTG Pactual cobró unos 60 millones de euros por el 39% del capital del grupo, hecho que valoró ATLL en 154 millones. Se desconoce si esta cantidad incluyó alguna plusvalía, ya que el banco brasileño nunca reconoció lo que había pagado por convertirse en accionista de la gestora de aguas en un primer momento.

A lo largo de la guerra del agua en Cataluña, la dirección del banco mostró en varias ocasiones su voluntad de salir de la operación por la inseguridad jurídica que comportaba.

El 10% restante del capital del consorcio que pujó por ATLL se repartía a partes iguales entre dos inversores privados muy conocidos por la alta sociedad de Barcelona.

El primero de ellos era Manuel Torreblanca, marido de Liliana Godia. Vehiculó su participación a través de la compañía Gopa Consulting. La segunda familia a los que los Entrecanales convencieron para unirse en el negocio fueron unos amigos y accionistas de Acciona, los Rodés, fundadores de Havas Media. La relación entre ambos viene de lejos y, entre otros, los catalanes tienen un puesto en el consejo de administración de la multinacional. Articularon su inversión a través de la mercantil Acacia ISP SL.

Tras la desvinculación de BTG Pactual del consorcio, los dos minoritarios pidieron también a Acciona que les diera vía libre para abandonar ATLL.

 



	Empresas del consorcio


	Participación accionarial





	Grupo Acciona





	Acciona Agua, SAU


	25%





	Gestió Catalana d’Aigües, SA


	14%





	Global Burdian, SL


	6%





	Global Lubbock, SL


	6%





	BTG Pactual


	Aigües de Catalunya, Ltd.


	39%





	Manuel Torreblanca


	Gopa Consulting, SL


	5%





	Familia Rodés


	Acacia ISP, SL


	5%







El segundo consorcio que pujó por ATLL estaba liderado por Agbar. En su caso, los socios financieros eran el fondo australiano First State y el canadiense Caisse de Dépôt.

También participaban las operadoras de agua en baja del entorno de Barcelona, los grupos Aigües de Terrassa, Companyia d’Aigües de Sabadell (pasó posteriormente a manos de Agbar a través de dos OPAs, ya que la primera finalizó sin éxito) y las constructoras catalanas Copisa, Acsa, Obras e Infraestructuras y Constructora Calaf.

La gestora de aguas con sede en Barcelona era el socio de referencia que aportaba el know how de la oferta, pero sólo controlaba el 25% del capital del consorcio.

El accionista mayoritario era el fondo First State, con el 33%; seguido de Invi Holding SÀRL de Caisse de Dépôt.

El resto de partners tenían participaciones muy por debajo de este capital. Acsa, Obras e Infraestructuras el 5%, seguido de Mina Pública d’Aigües de Terrassa con el 2,5%.

Los otros tres minoritarios eran los que menos capital controlaban: Copisa se unió al consorcio con la sociedad Disray Trade SL (1,9%), Constructora Calaf hizo lo propio con Nirir 2012 (1,3%). Companyia d’Aigües de Sabadell (Cassa) pujó con su holding. Controlaba el 1,3% del capital.

 



	Empresas del consorcio


	Participación accionarial





	First State


	First State ATLL BV


	33%





	Caisse de Dépôt


	Invi Holding SÀRL


	30%





	Sociedad General de Aguas de Barcelona, SA


	25%





	Acsa, Obras e Infraestructuras, SA


	5%





	Mina Pública d’Aigües de Terrassa, SA


	2,5%





	Copisa


	Disray Trade, SL


	1,9%





	Constructora Calaf


	Nirir 2012, SL


	1,3%





	Companyia d’Aigües de Sabadell, SA (CASSA)


	1,3%







La oferta técnica de Agbar superó a la de Acciona en la primera jornada de apertura de sobres. Se llevó 20 puntos frente a los 13 de la compañía de los Entrecanales.

Con todo, la cotizada se impuso a su rival en el apartado económico, recibió 62 puntos de los 75 que estaban en juego, mientras que la propuesta de la compañía de Suez sólo recibió 31 enteros en esa parte de la licitación.

El consorcio de Acciona logró muchos más puntos de la mesa de contratación que valoraba las ofertas (87 sobre 100) que la oferta presentada por su rival (51 sobre 100). Ese mismo día, el 22 de octubre de 2012, los ejecutivos de la gestora de aguas con sede en Barcelona pidieron ver el expediente de su rival al departamento de Territori y Sostenibilidad. Miraban con recelo la gran diferencia de puntos de la mesa de valoración y querían presentar un recurso.

Es bastante habitual en las contrataciones públicas que los licitadores que han perdido intenten enmendar las valoraciones de la mesa. De hecho, la propia consejería de Territori esperaba que se iniciara un procedimiento administrativo de estas características. No es tan habitual el movimiento que hizo en ese momento el departamento: hizo caso omiso de la demanda de Agbar.

No fijó ninguna fecha para que los representantes de la compañía perdedora pudieran recoger o ver el expediente de su rival para preparar los argumentos del recurso administrativo.

Además, dos días después de la apertura del segundo sobre, el 24 de octubre, la mesa de contratación propuso adjudicar el contrato de ATLL al consorcio liderado por Acciona. Fue una decisión que se tomó bastante rápido si se tienen en cuenta los tiempos burocráticos. Territori tensionó aún más la relación con Agbar al no comunicarles la propuesta de adjudicación, una fórmula de cordialidad habitual.

La gota que colmó el vaso en la torre diseñada por Jean Nouvel fue que los Entrecanales solicitaron de forma sorpresiva ese mismo día a la consejería que declarara toda su oferta confidencial. Al completo: el sobre B con la propuesta técnica y el C con el diseño económico de la operación que permitía ofrecer una tarifa más económica (0,7088 euros por metro cúbico, sin contar el IVA, frente a los 0,79 de Agbar) y mantener la totalidad de la plantilla en los 50 años de vigencia de la concesión.

Su rival sólo tomaba ese compromiso en 40 meses, el doble de los exigidos en el pliego de condiciones de la licitación.

El primer sobre, el A, es una recopilación administrativa de todos los requisitos de los consorcios que demuestran que está preparado para gestionar un grupo como ATLL.

Las compañías que participan en concursos públicos suelen pedir en el mismo momento en el que presentan las ofertas que una parte de la documentación adjuntada se declare confidencial. Las mejoras técnicas responden al secreto industrial de cada empresa, por ello es básico que sólo las conozcan en esa parte de la licitación los miembros de la mesa. Esta prerrogativa rara vez se aplica en el apartado económico del proceso.

Agbar obtuvo la respuesta de Territori sobre la vista del expediente cuatro días después de que lo hubiera pedido.

La consejería denegó a la compañía poder ver la oferta que le había superado el 30 de octubre de 2012 mediante un escrito del presidente de la mesa de contratación. En él alegaba que no era el momento oportuno para ver la documentación de Acciona, ya que se debía hacer tras la notificación de la adjudicación del contrato.

La guerra del agua en Cataluña empezó en ese momento, a dos meses de terminar 2012.






 

5. El Tribunal Supremo tiene pendiente emitir una resolución contra el recurso de casación que la Generalitat y el consorcio y sus socios presentaron contra la sentencia del TSJC en el momento de elaborar esta publicación.

6. Pliego del contrato de concesión de ATLL

7. Pliego del contrato de concesión de ATLL.


La mayor privatización catalana en la historia

Los propios miembros del gobierno catalán eran conscientes de que un concurso de la magnitud del de ATLL era carne de litigio. Era la única privatización de casi 1.000 millones de euros que se había iniciado en ese momento en España –el contexto económico propició que se pospusieran otras licitaciones– y se planteaba a largo plazo. Salía de esa judicialización habitual que el primer recurso ante los tribunales se interpusiera antes de la adjudicación oficial del contrato.

Fue un movimiento de Agbar ante la negativa de Territori de ver el expediente de su rival en el proceso. Los abogados del grupo llamaron a la puerta de un órgano de nueva creación que había echado a andar en verano de 2012, el actual Tribunal Catalán de Contratos del Sector Público. En ese momento se llamaba Organismo Administrativo de Recursos Contractuales de Cataluña (Oarcc), ya que era una institución unipersonal dirigida por Juan Antonio Gallo Sallent.

El tribunal fue creado en base a la directiva 2007/66/CE del 11 de diciembre del Parlamento Europeo. La legislación comunitaria marcó como necesario que cada país se dotara de sus propios órganos independientes cuyo único objetivo era velar por la aplicación de la normativa comunitaria vigente que “regula la preparación y adjudicación de los contratos del sector público”8. Su base es la independencia de cualquier administración, ya que depende directamente de la legislación de la Unión Europea que propició su creación.

Mas creó este organismo en el momento en que desembarcó en la Generalitat, tal y como le marcaba la directiva de Bruselas. La principal dificultad es que tuvo que contratar a nuevo personal en un momento de recortes generalizados en las instituciones catalanas. Por otro lado, el gobierno y los altos funcionarios de la Generalitat desconocían el poder real que podía alcanzar el Oarcc; el proceso de creación y las primeras resoluciones que emitió pasaron desapercibidas. Se pisaba un terreno desconocido.

Parece que los únicos que sabían qué tenían entre manos eran los propios funcionarios de la oficina: Gallo, una ayudante especialista en derecho comunitario y una secretaria. Todos ellos tuvieron que pasar un proceso de selección complejo. El más complicado era el iniciado para encontrar a un presidente.

Se requería a un alto funcionario de carrera, de los denominados cuerpos o escalas del grupo A1, y tener más de 15 años de experiencia en el cargo. También era indispensable ser licenciado en derecho y disponer de una competencia profesional acreditada en las materias propias del órgano.

El actual presidente del Tribunal Catalán de Contratos del Sector Público fue uno de los pocos que cumplía todas las condiciones cuando en marzo de 2012 se inició el proceso. De hecho, sólo él y otro aspirante pasaron la primera criba.

El alto funcionario es una persona extremadamente discreta y que intenta huir en todo momento de los focos mediáticos. Conoce de primera mano los entresijos del ejercicio periodístico, ya que es el séptimo hijo del que fue periodista y gobernador civil, Federico Gallo.

Presentó su candidatura para presidir el Oarcc porque se trataba de un organismo de nueva creación en el país, que realzaba en todas las comunidades autónomas los criterios de la Unión Europea en materia de contratación pública, un nido de corrupción en España que ha sacado los colores a partidos de todo signo político.

La imparcialidad y transparencia que los 28 querían garantizar con un organismo como el que se implementaba era completamente inaudito en el país.

Licenciado en Derecho y Ciencias Económicas y Empresariales, la carrera profesional de Gallo también empezó con cierto ruido: el que supuso pasar las pruebas para convertirse en el interventor más joven de la Generalitat de Cataluña. Además, fue laureado en el concurso de agentes de relaciones exteriores de la Unión Europea.

Nunca tomó posesión del cargo, prefirió empezar a trabajar como interventor y la primera plaza que le concedieron fue en la consejería de Agricultura, Ramaderia i Pesca, donde estuvo siete años. Allí coincidió con uno de los hombres fuertes de CDC, Germà Gordó, que ejercía de secretario del departamento en el último gobierno de Jordi Pujol. La relación entre ambos era cordial pero lejos de considerarse una amistad. Cuando volvieron a coincidir, uno era presidente del Oarcc i el otro consejero de Justicia.

Se ha afirmado que Gordó, una de las voces críticas con la gestión de la guerra del agua en la Generalitat, tenía influencia sobre Gallo y que este le informó de su resolución más famosa, la que puso en jaque el contrato de ATLL con Acciona, antes de publicarse.

No fue así. El presidente del Oarcc dio voces a la gente del departamento del que dependía la oficina que regula la contratación del sector público, Presidència, de que era conveniente esperar a la resolución antes de firmar la concesión. Pero la consejería encabezada por Francesc Homs hizo oídos sordos a su advertencia.

Comentar el sentido de la misma antes de su publicación no encaja en el perfil del presidente del Tribunal de Contratos del Sector Público. Gallo es, ante todo, un purista de la ley.

Después de fiscalizar las cuentas de Agricultura, Ramaderia i Pesca fue designado interventor de Treball. Fue el encargado de ordenar la consejería tras el escándalo del caso Pallerols, la trama de corrupción ligada a la financiación ilegal de Unió Democràtica de Catalunya. Después de esa experiencia pasó por Universitats, Empresa i Economia, donde era responsable de realizar informes de control de gestión.

También fue interventor de muchos organismos autónomos como el Museu Nacional d’Art de Catalunya (MNAC) o el Institut Nacional d’Educació Física de Catalunya (INEF). Fue seleccionado por la Unión Europea como experto delegado del gobierno central en materia de reforma administrativa y control de la administración. En Bruselas, realizaba los denominados capacity building. Es decir, organizar las administraciones para adaptarlas a la normativa europea y modernizarla en territorios como Croacia, la República de Macedonia, Turquía, Montenegro o Bosnia-Herzegovina, entre otros.

Trabajó dos años en “montar países”, tal y como él mismo define. Firmó, entre otros, el informe operacional en el que se certificaba que Croacia contaba con una administración moderna y estaba lista para entrar en la Unión Europea.

Regresó en ese momento a Cataluña por cuestiones familiares y recuperó la plaza de interventor. Fue en ese momento cuando se abrió la convocatoria para encontrar al futuro presidente del Oarcc y Gallo pujó.

Su currículum también incluye dos años de estudios de Ingeniería de Telecomunicaciones; un master en derecho administrativo, especializado en mercados regulados; y cuenta con un Programa de Desarrollo Directivo (PDD) de Iese.

Además, colaboró con el Banco Mundial en la elaboración del informe Benchmarking in public procurement, incluido en el proyecto Doing Business sobre el desarrollo de la actividad empresarial en el mundo. Es miembro del Chartered Institute of Procurement and Supply y de la Federación internacional de expertos en derecho europeo y estudió Mercados Financieros en Yale y Propiedad Intelectual en la Universidad de Pensilvania. Estas dos formaciones son estudios no reglados.

Gallo también ha investigado sobre el derecho al olvido y su relación con el Big Data.

Agbar acudió al organismo que encabeza en el inicio de su estrategia judicial. Los juristas de la compañía anunciaron el 2 de noviembre de 2012 a Territori que tenían la intención de presentar un recurso de medidas cautelares ante el Oarcc contra su denegación de ver el expediente de Acciona y que iban a pedir la suspensión temporal de la tramitación del proceso de adjudicación de ATLL para evitar que pudiera firmar el contrato antes de que hubiera emitido su recurso administrativo sobre la valoración de las ofertas de la mesa.

Así lo hicieron. Esa misma jornada presentaron el primer escrito ante el tribunal con la petición de que les facilitaran la vista a la documentación de la oferta rival y paralizar la licitación.

Tres días después de iniciar el proceso, Territori adjudicó ATLL a Acciona. Sólo habían pasado 11 días desde que la mesa de contratación había hecho lo propio de forma provisional tras un ejercicio matemático a raíz de las valoraciones del apartado económico y el técnico del contrato.

No hubo tiempo material de ejecutar ninguna revisión de los criterios usados en la mesa ante el anuncio del recurso y se mantenía la oferta de Acciona guardada bajo llave, por lo que el consorcio perdedor aseguraba que sus intereses estaban siendo atacados porque no había podido argumentar las discrepancias con la valoración.

Territori notificó el 7 de noviembre a Agbar su decisión final. La contestación de la gestora de aguas fue la misma que había mantenido las dos semanas anteriores: volvió a reclamar a la consejería tener acceso al expediente del consorcio ganador del concurso. El presidente de la mesa de contratación decidió el día siguiente que el momento de la licitación ya era el propicio para mostrar las propuestas técnicas y económicas que habían elegido para gestionar ATLL y emplazó a los juristas y técnicos de la compañía perdedora a que se presentasen el 13 de noviembre en la sede del departamento a las 10 de la mañana para poner a su disposición la documentación requerida.

Sólo 24 horas después, Acciona reiteró la declaración de confidencialidad de su oferta. La consejería tenía que responder a la petición del consorcio que había ganado el concurso público y ocurrió entonces otro movimiento extraño del departamento a la hora de gestionar la contratación pública. Recoder quiso mantener en secreto el expediente y redactó él mismo el informe en el que se declaraba la confidencialidad de toda la plica.

Nunca el máximo responsable de una consejería (ni de cualquier instancia del sector público) se encarga de argumentar jurídicamente una decisión de este calibre. Eso es un trabajo que realiza el personal técnico casi de forma automática en las licitaciones en base a la legalidad vigente. Ningún funcionario dio el paso que quería Recoder. De hecho, el consejero no contrastó con los técnicos del departamento el contenido del informe que escribió para garantizar a Acciona la confidencialidad del expediente.

En el documento, el consejero indicó que en el sobre B, la oferta técnica, el consorcio ganador realizaba una “explicación detallada que incluye los planes de operación por cada ITAP e ITAM [infraestructuras del ciclo del agua] de cómo realizará el subministro y mantenimiento integral de las estaciones”. Afirmó que se exponían “todas esas mejoras que llevará a cabo” y la organización interna de la futura ATLL.

Por todo ello, concluyó que esa parte de la oferta “supone en su integridad una propuesta de ejecución que, de manera indudable, contiene políticas empresariales que constituyen la estrategia original de la empresa y que no pueden ser conocidas por los competidores, ya que constituyen una afectación a sus estudios propios, su formación original de carácter técnico y la articulación de sus medios humanos y materiales para ejecutar lo que constituye el objeto del contrato”.

Argumentó que no se podía separar lo que constituía una primicia industrial de lo que no, porque “las propuestas formuladas representan un modelo integral del suministro de agua en alta que hace que no sea posible disgregar aspectos que no afectaran al secreto empresarial”.

Sobre la oferta económica, Recoder concluyó que “todo el modelo de explotación constituye también una estrategia original de la empresa fruto de sus estudios propios y, en ningún caso, el balance y la cuenta de resultados se pueden considerar en el momento de la oferta como públicos ya que se trata de proyecciones a partir del uno de enero de 2013”.

En nombre del órgano de contratación, consideró que la documentación presentada por el consorcio de Acciona quedaba “amparada por la obligación de confidencialidad y no puede ser objeto de acceso por parte de la agrupación de empresas no adjudicatarias salvo la parte de la documentación económica que fue objeto del acto público” en el momento de la apertura de sobres.

Recoder firmó el informe el 12 de noviembre de 2012, pero no lo entregó a Agbar. La consejería informó simplemente al licitador de que el expediente había sido declarado confidencial y que no lo podían ver para presentar su recurso a la adjudicación.

Había pasado una semana desde la adjudicación definitiva del contrato y más de un mes desde la apertura del primer sobre del contrato, el de la oferta técnica. El tiempo legal para presentar el recurso se terminaba y Agbar movilizó todo su potencial jurídico.

Insistió de nuevo ante el Oarcc pero también presentó el primer recurso ante el Tribunal Superior de Justicia de Catalunya (TSJC) para pedir las mismas medidas cautelares: más tiempo para presentar su recurso y obligar a Territori a mostrar el expediente del consorcio liderado por Acciona.

Alegó que la consejería había vulnerado de forma “manifiesta y reiterada los principios de transparencia y de igualdad de trato entre los candidatos para favorecer a la adjudicataria9”.

De forma paralela a todo ese proceso, el Oarcc había tramitado el recurso especial en materia de contratación que le había presentado Agbar el 2 de noviembre. Tres días después de que se sellara, la institución presidida por Gallo informó al órgano de contratación de ATLL del inicio del proceso para que le mandara el “preceptivo informe, el expediente de contratación y el listado de todos los interesados en el proceso”10.

El departamento remitió la información solicitada entre el 7 y el 8 de noviembre para ser analizada y, finalmente, el 15 de noviembre el organismo otorgó cinco días a las partes para que presentaran sus argumentos para mantener la confidencialidad del expediente de Acciona y suspender de forma cautelar la firma del contrato de concesión.

Fueron especialmente duros los argumentos usados por Acciona para defender su posición en la licitación. Aseguró ante el Oarcc que el recurso de Agbar tenía una “finalidad fraudulenta” porque el acto recurrido era “un acto de trámite no susceptible de recurso”; defendió que los licitadores tenían derecho a decidir qué documentos son confidenciales o no en una oferta pública y que así lo amparaba la legislación vigente y el código del comercio. Solicitó al Oarcc que inadmitiera a trámite el recurso y lo desestimara, igual que la medida cautelar, y que interpusiera una “multa de 15.000 euros por la temeridad y mala fe con la que ha actuado la recurrente”.

Gallo dio la razón a Territori en la primera negativa que dio a Agbar. Indicó que no podía solicitar la vista del expediente hasta que “el contrato se haya adjudicado y notificado”. Es en ese momento cuándo “nacerá el derecho de la recurrente a tener vista al expediente”.

Hasta aquí llegó su apoyo a la consejería. Manifestó que el “principio de confidencialidad, el derecho a la defensa y el derecho a la protección de secretos comerciales se deberán de ponderar a los derechos que tiene la recurrente con los que tienen el resto de empresas, por lo que ninguno de ambos derechos se vean perjudicados”.

El Oarcc emplazó a la mesa de contratación a determinar qué parte de la oferta de Acciona era una parte esencial del secreto industrial de la compañía y qué documentación no afectaba a “secretos técnicos o comerciales o no se corresponde con aspectos confidenciales, siendo necesario que se justifiquen debidamente en el expediente o en su caso a la propia recurrente, las causas que determinan el carácter confidencial de la documentación mencionada”.

Avisó, asimismo, que la protección de los secretos empresariales no puede ser el motivo de que una empresa se quede sin presentar un recurso en una licitación. Gallo afirmó textualmente: “Sin que como consecuencia de eso, pueda resultar la motivación de la adjudicación insuficiente al efecto de interponer un recurso especial suficientemente fundamentado”.

No frenó la licitación y tampoco consideró que las medidas cautelares que había solicitado Agbar constituyan un acto de “mala fe o temeridad”.

El Oarcc puso de nuevo el foco en la mesa de contratación, que debía decidir qué parte del expediente de Acciona era confidencial y qué documentación debía poner a disposición del consorcio que había perdido el concurso. Antes de que pudiera poner hilo a la aguja, llegó otra resolución que enmendaba los primeros pasos que había emprendido Territori.

El TSJC decidió otorgar las medidas cautelares que solicitaba Agbar, poder ver el expediente de su rival y frenar por el momento el concurso público.

Poco después de que llegara la notificación del auto de la sección quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del alto tribunal, los juristas de Aguas de Barcelona retomaron el proceso. Anunciaron a la consejería su intención de presentar un nuevo recurso y formalizaron el segundo escrito de medidas cautelares contra la adjudicación del concurso ante el Oarcc.

*****

Faltaba un mes para Navidad y crecía el nerviosismo en el gobierno catalán por el cariz que tomaba la privatización de ATLL. Nadie se explicaba los motivos del enroque del proceso y el propio Mas dudó ante el resto de consejeros de la Generalitat y la cúpula del partido sobre la estrategia que había emprendido Recoder para neutralizar la batalla legal que había iniciado Agbar.

Era básico firmar el contrato antes de que terminara el ejercicio. Sin ATLL privatizada el gobierno ya no sólo se quedaba sin cumplir con el objetivo de déficit. Algo más grave preocupaba al departamento de Economía: no había suficiente efectivo en las arcas públicas para abonar las nóminas de diciembre de los funcionarios.

Gobernación, liderado en ese momento por Joana Ortega (Unió), había anunciado que no se abonaría la paga extraordinaria de ese mes por la tensión de tesorería de la Generalitat, pero la nómina era otra cosa. El plan de Mas-Colell era usar los 298,6 millones de euros que Acciona debía ingresar en el momento de la firma del contrato para pagar a los trabajadores públicos, pero el momento de rubricar la concesión no llegaba.

Mas apostaba por concluir cuanto antes el círculo vicioso que Territori había iniciado con Agbar, con la negativa de la consejería de dejar ver a la compañía que había perdido el contenido de la plica y los escritos que se iban acumulando en los tribunales.

Preocupaba especialmente que este proceso no ponía punto y final a la vía administrativa, más bien era el inicio del litigo. De hecho, el único objetivo de ver la documentación del consorcio ganador era que Aguas de Barcelona encontrara los argumentos necesarios para recurrir la adjudicación de la mesa, un proceso que tenía pocas posibilidades de prosperar en la vía administrativa y que se tenía que decidir ante el TSJC.

El presidente del gobierno había planteado con anterioridad dudas a Recoder y Mas-Colell sobre el sentido de la adjudicación por el alto nivel de litigio inicial y la aparición del conflicto entre la consejería y Agbar en los medios. Ambos consejeros se mantuvieron firmes en la decisión tomada en la mesa de contratación y defendieron que Acciona estaba preparada para llevar las riendas de la gestora del agua (y pagar su coste).

El responsable de Economía argumentaba que no había tiempo material para prolongar la privatización de ATLL por la urgencia económica de las finanzas catalanas.

Su homólogo en Territori defendió que posponer la presentación del recurso era la estrategia ideal para asegurar la vigencia de la concesión durante años, ya que cualquier resolución de un tribunal sobre el sentido de una contratación tardaría.

Calculó que, a pesar de que la justicia enmendara el sentido del contrato, la aplicación de la interlocutoria sería compleja y prolongaría aún más el proceso por los recursos y contrarecursos que se podían presentar.

Acabar en el Tribunal Supremo implicaba prolongar la decisión final incluso seis años. Además, por el tipo de servicio que se estaba privatizando se esperaba cierta sensibilidad de los tribunales y que cualquier error de la mesa de contratación se tradujera en, como mucho, un correctivo a la administración pública. Es más, incluso podría suceder que la compañía que había perdido tirara la toalla y se apeara del proceso por la complejidad y la dilatación de la causa.

No ocurrió así. La justicia actuó más rápido de lo que pensaba el consejero de Territori.

*****

El presidente había transmitido sus recelos y se desvinculó temporalmente de la concesión. En ese momento su prioridad era otra.

El 11 de septiembre de 2012 un millón y medio de personas, según la Guardia Urbana de Barcelona y el Departamento de Interior, y dos millones según la Assemblea Nacional Catalana (ANC), la organizadora, llenaron el centro de la capital catalana hasta el parque de la Ciutadella, donde se encuentra el Parlament, bajo el lema “Catalunya, nou estat d’Europa” (Cataluña, nuevo estado de Europa).

Fue la manifestación que se considera el inicio del procés cuya primera consecuencia fue el avance de las elecciones autonómicas al 25 de noviembre de ese año, dos antes de lo legalmente establecido.

De este modo, dos días después de que el TSJC aceptara las medidas cautelares solicitadas por Agbar y la compañía presentara el segundo escrito frente a el Oarcc, los catalanes fueron a las urnas.

Mas ganó por segunda vez, pero perdió la mayoría absoluta de la que disfrutaba hasta ese momento y debía buscar un pacto con algún grupo de la oposición para garantizar la gobernabilidad. Las encuestas señalaban que mantendría su poder en el hemiciclo catalán, pero se dejó 12 escaños y sólo obtuvo 50 representantes. Por ello no quería más ruido con el caso ATLL, especialmente por lo sensible que representaba la privatización de la compañía a sus socios preferidos para facilitar la legislatura: ERC.

El partido de Oriol Junqueras es contrario por principios a las privatizaciones como la de ATLL. A lo largo de la guerra del agua, el partido ha repetido que su escenario ideal es el de titularidad pública de la compañía, pero siempre se han posicionado al lado del gobierno por la necesidad económica del momento en el que se convocó el concurso y los ejercicios posteriores.

Han asegurado que se debe recuperar el control de la administración de la gestora de agua en alta, pero en un momento en el que la resolución del contrato con Acciona no aboque las finanzas catalanas a la quiebra o a nuevos recortes.

CiU necesitaba los votos de ERC para investir a Mas presidente y esa era la prioridad del presidente y de sus allegados. Estaban inmersos en conseguir cerrar un pacto con Junqueras. Mas-Colell presionaba a Recoder para firmar cuanto antes el contrato de concesión de ATLL a un consorcio liderado por Acciona, y el consejero de Territori acumulaba procesos de medidas cautelares de Agbar para poder ver el expediente de su rival y presentar un recurso a la concesión.






 

8. Carta de presentación de Gallo en el Tribunal Catalán de Contratos del Sector Público.

9. Recurso de medidas cautelares presentado ante el Oarcc el 23 de noviembre de 2012.

10. Resolución número 54/2012 del Oarcc.


Empieza el embrollo jurídico

Territori abrió finalmente las puertas a los juristas y técnicos de Agbar para poder ver la documentación de Acciona que no había sido declarada confidencial el 26 de noviembre de 2012, el día después de las elecciones catalanas. Hubo problemas en el departamento, ya que los responsables de mostrar el expediente del vencedor de la concesión no tenían preparada la documentación en ese momento y se levantó acta de que no se había podido proceder a la vista.

La última semana de noviembre de 2012, fue movida para los actores de la guerra del agua en Cataluña.

El lunes no pudieron ver el expediente, el martes el departamento emplazó a Aguas de Barcelona a regresar ese mismo viernes a las nueve de la mañana y el miércoles Acciona se fue al TSJC. El grupo de los Entrecanales y la agrupación que se había impuesto en la licitación interpusieron un recurso de reposición ante el alto tribunal catalán contra el acto de suspensión de la licitación que había dictado la semana anterior.

Es decir, suplicaban al alto tribunal que mantuviera en secreto la oferta con la que se hicieron con el control de ATLL amparándose en la revelación de secretos industriales.

Esa misma jornada la consejería había remitido parte de la documentación de la oferta de Acciona a su rival. Se trataba de los informes menos sensibles del expediente, los que estaba claro que no representaban ningún secreto empresarial en los que se hacía referencia a cómo se había constituido el consorcio, dónde habían domiciliado la empresa mediante la cual iban a tomar el control de la gestora del agua, y otra información de carácter meramente empresarial, además de parte de la propuesta técnica.

Se mantenía en secreto el resto del denominado sobre B y, la más importante, la económica. Allí se había impuesto a Agbar y sus representantes argumentaban que estaba la base de su éxito.

El jueves, día 29, los representantes de la compañía se personaron ante Territori tal y como habían acordado para proceder de nuevo a la vista del expediente a las nueve de la mañana. La sorpresa que recibieronencajaron fue mayúscula.

Tras una larga espera en las dependencias de la consejería, los representantes de la mesa de adjudicación denegaron por enésima vez la vista de la documentación.

Manifestaron que la consejería, en línea con Acciona, había acudido al TSJC para pedir la aclaración de algunos puntos del auto en el que ordenaba la entrega de los documentos y que no les podrían facilitar los informes hasta que el alto tribunal les respondiera.

En ellas, se pedía a los magistrados que cambiaran su parecer sobre la vista del expediente del vencedor del concurso.

Territori les había cerrado las puertas en las narices a pesar de que Recoder y todo su equipo estaba en funciones. El consejero, además, estaba en esos momentos en horas bajas y su gestión en la cuerda floja. Se había enfrentado hacía semanas con el hombre fuerte de Mas, Francesc Homs, por la forma en la que CiU orientaba la campaña de las elecciones del 25 de noviembre y el entorno del presidente no fue demasiado receptivo con las discrepancias que había manifestado.

El ex alcalde de Sant Cugat era un antiguo enemigo de Mas y los dos años y medio de gobierno juntos no les habían acercado.

El roce con Homs lo había alejado aún más del centro de decisiones del partido. Las elecciones no habían terminado de la forma que Convergència creía y la federación nacionalista –en ese momento aún no habían roto con Unió por el procés– había perdido la mayoría casi absoluta de la que gozaba hasta ese momento. Mas se veía abocado a conseguir un pacto de legislatura y cambió de socio ideal.

Pasó de pactar el programa de ajustes económicos con el Partido Popular de Alicia Sánchez-Camacho a consensuar la legislatura con la Esquerra Republicana (ERC) de Oriol Junqueras, el verdadero triunfador de unos comicios en los que el independentismo fue capital.

CiU se había quedado con 50 representantes en el Parlament frente a los 62 escaños que había conseguido en 2010, lo que implicó perder 86.571 votos (consiguió 1,11 millones).

Era el partido con un mayor apoyo de Cataluña a mucha distancia del segundo, pero el plan de Mas –y de Homs– era que las elecciones le afianzaran en el gobierno con una representación mayor de la que habían obtenido. Un fracaso por las altas expectativas que habían puesto en el procés, que acababa de nacer formalmente en las urnas. Las mieles del envite independentista las disfrutó Junqueras.

ERC había pasado de los 10 representantes en la Cámara catalana a los 21, había multiplicado por dos los votos cosechados en toda Cataluña (498.124, el 13,7% de los que estaban en juego) y había desplazado a la tercera fuerza del hemiciclo, el PSC de Pere Navarro, hundido en una crisis interna entre el sector catalanista y los federalistas que terminaría con la marcha de líderes como Ernest Maragall, Marina Geli, Montserrat Tura, Antoni Castells y con otros pesos pesados que marcaron distancia con esa decisión, como Laia Bonet.

La ex diputada acabó fichando en febrero de 2015 por Acciona como directora adjunta a la presidencia de ATLL con el objetivo de llevar las relaciones institucionales de la compañía en Cataluña. Los Entrecanales buscaban a un portavoz que pudiera ser su cara en el territorio y optaron por Bonet, que llegó a la compañía cuando la guerra del agua hacía más de dos años y medio que había empezado.

Tras las elecciones catalanas, Mas se centró en pactar la hoja de ruta del nuevo gobierno catalán con ERC, el partido que tenía la llave de la gobernabilidad en Cataluña. Ese fue su principal cometido y no quería mayores dolores de cabeza con los temas pendientes de resolver de la legislatura. Y ATLL era uno de esos dolores de cabeza, uno mayúsculo.

La privatización era básica para cuadrar las cuentas del ejercicio 2012 y crecían los nervios por los retrasos en la firma de la concesión.

El presidente y su círculo de confianza culparon directamente a Territori por el ruido que estaba provocando su disputa con Agbar por la negativa a dejarle ver los documentos. La disputa pasó a la prensa y Mas quería evitar a toda costa que la privatización se convirtiera en un hecho noticiable.

ERC no era partidaria de la concesión. Los republicanos defendían que el servicio del agua debía ser de titularidad pública, por lo que la cuestión ATLL debía salir del foco mediático y considerarse como un concurso público que ya había concluido.

No era así. En el momento en el que CiU y ERC empezaron a negociar para facilitar la investidura de Mas el contrato aún no se había firmado.

La negociación se prolongó durante tres semanas y, finalmente, el acuerdo se cerró el 18 de diciembre. CiU se comprometió a celebrar un referéndum de autodeterminación en 2014, que finalmente sería una consulta no vinculante con urnas de cartón el 9 de noviembre de ese ejercicio como intento de sortear al Tribunal Constitucional, y que tiene una causa abierta en el TSJC pendiente de resolver.

ERC también forzó a CiU a contemplar un cambio en la política fiscal de Cataluña con la creación de nuevos tributos. Mas accedió a crear el impuesto a los depósitos bancarios; gravar las emisiones contaminantes de las aerolíneas, la producción de energía nuclear y ciertas industrias como la cementera; tasar las bebidas azucaradas por los efectos que pueden provocar en la salud pública, ya que su consumo excesivo incita a enfermedades como la obesidad; los pisos vacíos; a las grandes superficies comerciales e incluso se habló de reformar otra vez el de patrimonio e implementar la euroviñeta a los camiones que circularan por las autopistas catalanas.

La batería de impuestos verdes y sociales se topó con la falta de competencias de la Generalitat para su implementación y con la batalla de las empresas afectadas.

El Tribunal Constitucional anuló el de la banca en junio de 2015 al considerar que era muy similar al de ámbito estatal y un mes después se cargó de forma cautelar los de contaminación en las nucleares (ya están gravadas por el gobierno central). El Alto Tribunal levantó la suspensión cautelar a finales de ese año y se empezó a trabajar en empezar a cobrar la tasa. Otros, como el de las bebidas azucaradas, encendió las alarmas del sector cuando se anunció a grandes rasgos cómo se pretendía aplicar pero nunca se llegó a plantear su desarrollo efectivo.

En el cambio de legislatura, el nombre de Recoder cayó de todas las opciones que planteó Mas para conformar el nuevo gobierno catalán. Antes de irse debía firmar el contrato de ATLL, básico para cuadrar el ejercicio 2012 en Cataluña, pero hasta allí llegarían sus servicios al Ejecutivo.

El plan de la cúpula de Convergència era que continuara como diputado raso sin ninguna otra atribución. Tres meses después de que dejara de ser consejero (formalmente, en la última semana de 2012), el ex alcalde de Sant Cugat dejó la política en activo. La sombra de la polémica adjudicación le ha perseguido desde ese momento.

Existía un paso burocrático que frenaba la firma del contrato con Acciona, al margen de la batalla jurídica con Agbar por ver el expediente. Faltaba el visto bueno de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia a la operación, en ese momento sólo la Comisión Nacional de la Competencia (CNC) porque el superregulador de España nació en octubre de 2013 como una medida de ahorro más del gobierno central, a pesar de que se daba por sentado que la autorización sería un trámite casi administrativo porque la poca presencia de Acciona en el territorio garantizaba que no se incurría en una situación de monopolio.

El regulador se demoraba, ya que el TSJC había aceptado la medida cautelar de Agbar de paralizar la concesión mientras no tuviera acceso a la documentación de la plica de su rival para presentar el recurso.

*****

Los representantes de Agbar regresaron el 29 de noviembre de la consejería Territori a la Torre de Jean Nouvel con un enfado evidente para todos los que se cruzaron por su camino tras la nueva negativa de la consejería a entregarles la documentación. La velocidad a la que se sucedían los hechos en ese momento de la licitación propició que antes de que llegaran a Plaça de les Glòries, de Barcelona, donde se encontraba la sede de la compañía antes de mudarse a la Zona Franca (en junio de 2015), la guerra del agua había quemado otro cartucho.

El TSJC había notificado a la compañía que resolvía a su favor sobre las aclaraciones planteadas por la consejería. Se trataba del mismo recurso que Territori había esgrimido para dejarlos poco antes, literalmente, a las puertas de ver el expediente de su rival. El alto tribunal desestimó la petición de la consejería de mantener la confidencialidad de los documentos y confirmó que, efectivamente, se debía propiciar la vista a la oferta del consorcio liderado por Acciona.

El departamento les emplazó por tercera vez el viernes, 30 de noviembre, a las 10 de la mañana en la sede de la consejería. Los asesores judiciales y técnicos de Agbar sospechaban que se encontrarían de nuevo con reticencias en Territori y antes de ser conscientes de los problemas con los que se podían encontrar en la sala decidieron prepararse a fondo. Se equiparon con todo tipo de materiales para poder reproducir la oferta de su rival y conformaron una comitiva numerosa.

Esperaban que como mínimo con el número de personas que se personarían en el departamento impondrían un poco a los miembros de la mesa de contratación. Daban también de forma clara el mensaje de que se tomaban muy en serio la guerra del agua y que no pensaban tirar la toalla a pesar de los intentos de erosionar que habían existido.

Lo que encontraron en Territori superó su preparación. Se personaron en el edificio situado en la confluencia de Avenida Josep Tarradellas y Avenida de Roma, de Barcelona y, tras identificarse (tarea que se prolongó por el número de efectivos) se desplazaron hasta la sala en la que tendría lugar la vista.

Era grande, por lo que cupieron todos aunque algo estrechos. Allí se encontraron con tres personas que ni siquiera los técnicos que habían hecho triplete en el departamento conocían.

En un primer momento pensaron que se trataba de funcionarios de la consejería, pero no. Poco después llegaron los funcionarios y los miembros de la mesa de contratación que se encargarían de velar que la vista del expediente tuviera lugar con todas las garantías legales estipuladas y presentaron a los que estaban en la sala.

Las tres primeras personas que habían llegado a la consejería eran los representantes de Acciona. Estaban allí con la intención de vigilar a los técnicos de Agbar en la forma en la que se accedía a la documentación, algo completamente inusual en un concurso de estas características.

A este primer desencuentro se sumó otra sorpresa que indignó a la comitiva de Agbar. No se les entregó la plica entera, sólo el sobre C, la oferta económica. Además, los representantes del departamento se negaron a que fotocopiaran los documentos.

Tampoco dejaron que se separara, ni siquiera que hicieran fotografías de las páginas. Dejaron claro que el expediente debía permanecer inalterable hasta el final de la sesión. El tribunal había decretado que se tenía que enseñar, pero no la forma en la que se debía hacer.

Tras un intercambio de impresiones entre la gente de Territori, la de Agbar y la de Acciona, las condiciones se mantuvieron inalterables.

Fue en ese momento cuando la comitiva que venía de la torre de Jean Nouvel decidió aparcar todos los sistemas que había preparado para copiar la forma más fidedigna posible y optaron por una opción tradicional que no se oponía a ninguna de las voluntades de los presentes: bolígrafo y papel. Mucho papel.

Se organizaron por turnos y cada uno de ellos se encargaba de copiar a la antigua usanza folio por folio la oferta vencedora de la privatización de ATLL. Cual copistas, reprodujeron cada una de las palabras, dibujos y fórmulas matemáticas de la plica asegurándose de que no se cometía ningún error.

Incluso establecieron turnos para ir a buscar comida y no cesaron en su empeño de copiar con total exactitud y sin pasar por alto ni un solo detalle de la oferta de su rival en la adjudicación.

Pasaron horas con los técnicos de Agbar con sus particulares relevos ante la atenta mirada de los representantes de la consejería y los de Acciona.

Así permanecieron hasta que los responsables de la consejería cedieron un poco. Tras horas de reproducción, y para ganar agilidad, permitieron dividir la plica y que todos los asistentes en la sala se pudieran ocupar de reproducir parte de la oferta.

De hecho, los técnicos de Agbar realizaron dos copias ese día de la plica de Acciona. La primera de ellas a mano y por turnos en Territori y la segunda cuando regresaron a la torre.

El tiempo corría contrarreloj y si se quería presentar un recurso administrativo antes de la firma de la concesión del contrato, el personal legal de la casa debía tener los documentos a su disposición.

Así fue como cada uno de los miembros de la comitiva que había resistido durante horas el ambiente tenso en la consejería pasaron a ordenador los apuntes que habían tomado. Después, juntaron todas las páginas para entregar al equipo jurídico la copia literal de la oferta de su rival.

Esta fue la forma en la que la gestora de agua presidida por Ángel Simón conoció por qué Acciona les había superado en la licitación.

El personal jurídico empezó a analizar también de forma inmediata el contenido de la oferta ganadora. Noviembre llegaba a su fin y debían presentar cuanto antes el recurso administrativo. La consejería había entregado finalmente la documentación, por lo que ya no existía ningún motivo para que la licitación siguiera frenada y Competencia podía dar el visto bueno al contrato en cualquier momento, por lo que se debía correr para que el contrato no se firmara sin haber presentado antes su recurso.

De nuevo, la guerra del agua había avanzado de forma vertiginosa mientras los técnicos de Agbar copiaban a mano la oferta de su rival en la consejería. El Oarcc hizo nuevo acto de presencia en la licitación con dos nuevas interlocutorias que se publicaron de forma casi simultánea y que aún complicaban más el escenario.

En el primer documento, el órgano recordaba a Territori que hacía una semana había dictaminado que “de forma inmediata, pusiera a disposición de la recurrente11” el listado de documentos que formaba parte del expediente administrativo de Acciona, identificar de forma “clara e individual” qué documentos eran confidenciales “con la consiguiente motivación de la circunstancia” y facilitara el acceso para poder motivar el recurso administrativo.

Además, decidió “suspender la tramitación del expediente” de forma interna en el Oarcc hasta que la consejería no atendiera la solicitud de Agbar.

El órgano dispone de un calendario limitado para responder a todas las peticiones que le llegan que no puede superar los cinco días, por lo que se debía frenar el procedimiento para evitar resolver sin que la compañía que había denunciado hubiera podido ampliar los argumentos sobre los errores que señalaba en el proceso de adjudicación. Especialmente porque el derecho a acceder a la plica de su rival en el concurso era “judicialmente reconocido”.

Gallo también amplió el calendario de que disponía a partir del momento en el que los juristas de Agbar ampliaran la demanda tras poder ver la oferta ganadora “en los términos fijados por la interlocutoria”. Manifestó que la consejería debía acreditar ante la Oarcc que “efectivamente, había dado cumplimiento” al mandato judicial y concedió un “plazo de 10 días para presentar alegaciones complementarias” a la Generalitat y al consorcio liderado por Acciona.

El proceso interno para tomar una decisión sobre el recurso se prolongó, pero la burocracia que requería la firma de la concesión de ATLL no se frenó.

En la segunda resolución que Gallo firmó ese día concedió al gobierno catalán la posibilidad de continuar con la tramitación interna del concurso. El presidente del Oarcc justificaba en ese escrito que, a pesar de que la reclamación de Agbar “se hubiera calificado como recurso especial en materia de contratación” 12en un primer momento, la “verdadera naturaleza jurídica” de la misma propiciaba que se calificara como una “reclamación del proceso de adjudicación, ya que se trata de un sector especial”.

El Oarcc aceptó abiertamente que la privatización de ATLL no era una licitación sin más, se debía tratar de forma especial porque afectaba a una compañía que daba acceso al agua potable a 4,5 millones de catalanes; “la adjudicación es sobre el abastecimiento de aguas, que ha sido definido como un servicio público esencial y básico”, indicaba el escrito.

Además, contempló por primera vez uno de los argumentos que más se ha esgrimido durante la guerra del agua en Cataluña: las consecuencias económicas que supondría paralizar el concurso –o, tal y como defendería la Generalitat posteriormente, revertir la concesión– eran más nocivas para el sector público que la batalla empresarial.

Gallo había escuchado las alegaciones de todas las partes del conflicto y resolvía a favor de los intereses del gobierno de Artur Mas y de Acciona. La interlocutoria afirmaba, textualmente, que “ponderando los intereses en juego, [el Oarcc] considera que el interés público que se alega es superior a los perjuicios que podrían derivarse por la recurrente del alzamiento de la suspensión”. También recordaba que los “plazos para resolver” de que disponía el órgano “son muy breves”, por lo que consideraba que Agbar tenía suficiente tiempo para preparar su recurso si Territori no demoraba más la entrega de la documentación.

Esa era una etapa superada. El día siguiente a publicarse los documentos del Oarcc los responsables jurídicos de la compañía perdedora, internos y asesores externos –el bufete de Santiago Muñoz Machado, secretario de la RAE–, se empezaron a mover sin perder un solo minuto para analizar la documentación que los copistas les habían entregado y discutir y pactar la estrategia de la reclamación. También presentaron una nueva petición para solicitar la suspensión de la tramitación del expediente.

En Acciona también hubo movimientos ese día. La compañía no había dejado de trabajar a pesar de la guerra de recursos que mantenían el gobierno catalán y su rival en la privatización. Se había proclamado ganador provisional del concurso y debía movilizar los recursos que tenía disponibles, tanto económicos como humanos, para poder tomar el control de forma efectiva de ATLL.

La primera parte era la más sencilla. Los socios disponían de los fondos necesarios para ejecutar el primer pago de la concesión, los 298 millones de euros, y esperaban la fecha de la firma del contrato para movilizarlos. En cuanto a la dirección de la gestora de aguas, los Entrecanales plantearon un liderazgo continuista.

Habían asumido el reto de mantener a toda la plantilla en su puesto de trabajo –la única alternativa para reducir los costes de la masa laboral era no reponer las plazas que quedarían libres por jubilaciones, como así se hizo– y no disponían ni de los conocimientos suficientes ni de la experiencia previa en una compañía similar para ejecutar en el primer momento una reestructuración de procedimientos.

Se limitaron a nombrar a los ejecutivos que debían tomar nota de cómo funcionaba ATLL y proponer a medio plazo soluciones para incrementar la competitividad de la empresa.

Cuando la guerra del agua ya estaba avanzada se descubrió que habían fichado a uno de los directivos de la compañía para que les asesorase sobre la privatización, algo que incumple el régimen de incompatibilidad de altos cargos públicos de la Generalitat y que también se ha denunciado ante el Parlament. El personaje en el punto de mira es Joan Compte Costa, gerente de ATLL hasta febrero de 2011.

Dos meses después de poner punto y final a su etapa en el sector público, el ejecutivo creó la sociedad Com Independent Consultants con el objetivo de realizar por encargo “estudios técnicos medioambientales, energéticos y sobre calidad; asesoramiento comercial, estudios de mercado y de lanzamiento de nuevos productos. Servicios de consultoría y asesoramiento a empresas, etc.”, tal y como consta en el objeto social inscrito en el Registro Mercantil.

La norma vigente marca que cualquier alto cargo de la administración pública catalana, entre los que se encontraba el gerente de ATLL, no puede realizar ningún trabajo vinculado con el sector en el que ha desempeñado sus responsabilidades hasta dos años después de su salida. Compte, presuntamente, no lo cumplió y facturó 198.000 euros a Acciona Agua en 2011, cuando se empezó a hablar de privatizar la compañía. Las facturas del ejercicio siguiente, en el momento en el que las compañías prepararon sus ofertas, fueron más altas.

Alcanzaron los 741.400 euros y en 2013 se elevaron a los 226.000 euros. Cobró de la empresa de los Entrecanales más de 1,16 millones por unos trabajos que aún no ha explicado públicamente. Desde su entorno aseguran que la asesoría que realizó a la división está relacionada con otros proyectos de la compañía, sin ofrecer más detalles de qué tipo de trabajos realizó ya que la actividad de la división es limitada.

Mientras ambas compañías se preparaban para ejecutar sus objetivos, el gobierno catalán seguía esperando que la CNMC diera el visto bueno a la operación. Mantenían que como Acciona tenía una presencia casi inexistente en la gestión del agua en Cataluña y el regulador realizaría un trámite casi burocrático al autorizar la firma del contrato, la Generalitat prosiguió con el trabajo administrativo pendiente para que el consorcio liderado por Acciona tomara el control definitivo de ATLL.

El consejo de administración de la gestora de agua pública se reunió ese 30 de noviembre para aprobar los incrementos de tarifa finales que el Gobierno catalán había aprobado para atraer a los privados a la licitación.

El órgano directivo, en el que CiU tenía mayoría, aprobó por mayoría un incremento que se situaba por encima del precio que el adjudicatario de la licitación se había comprometido a ofrecer.

Se trató de la tercera subida consecutiva del precio del agua en alta que aprobaba la cúpula de ATLL en uno de los últimos encuentros antes de la privatización.

En julio de 2012 el servicio se revalorizó el 70% hasta quedarse en los 0,647 euros por metro cúbico de agua. Subió otro 0,63% a principios de noviembre (0,6511 euros), la corrección que había argumentado el gobierno catalán para justificar la subida, y el precio final pactado el 30 de noviembre fue de 0,7389 euros.

La oferta que el consorcio liderado por Acciona presentó a licitación estipulaba que cobraría 0,7088 euros por tratar cada metro cúbico de agua, por lo que el coste final que dejaba el consejo de administración de ATLL les reportaba unos ingresos adicionales que podrían alcanzar los seis millones de euros.

Eso no implica que el mayor coste se repercuta de forma directa a la factura de los consumidores. Se trata del precio del canon de agua en alta, que lo paga cada municipio al que da servicio la compañía y después se incluye en el precio del servicio en baja.

Cada Ayuntamiento decide en la medida que puede si se traslada el coste total o una parte del canon lo pagan las arcas municipales. Depende básicamente del tipo de empresa que gestiona esa parte del ciclo del agua, si es pública, mixta o se ha privatizado.

El servicio de ATLL se había revalorizado en un 80% en tan sólo tres meses, pero eso no implicaba que el recibo del agua tuviera que subir en la misma medida. En ese momento buena parte se asumió sin rechistar por parte de los gestores de agua en baja para evitar mayor presión a la ciudadanía en uno de los momentos más crudos de la crisis.

Con todo, el precio final que se pactó en el consejo de administración de ATLL estaba por debajo que la oferta que había hecho Agbar. La compañía calculó que para que el servicio fuera rentable el coste de tratar el metro cúbico de agua debía llegar a los 0,79 euros desde el momento en que se firmara el contrato.

Noviembre terminó con la privatización de ATLL aún en marcha. Acciona estaba preparada para firmar el contrato y Agbar para presentar el recurso con el objetivo de revertir el sentido de la concesión.






 

11. Resolución 1/20122003800 SGAB de el Oarcc del 30 de noviembre de 2012.

12. Resolución 2/20122003800 SGAB de el Oarcc del 30 de noviembre de 2012.


¡A cubierto que vienen los nuestros (políticos)!

Los nervios estaban a flor de piel en la Generalitat en el arranque del último mes del año porque el problema de ATLL no se había resuelto.

La noticia positiva para el Govern era que el pacto para facilitar la investidura de Mas con ERC estaba casi cerrado. Casi, no del todo. Junqueras presionaba para que el presidente se comprometiera a convocar el referéndum de autodeterminación y el presidente veía con buenos ojos incluir una fecha a años vista en el contrato, pero tenía problemas con el socio de coalición: Unió.

El partido de Josep Antoni Duran i Lleida y de Joana Ortega, la persona que ocupaba el cargo de vicepresidenta en ese momento (lo renovó en la siguiente legislatura), optaba por dejar abierta la fecha de la convocatoria. Afirmaba que fijarla implicaba tensar el proceso de autodeterminación que había empezado y que para enfrentarse a la maquinaria jurídica del Estado era preferible gozar de mayor flexibilidad.

La fórmula que contentó a todos de cara a la galería el 18 de diciembre era que se comprometían a “trabajar todos los procedimientos formales, jurídicos e institucionales posibles hasta el 31 de diciembre de 2013 para estar en condiciones, a partir de entonces, de convocar la consulta de acuerdo con el marco legal que la ampare, dentro del plazo de un año siguiente”13. Esa era la gran concesión de Mas a Junqueras, pero añadía una cláusula para aplacar a Unió que introducía la posibilidad de dilatar el calendario si fuera necesario.

El documento final afirma, textualmente, que el calendario se cumplirá a rajatabla “con la excepción de que el contexto socioeconómico y político requiriese una prórroga. En cualquier caso, la fecha será pactada al menos por las dos partes firmantes [CiU y ERC]”.

Asimismo, Mas se comprometía en el documento a “formular una Declaración de Soberanía del Pueblo de Cataluña en el primer pleno ordinario de la décima legislatura”, la que empezaría tras la firma del pacto y la celebración del pleno de investidura, y a aprobar la ley de consultas; crear el Consejo Catalán para la Transición Nacional y a abrir un “proceso de negociación y diálogo con el Estado español para el ejercicio del derecho a decidir que incluya la opción de convocar un referéndum”.

El presidente había apagado un fuego y tenía garantizada la investidura, que se votó el 21 de diciembre. Pero sin el contrato de ATLL firmado y los 298,6 millones de Acciona en la caja, los funcionarios de la Generalitat no podían cobrar la nómina de ese mes.

Recoder tenía que desencallar la situación como fuera, pero ni siquiera la presión in crescendo a la que le sometía Mas-Colell era efectiva. El consejero estaba de retirada y los litigios que marcaron el inicio de la guerra del agua seguían su curso.

Agbar proseguía con su batalla legal ante el TSJC para que Territori le dejase ver la plica entera de Acciona, no sólo la oferta económica y la documentación administrativa. De forma paralela, el equipo legal preparaba el ansiado recurso a partir de la información que estaba en su poder.

La tensión que mantenía con la consejería propició que, finalmente, los argumentos para intentar cambiar el sentido de la adjudicación se presentaran directamente ante el Oarcc sin ningún preaviso. Fue mediante una ampliación de las alegaciones que había entregado a Gallo 20 días antes y que completaban la causa interna.

De entrada, el nuevo documento presentado el 13 de diciembre insistía en que “la interlocutoria del TSJC del 23 de noviembre de 2012 no ha sido cumplida de manera completa por el Departamento de Territori i Sostenibilitat”14 porque la “Administración ha realizado sólo un cumplimiento parcial de la misma consistente en permitir a los representantes de SGAB [Agbar] tener visita de los documentos integrados en el sobre C, la oferta económica”.

A pesar de no disponer de una fotografía completa de la plica de su rival en la concesión de ATLL, los juristas indicaron que “a la vista de esta documentación se pone de manifiesto, tal y como se avanzó en el escrito de interposición de presente recurso especial en materia de contratación [el primer recurso, que también se presentó el 23 de noviembre], la propuesta de la Adjudicataria [el consorcio de Acciona] debe ser inadmitida porque las magnitudes propuestas en su oferta económica no se corresponden ni con la realidad ni con su proyecto de explotación”.

Asimismo, manifestaron abiertamente que la oferta técnica de su rival revelaba “incumplimientos en el pliego de cláusulas administrativas en la formulación de la oferta económica o, como mínimo, una clara pretensión de modificar las condiciones de la licitación pública”.

La lista de actuaciones que presuntamente estaban al margen del derecho público es larga. El recurso final de Agbar superó las 40 páginas. En ellas, se argumentó entre otras cosas que el consorcio liderado por Acciona había intentado “trasladar a la Administración concedente riesgos y costas que deben ser asumidos por la sociedad concesionaria” y que ello propiciaba una “desnaturalización del régimen jurídico del contrato, que es la concesión de un servicio público”.

Intentaba demostrar con una lista de disonancias de esa oferta con los pliegos de condiciones y las normas de la contratación pública que propiciaban su exclusión de la licitación.

Si se entra en materia, lo primero que alegó Agbar fue que la tarifa que ofrecía Acciona era más baja porque no se cumplían todas las obligaciones en materia de inversión para mejorar y mantener las infraestructuras que propician facilitar el servicio que se incluía en el pliego de condiciones del contrato.

“No se han aplicado las mismas reglas a SGAB [Agbar] y a la Adjudicataria a la hora de formular las respectivas ofertas económicas”. Los juristas señalaron que la oferta perdedora incluía “los costes perceptivos (como los derivados de las obligaciones tributarias) y los necesarios para operar el servicio público de materia efectiva y eficiente.

En cambio, la oferta económica de la Adjudicataria es menor porque no ha incluido estos costes perceptivos y necesarios y, encima, ha falseado algunos parámetros indisponibles, como es el asumir los riesgos propios de una concesión de servicio público para trasladarlos a la Administración”. Añadía, asimismo, que eso implicaba un “riesgo para la correcta gestión del servicio público”.

El recurso no es un simple análisis del equipo jurídico y legal de Agbar. La compañía también entregó a la Oarcc un estudio sobre la plica de Acciona realizado por el economista y profesor de la Universidad Politécnica de Cataluña Álvar Garola, el Informe complementario a partir de la revisión del sobre C de la oferta de Acciona Agua SA –dictamen complementario Garola, según consta en el recurso–.

El docente e investigador abordó varias incongruencias de la oferta del consorcio ganador del concurso de ATLL. Por ejemplo, que en el apartado económico de la oferta se contemplara ejecutar todas las “inversiones de la sociedad concesionaria con fondos propios” y que en el técnico se introdujera la “financiación mediante deuda bancaria distribuida en tres tramos: (a) tramo 1 de 206 millones de euros; (b) tramo 2 de cinco millones de euros; y (c) tramo 3 de diez millones de euros” para realizar “el 59% total de las inversiones necesarias”. Es decir, que se había olvidado de contabilizar los costes de los créditos y ello propiciaba un “cálculo falseado de la tarifa, junto al riesgo de inviabilidad financiera del proyecto”.

También sacó a la luz una “ostensible infravaloración de la previsión de costes por parte de la Adjudicataria que no se corresponden con la realidad y que comporta un riesgo para la continuidad del servicio público” al hacer un cálculo presuntamente poco realista sobre el mantenimiento; la potencia eléctrica (no se calculó que en los periodos de sequía se consumiría más energía al tener que poner en marcha desalinizadoras, por ejemplo); los seguros (Acciona calculó 963.000 euros para el primer año más el IPC en los siguientes ejercicios y Agbar los cifró en 1,25 millones); la garantía bancaria o el pago de la denominada “cuota Acuamed”, entre otros, la “amortización de determinadas inversiones en el servicio público financiadas por Acuamed, fondo de cohesión de la Unión Europea y endeudamiento”.

Con los desajustes de todas estas partidas, más otros como no prever la tasa sobre el uso del suelo y el subsuelo que algunos ayuntamientos cobran a ATLL por las instalaciones de sus municipios, propician que la oferta de Acciona cifrara unos costes del servicio de 67,8 millones anuales, mientras que la de Agbar alcanzaba los 77,4 millones.

“Se trata de una diferencia significativa, el 13%, teniendo en cuenta además que, como se calculaba en aquel informe, la oferta de Aguas de Barcelona ya representaba una reducción del 9% respecto los costes incorporados en el proyecto de explotación que formaba parte del pliego de condiciones de ATLL”, insistió el profesor Garola. Otro elemento que facilitaba ofrecer una tarifa del servicio más económica pero que según el recurso que se presentó a la Oarcc no se aguantaba por las desviaciones.

El recurso incluso destacaba una “incorrecta previsión del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales (ITP)”. Mientras que la plica perdedora incluía un coste de 39,4 millones, la adjudicataria preveía 34,1 millones para hacer frente al mismo gravamen, un ahorro que se criticó por alterar un “importe que no es discutible, sino que es objetivo y deriva de la aplicación estricta de la norma tributaria”.

El docente señaló en su informe que “el tipo impositivo aplicable a una concesión es del 4%” y que el pliego de condiciones establecía de forma clara que “el concesionario deberá pagar un precio cierto de 995,5 millones”, por lo que el importe resultante es el señalado por Agbar mientras que “la propuesta de Acciona no sería coherente con las normas fiscales”.

Con todo, nunca se llegó a comprobar si se pagó menos de lo que se debía por el control de ATLL porque Acciona, directamente, no abonó el ITP de la concesión pública. La guerra del agua demoró sine die el pago de la tasa y la Generalitat nunca justificó la condonación de impuestos que benefició las arcas de la adjudicataria.

La oposición insistió en conseguir una respuesta, en los últimos tres años remitió múltiples preguntas por escrito a la mesa del Parlament y puso sobre la mesa la cuestión en las diferentes sesiones monográficas sobre la privatización en la comisión de Territori i Sostenibilitat, todas ellas con la presencia del consejero Mas-Colell para que diera cuenta de la responsabilidad de Economia en el proceso de adjudicación. El Ejecutivo tiró pelotas fuera en todas las ocasiones en que el Parlament le pidió explicaciones sobre su decisión tributaria. También omitió responder la cuestión concreta por escrito.

En su ampliación del proceso interno del Oarcc, Agbar también señaló los problemas que existían en otras partes de la oferta que habían podido comprobar. Como que el “proyecto de explotación incorpora como coste el riesgo de impagos”.

Es decir, si existe algún impago no formará parte del riesgo y ventura de la sociedad concesionaria, sino que repercutirá de manera automática y directa en la tarifa del servicio”; que el fondo de maniobra para eventualidades calculado por Acciona era de tan sólo 11 millones frente a los 40 estimados por el consorcio perdedor; o que se ponían condiciones a la Generalitat en el apartado económico.

Entre ellas, una rebaja en el presupuesto de los trabajos para mantener y mejorar el servicio de ATLL que se habían contemplado en el pliego de condiciones, la “baja ofertada sobre los presupuestos de realización de las obras a ejecutar por el concesionario del 12,30%”; o la propuesta de no realizar ningún estudio de la eficiencia del servicio, una formula introducida en el pliego de condiciones para detectar y corregir posibles minoraciones, hasta que existiera un estudio histórico; o la consideración como “supuesto básico que se garanticen unos montantes fijos” en la tarifa, algo que Territori no había previsto en el momento de definir las condiciones de la concesión.

Otra de las incongruencias que se planteó a la Oarcc fue sobre los servicios de ATLL que la concesionaria pretendía subcontratar. Esto ha significado tres años después de la firma del contrato materia de un duro informe de la Oficina Antifraude de Cataluña en el que se afirmaba que Acciona había incurrido en una ilegalidad en su gestión de ATLL por encargar trabajos a la sociedad Acciona Agua sin el visto bueno de la Generalitat.

El organismo que lucha contra la corrupción en el sector administrativo mantuvo que el adjudicatario cometía una falta grave en materia de contratación al incurrir en una facturación cruzada que incrementaba de forma ilícita sus ganancias. En virtud de esas operaciones, la compañía se habría beneficiado en 13,3 millones. Puso su investigación en manos de Fiscalía para que iniciara el proceso legal que creyera oportuno e informó de la misma a Territori, la consejería de Economía, a la ACA, a la Agencia Tributaria y al Sindicato que denunció inicialmente el proceder de la compañía, CGT.

En el proyecto de explotación que presentó Acciona en 2012, ya afirmó sus intenciones de “trasladar a la compañía operadora [los juristas de Agbar indicaron en diciembre de ese año a la Oarcc que se refería a Acciona Agua] los gastos de operación relativas a: (a) costes operativos fijos; (b) costes operativos variables; y (c) costes de puesta en funcionamiento de la ITAM Tordera” a cambio de 5.242.000 euros anuales, el “margen industrial compañía operadora” que aparece en los costes de funcionamiento de ATLL de la plica ganadora.

Gallo recibió ese 13 de diciembre el recurso de Agbar para frenar la concesión de ATLL.

Ese mismo día el Oarcc publicó otra resolución que también afectaba a un proceso de concesión del servicio de agua en Cataluña pero con los actores cambiados. En este caso, era Acciona quien denunciaba a Agbar por el presunto beneficio que había obtenido la operadora al quedarse la mayoría de la propiedad de la empresa mixta de nueva creación que gestionaba el agua en baja del Área Metropolitana de Barcelona (AMB).

El punto de partida de este contrato es algo distinto, ya que ni siquiera se planteó un concurso público para adjudicar el servicio. La gestión del agua en baja en Barcelona y la inmensa mayoría de los municipios de su ámbito de influencia –el perímetro del AMB es algo inferior al que cubre ATLL– es un servicio que mantenía el Grupo Agbar desde hacía años con distintas sociedades. Había ganado la concesión de servicios municipales, como los de Sant Cugat del Vallès con Sorea (la empresa en la que trabajaban Leonard Carcolé y Joan Pinyol antes de dar su salto al ACA con Recoder) y es la propietaria de infraestructuras cruciales para que el agua potable se distribuya en las poblaciones, como la red de tuberías y algunas estaciones potabilizadoras.

El Gobierno supramunicipal, a su vez, era dueño de varias depuradoras que completaban el ciclo del agua en el ámbito; incluso algunas estaban concesionadas a empresas mixtas participadas por la misma compañía.

Hacía años que estaba pendiente ordenar el complejo mapa del servicio, a lo que se unían las voces cada vez más críticas con los títulos mediante los cuales la gestora presidida por Simón se encargaba del servicio en la ciudad de Barcelona.

Algunos de ellos estaban vigentes desde la época franquista –el primero de ellos se firmó en 1953, aunque se encargaban del agua potable de la ciudad desde 1867– y algunos partidos políticos, como ICV-EUiA, y entidades ecologistas ponían en cuestión que aún estuvieran vigentes.

Por ello, el 24 de julio de 2012 el Consejo Metropolitano del AMB, encabezado en ese momento por el convergente Xavier Trias al ser también alcalde de Barcelona, aprobó junto al PSC las bases para poner en marcha una empresa mixta participada entre el Grupo Agbar y la Administración supramunicipal para encargarse de distribuir el agua y que servía, al mismo tiempo, para clarificar las obligaciones y responsabilidades que tenía la compañía privada en el servicio frente a lo público.

El órgano de gobierno aprobó definitivamente el 6 de noviembre de 2012 la creación de la sociedad Aigües de Barcelona, Empresa Metropolitana de Gestió del Cicle Integral de l’Aigua SA, participada en un primer momento en un 85% por Agbar y el 15% restante en manos públicas. La compañía cedió después un 15% de su participación a Criteria (La Caixa) en el reparto de activos entre el grupo financiero dirigido por Isidro Fainé y la multinacional en la que se integra la gestora, Suez Environnement.

El TSJC anuló el 10 de marzo de 2016 el acuerdo del consejo metropolitano de noviembre al considerar que el AMB no había argumentado de forma adecuada en la creación de la empresa mixta por qué no se requería convocar un concurso público para adjudicar el servicio. Lo hizo a raíz de una denuncia que había interpuesto Aguas de Valencia, aunque también le habían llegado reclamaciones del Grupo Aqualia (sociedad integrada en FCC) y Acciona. Antes, los dos últimos habían presentado sus reparos sobre la forma de proceder de Trias ante el Oarcc.

Se interpretó el paso de la compañía de los Entrecanales como una vendetta por los litigios que había iniciado Agbar para paralizar lo que iba a ser su gran concesión en el sector del agua en España, la gestión de ATLL. A pesar de que había resultado adjudicatario del servicio y todos los pasos que daba la Generalitat indicaban que se quedaría con la gestión de la compañía sin mayores dificultades, el contrato no estaba firmado y en Madrid se temía perderlo.

Acciona sufriría sin ATLL. La licitación se había vendido a los accionistas de la cotizada como el contrato que pondría punto y final a una época en el que la caída de la obra pública primero y la desaparición de las ayudas a la energía renovable después (subvenciones a las que el PP daría la puntilla final con la reforma energética del Ministro de Industria, José Manuel Soria) había reducido el negocio de la compañía. La división de agua era su salvavidas y la concesión de las aguas catalanas, un contrato de 50 años para dar servicio a 4,5 millones de personas de Barcelona y alrededores, era la demostración de que se iba en serio con la nueva actividad en el grupo. No se podía perder.

Por lo que si Agbar atacaba, la cotizada contestaría con la misma moneda: un recurso ante la Oarcc. Se presentó el 11 de diciembre, casi un mes después de que el Consejo del AMB entregase la documentación sobre el proceso de creación de la empresa mixta a la compañía de los Entrecanales. Aqualia había hecho lo propio un poco antes, el 5 de diciembre. El desconocimiento del órgano que decidía sobre la legalidad de la adjudicación pública era tal en ese momento que los técnicos de la participada de FCC cometieron un error en ese momento y registraron el escrito con su recurso un día antes, el 4 de diciembre, en el departamento de Presidencia.

Los funcionarios de esa consejería, en la que estaba integrada el Oarcc, lo derivaron al organismo correcto al día siguiente. Acciona no incurrió en la misma confusión, tenían experiencia previa con la institución.

Pero existía un problema. La aprobación definitiva de la sociedad mixta que gestionaría el agua en baja del AMB se había votado el 6 de noviembre y los dos recursos definitivos se habían registrado en la Oarcc un mes después; más, en el caso de la compañía de los Entrecanales. Por lo que Gallo consideró que “quedaba acreditado que los recursos especiales en materia de contratación se presentaron fuera de plazo”15 y que no procedía a “entrar a conocer el fondo del asunto”.

En esta ocasión no existió ningún retraso ni problema jurídico con la Administración, que puso a disposición de los dos denunciantes toda la información necesaria sobre el proceso de creación de la sociedad mixta para poder fundamentar el recurso en el tiempo previsto para ello. El AMB remitió la notificación del acuerdo el 13 de noviembre a Acciona y el 16 de noviembre a Aqualia, según constaba en la documentación que ambas compañías habían aportado en el recurso.

El Oarcc justificó que, técnicamente, el último día para solicitar su actuación era el 14 de noviembre, dos semanas después de la votación; pero que si se tenía en cuenta el tiempo que el Consejo tardó en ponerse en contacto con ambas compañías, se prolongaban los plazos hasta el 30 de noviembre.

Los dos grupos se durmieron en los laureles, por lo que debían recurrir directamente ante el TSJC porque la vía administrativa de reclamación terminaba con la Oarcc, como finalmente hicieron. En la causa ante el Alto Tribunal también participó la Generalitat de Cataluña y se creó un roce interno en CDC.

El Gobierno de Artur Mas presentó a finales de enero de 2013 un recurso contra el acuerdo de creación de la sociedad mixta encargada de gestionar el ciclo del agua a pesar de que el impulsor del nuevo modelo de gestión era un alcalde del mismo partido, Xavier Trias. Como primer edil de Barcelona encabezaba el AMB y fue quien propuso y gestionó de forma interna la creación de la sociedad mixta.

El proceso judicial fue largo y la respuesta final llegó tres años y tres meses después, a principios de 2016. Los jueces dieron un varapalo a la forma de proceder del sector público en este asunto. De hecho, el TSJC propiciaba la desaparición de la empresa mixta. Todo ello, con un nuevo gobierno en el AMB encabezado por la líder de BComú, Ada Colau; partido que dejó claro poco después de la interlocutoria del Alto Tribunal catalán su intención de recuperar la titularidad pública del servicio de agua en baja de los municipios del área metropolitana.

El Grupo Agbar, a su vez, mantuvo que la anulación de la empresa mixta complicaba aún más el complejo escenario de la gestión del agua en Barcelona y sus alrededores. Pero remarcó que el TSJC zanjaba la polémica sobre la validez de los títulos con los que operaba en la capital catalana desde mediados de los años 50 del siglo XX por considerarlos documentación válida al argumentar por qué era necesario anular el acuerdo del Consejo del 6 de noviembre.

Es decir, la gestión pública del agua implica la expropiación de las infraestructuras que se desarrollaron para prestar el servicio. La cantidad no es baladí, ya que podría superar los 600 millones de euros según los cálculos iniciales de la compañía.

Este conflicto aún estaba pendiente de resolver en el momento de la publicación del libro, ya que la empresa presentó recurso de casación ante el Tribunal Supremo.

*****

Agbar había presentado el 13 de diciembre el recurso para cambiar el sentido de la adjudicación de ATLL. La Oarcc dio entrada al expediente, que formalmente era una ampliación de un recurso anterior, y se inició el proceso burocrático para que todas las partes pudieran presentar alegaciones a las acusaciones vertidas por el perdedor de la licitación sobre la oferta de Acciona.

Cabe tener en cuenta que la resolución del órgano de contratación había tenido lugar el 6 de noviembre y la batalla legal entre Aguas de Barcelona y la Generalitat por tener acceso a la documentación, con la consiguiente paralización de la licitación por parte del TSJC, había llevado el calendario al límite.

La consejería de Economía veía que faltaban dos semanas para terminar diciembre, un mes complicado por los pocos días hábiles que existían, y no le quedaba tiempo material para firmar la concesión y cobrar los 298,6 millones que el consorcio de Acciona debía entregar en el momento en el que se confirmara el contrato. Las arcas catalanas temblaban y la tensión con Territori era total.

El calendario a partir de la última semana de noviembre había sido vertiginoso y la guerra del agua tomaría un impulso a finales de diciembre, básico para entender el nivel de enroque del conflicto y el sentido de algunas de las sentencias del TSJC y del Tribunal Supremo que llegarían a lo largo de los tres años siguientes a la firma de la adjudicación.

Los recursos, alegaciones y matizaciones sucedieron de la siguiente forma entre finales de noviembre y todo diciembre de 2012:

23 de noviembre → Agbar ya había comparecido ante el Alto Tribunal para denunciar que la consejería liderada por Recoder le negaba ver el expediente de su rival. Esa jornada presentó un primer recurso especial en materia de contratación ante la institución presidida por Gallo en el que apuntó presuntos errores en la oferta de su rival que motivaban presuntamente su exclusión de la licitación, aunque para completarlos era requisito indispensable acceder a la plica.

26 de noviembre → El Oarcc puso de manifiesto al órgano de contratación que el consorcio perdedor del concurso de ATLL había interpuesto un recurso y pidió la remisión del expediente administrativo de la concesión.

28 de noviembre → Ocurrieron dos cosas:

•     El órgano administrativo remitió un informe a la Oarcc. No es el expediente administrativo como tal, que debía incluir la plica para que la institución la pudiera examinar, tal y como se marca en la legislación europea que creó el organismo que debe velar por el buen proceder de la contratación en el sector público.

•     Agbar presentó un nuevo escrito en el que insistió en que se decretase la suspensión del concurso público porque Territori no le daba vista al expediente entero, a pesar de que el TSJC se lo había mandado mediante una nueva interlocutoria publicada el 23 de noviembre.

30 de noviembre de → El Oarcc resolvió suspender la tramitación interna del recurso contra el proceso de adjudicación de ATLL presentado por Agbar y ofreció 10 días para presentar alegaciones adicionales a las partes implicadas. Se empezarían a contar a partir del momento en el que la denunciante pudiera presentar el escrito de ampliación de alegaciones.

En una segunda resolución, el Oarcc manifestó que por las razones de interés público que había alegado la Generalitat en su defensa ante la institución, existían suficientes argumentos como para levantar la suspensión cautelar del concurso. Es un proceso que se activa de forma automática tras la presentación de cualquier causa ante este tribunal, que se debe pronunciar para que las administraciones puedan firmar finalmente la concesión.

Agbar había podido ver la oferta económica de Acciona y empezó a trabajar la ampliación de alegaciones.

13 de diciembre → Agbar, dentro del plazo legal estipulado, presentó las alegaciones adicionales.

15 de diciembre → La Oarcc informó al consorcio liderado por Acciona y a la Generalitat de las alegaciones presentadas por Agbar.

17 de diciembre → Se notificó a la institución encargada de velar por la legalidad de la contratación pública que su escrito había llegado a la sede de Acciona. La compañía tenía a partir de ese momento y hasta el 22 de diciembre tiempo para defenderse de las acusaciones que le había hecho Agbar.

19 de diciembre → El órgano de contratación de Territori presentó un nuevo escrito ante la Oarcc en el que justificaba por qué había valorado mejor la oferta del consorcio de Acciona frente a la que había presentado Agbar y sus discrepancias sobre las presuntas incongruencias entre el apartado técnico y el económico de la oferta que había señalado el perdedor del concurso público.

Tampoco remitió la plica a la institución, por lo que el presidente de la institución se dirigió por correo electrónico al director general de Infraestructures.cat, Josep Antoni Rosell (implicado años después en el caso 3%) para que le remitiese información sobre la oferta de Acciona. La empresa pública que gestiona las infraestructuras de la Generalitat actúa también como asesora en cualquier cuestión que afecte a las obras públicas, hecho que le implicaba en la privatización de ATLL.

Gallo le hizo tres preguntas concretas:

1.   “¿Cuando se habla de mejoras técnicas, expresadas en puntos, cómo se valora? La recurrente dice que ATLL certifica que hay plantas que funcionan al 96 y al 98% [de su capacidad]. ¿Es un 10% sobre un 98%, por ejemplo? ¿O sería 108%?

2.   ¿Qué importancia tiene el hecho de modificar el calendario de ejecución de obras en la tarifa? ¿Se ha modificado realmente el calendario de ejecución?

3.   No sabemos encontrar en el expediente de qué forma se calculó la tarifa de Acciona. ¿Nos lo pueden explicar con evidencias del expediente?”

20 de diciembre → Rosell responde al Oarcc, también por mail pero sin firmar. Le remite un documento sin ningún timbre oficial de Infraestructures.cat de dos páginas.

Sobre la primera cuestión, el directivo hizo alusión a que el tanto por ciento estaba definido. “En el pliego de Prescripciones Técnicas se definen dos índices: el % de agua facturada respecto al volumen de agua de entrada a la red y el rendimiento del sistema de captación y potabilización (fugas antes de la distribución)”.16

Remarcó que el consorcio liderado por Acciona se había comprometido en su oferta a dos objetivos: “Situar el % de agua facturada respecto al volumen de agua de entrada a la red en el 96%” y “mejorar el rendimiento de las plantas de tratamiento (ETP’S)” en 10 puntos.

Admitió que estas infraestructuras estaban antes de la privatización “a un rendimiento cercano al 97-98%” y reconoció que no se puede alcanzar el 108%, hecho que implicaría la creación de agua en las plantas de tratamiento. Con todo, concluyó que “la mejora se puede interpretar como un incremento del rendimiento del 10%”.

Sobre el calendario de obras, la cuestión más polémica del proceso de adjudicación, manifestó que “cualquier modificación” tiene su repercusión en los “costes que se deben repercutir en el cálculo de la tarifa”. Por lo que si se avanzan, el precio que pagaría el ciudadano por agua potable sería más alto en los años iniciales de la concesión y prolongarlo “baja los costes en los años iniciales y por lo tanto debería permitir reducir la tarifa”.

La oferta de Agbar avanzaba proyectos al “reducir la propuesta inicial del pliego de 10 a siete años”. Acciona cumplía la década de plazo pero modificó la “distribución anual de las obras, aplazando el ritmo propuesto por el pliego y por tanto reduciendo los costes repercutidos sobre la tarifa”. Rosell alertó de la consecuencia sobre la calidad del servicio de esta iniciativa: “Cuestiona las mejoras de rendimiento de las plantas de tratamiento que oferta”.

Respecto a las dudas sobre el cálculo de la tarifa que incluyó Acciona en su oferta, el entonces director de Infraestructures.cat explicó a Gallo que el consorcio capitaneado por los Entrecanales había modificado algunas partes de la propuesta del Pliego de Cláusulas Administrativas.

De entrada, en la estructura de explotación de las plantas potabilizadoras y desalinizadoras de ATLL “reduce el uso de las plantas con los costes más elevados e incrementa el uso de las plantas con costes más económicos”.

Para obtener una tarifa más atractiva, también “redujo el coste de algunos conceptos” incluidos en el pliego de condiciones y, directamente, eliminó otros.

Rosell puso tres ejemplos: bajó la factura energética de las desalinizadoras con la reducción de la potencia eléctrica contratada, un hecho que “podría provocar que cuando se necesite incrementar el uso de las plantas no se pueda disponer de la potencia eléctrica necesaria para hacerla funcionar y/o se le dispare el coste por consumir más potencia de la contratada”.

Acciona también bajó el coste que debía abonar a Acuamed, la empresa estatal que explota las obras hidráulicas de las cuencas mediterráneas y ofrece agua potable a las empresas que dan el servicio en alta, como ATLL. El director de Infraestructures.cat fue muy claro al ofrecer su opinión sobre la medida de ahorro: “No tiene sentido hacer esto, dado que se trata de un coste fijo que deberá abonar el concesionario”.

Finalmente, señaló que la tarifa de la propuesta “no incluye el coste de la tasa de subsuelo a abonar a los ayuntamientos donde se sitúa cada una de las instalaciones que gobernará”.

No se trataba de una tasa que abonara ATLL en el momento en el que se inició la concesión, pero declaró que la “ACA no puede garantizar al concesionario que los ayuntamientos afectados sigan sin cobrarla en el futuro”.

Rosell fue un paso más allá al explicar al presidente de la Oarcc que el “problema fundamental” que localizaron en la oferta económica de Acciona era la “falta de coherencia” que existía en las propuestas y la “justificación de las cifras presentadas”.

El consorcio, por ejemplo, decía en una parte de la propuesta ganadora que no disponía de financiación ajena, mientras que en el detalle posterior dejaba “bien claro que dispondrá de un crédito de 221 millones en tres tramos para financiar: parte del pago inicial de 298 millones (tramo de 206 millones); parte de las inversiones a realizar en obras (tramo de cinco millones) y parte del circulante (tramo de 10 millones)”.

Por otro lado, ese jueves, cuando sólo quedaba un día hábil antes de las vacaciones de Navidad, Acciona presentó su propio escrito de defensa ante el organismo presidido por Gallo.

A partir de ese momento, la institución disponía de 15 días naturales para estudiar a fondo las cuestiones planteadas por todas las partes del conflicto y emitir una resolución. Es decir, tenía tiempo hasta el día 4 de enero de 2013.






 

13. Procés de convocatoria de la consulta sobre el futur polític de Cataluña pactado el 18 de diciembre de 2012 entre Artur Mas y Oriol Junqueras.

14. Recurso especial en materia de contratación presentado por Agbar ante el Oarcc el 13 de diciembre de 2012.

15. Resolución 72/2012 del Oarcc emitida el 13 de diciembre de 2012.

16. Respuesta del director general de infraestructures.cat, Josep Antoni Rosell, al presidente de la Oarcc, José Antonio Gallo Sallent, del 20 de diciembre.


Las agonías de Mas-Colell

Los plazos legales para que el Oarcc contestara se iban al inicio de un nuevo ejercicio, pero la urgencia económica de la Generalitat no permitía la demora. Tanto por la necesidad de que entrara liquidez a las arcas catalanas como por poder desconsolidar deuda ordinaria y acercarse al límite del déficit marcado para las comunidades autónomas ese ejercicio.

Además, la Generalitat se encontraba en un momento de impasse entre dos legislaturas. La consejería de Territori, que había llevado el peso del concurso hasta la fecha, iba a cambiar de líder y ni siquiera se había firmado el plan de gobernabilidad con ERC. Con todo, CiU decidió seguir adelante con la adjudicación de ATLL a Acciona.

¿Era consciente Mas de que se procedía a firmar un contrato sin que el órgano que vela por la contratación pública en Cataluña se hubiera pronunciado sobre la pulcritud de la actuación de la mesa de contratación y, por consiguiente, de la consejería de Territori? Sus allegados aseguran que en ese momento el presidente confió plenamente en los informes que le llegaban de los implicados en el concurso.

Dio algunos golpes sobre la mesa sobre la forma en la que se había gestionado el proceso y por el enfrentamiento judicial con Agbar, pero no llegó a involucrarse de forma personal en valorar a fondo qué había fallado ni en pensar en los riesgos que suponía dejar ATLL en manos de un privado en ese momento.

Fue Mas-Colell el que tuvo un papel clave en esta parte de la adjudicación.

Ni el consejero de Economía ni nadie de su departamento se habían implicado en la guerra inicial con el Grupo Agbar. Eso fue una decisión de Recoder y de su círculo de confianza inmediato, del órgano de contratación y del ACA, donde se encontraban los dos ejecutivos que habían diseñado desde un primer momento la concesión, Leonard Carcolé y Joan Pinyol. De hecho, el consejero de Economía miraba con recelo las medidas emprendidas desde Territori e, igual que Mas, la tensión que había generado con la empresa perdedora de la concesión. Pero tenía prisa por firmar el contrato.

No tomó la decisión de forma unilateral, escuchó al órgano de contratación que le aseguró que no habría ningún problema con el recurso. Además, ni el consejero ni los altos cargos de Economia tenían demasiado claro cuál era el papel que jugaba la Oarcc en la contratación pública.

Ni siquiera el personal de Presidencia, el departamento al que estaba adscrito el organismo, lo sabían con certeza. Se llegó a plantear que las resoluciones de la institución no eran vinculantes y, por lo tanto, de obligado cumplimiento. Se minimizaron las consecuencias de una decisión contraria a los intereses económicos de la Generalitat.

El Ejecutivo creía que, como mucho, el Oarcc establecería las bases de una interpretación posterior del TSJC sobre la cuestión, por lo que el mandato final sobre el concurso llegaría mucho más tarde del calendario con el que trabajaban.

Por ello, la tercera semana de diciembre de 2012 se decidió proseguir con los trámites burocráticos necesarios para entregar la gestión de ATLL al consorcio liderado por Acciona.

Mas-Colell no planteó a la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE) que le concediera unos días más para concluir formalmente el ejercicio y esperar a la resolución de la Oarcc. Si hubiera optado por este camino, la Generalitat se garantizaba poder firmar de urgencia la concesión de ATLL con el otro licitante, Agbar, tal y como han reprochado posteriormente incluso de forma interna en CDC.

La opción llegó a estar sobre la mesa. Con todo, la tensión que existía entre la participada de Suez y Territori marcaba un precedente si esa era la salida. Lo que acabó por aparcarla fue el acuerdo de Gobierno que se trabajaba con ERC. El pacto implicaba recrudecer el envite independentista frente al Estado y se temía que no diera más margen al gobierno catalán para resolver sus problemas económicos.

Aún no se podía fijar una fecha definitiva para firmar la concesión de ATLL con Acciona porque faltaba que la Comisión Nacional de la Competencia certificara que el consorcio ganador del concurso no incurría en ninguna situación de monopolio al tomar las riendas de la gestora de agua en alta.

Fue un momento agónico para los responsables económicos en Cataluña. Ese mismo 20 de diciembre la IGAE autorizó a la Generalitat a iniciar los trámites necesarios para liquidar la sociedad pública que se había encargado de gestionar ATLL hasta la fecha, denominada Ens d’Abastament d’Aigua Ter Llobregat.

En el mismo paquete también se autorizó la disolución de otra empresa pública: la gestora de los túneles de Vallvidrera, la empresa Tabasa, situados en la entrada de Barcelona por Sant Cugat del Vallès y la compañía que se encargaba de mantener y cobrar el túnel del Cadí, la entrada a la turística comarca de la Cerdaña y uno de los accesos para llegar a Andorra desde Barcelona.

La privatización de las dos infraestructuras en un mismo paquete no se gestionó desde Territori, fue la consejería de Economia la que llevó las riendas del concurso público de forma paralela al de ATLL. Tuvo su complicación inicial debido a que la primera convocatoria quedó desierta en octubre de 2012. La consejería decidió en ese momento abrir un proceso negociador para buscar al futuro gestor de los túneles de peaje y se puso en contacto con cuatro concesionarias.

También incluyó en el debate al socio financiero de Acciona en las aguas, BTG Pactual. Los dueños de la entidad brasileña estaban interesados en pujar por activos en Cataluña y la oferta les iba como anillo al dedo.

El coste de los túneles, además, era mucho menor que el de ATLL.

El contrato que finalmente se negoció contemplaba el pago de 430 millones de euros en dos plazos: un primer desembolso de 309,6 millones (el 72% del canon de la operación) y abonar los 120,4 restantes a lo largo de los 25 años que duraba la concesión.

BTG Pactual debatió con Economía el contenido de la licitación de la mano de Abertis, la gestora de infraestructuras con sede en Cataluña. El grupo presidido por Salvador Alemany y dirigido por Francisco Reynés había presentado una oferta en primera convocatoria que la mesa de contratación desestimó por “no cumplir con las condiciones necesarias”, tal y como manifestó la consejería en una nota de prensa en ese momento.

Se llegó a un acuerdo más tarde y con un papel mucho más reducido en la concesión, ya que su socio se quedó con una participación del 65% del consorcio que gestionaba las infraestructuras y Abertis con el 35% restante.

El banco brasileño no asumió al completo el peso del apartado económico de la operación. El consorcio consiguió levantar la financiación necesaria para desembolsar los 309,6 millones gracias a un acuerdo con las principales entidades de España. Participaban en esta operación Banesto, Banco Santander, Caixabank (en ese momento, La Caixa) y Banco Sabadell, entre otros. Las entidades internacionales declinaron dar apoyo económico.

Además de dar el visto bueno a la liquidación de las empresas públicas, la IGAE accedió a que las privatizaciones restaran deuda ordinaria del presupuesto de la Generalitat de 2012. Al completo, por lo que el gobierno podía desconsolidar los 1.430 millones y no los 808,2 que se iban a cobrar de forma efectiva cuando se firmaran ambos contratos.

La concesión de los túneles de Vallvidrera y del Cadí se rubricó casi en tiempo de descuento. Los representantes de Abertis y BTG Pactual por una parte y Mas-Colell escenificaron el pacto el 28 de diciembre de 2012.

El banco brasileño se apeó de la inversión mucho antes de salir de ATLL. Lo hizo con una plusvalía interesante que sí se reconoció públicamente: vendió el 65% del capital de la concesionaria que estaba en su poder en noviembre de 2014 por el doble de lo que pagó al gobierno catalán a Ardian, un fondo de capital riesgo nacido en 1996 en París y que en ese momento se llamaba AXA Private Equity. Su fundador fue Dominique Senequier, el ejecutivo que lideraba la firma de inversión en el momento de tomar una participación mayoritaria en la gestora de los túneles del Vallvidrera y del Cadí que aún mantiene.

Ardian pagó 146,45 millones de euros, lo que arrojaba una plusvalía para el banco de inversión brasileño de 86,9 millones en tan sólo dos años.

BTG Pactual nunca informó públicamente cuánto dinero había desembolsado de los 309,6 millones que costó la privatización de los túneles de Vallvidrera y del Cadí, pero apuntó en las cuentas del banco que la operación había costado 59,5 millones.

*****

La firma del contrato de ATLL se celebró el día antes, pero con mayor polémica incluso por las personas que participaron en el acto formal.

La Comisión Nacional de la Competencia dio finalmente su visto bueno a la operación el día de San Esteban, festivo en Cataluña. El pleno del regulador había autorizado la venta en una sesión extraordinaria el viernes día 21 –se celebró para que la Generalitat pudiera computar la operación en el ejercicio 2012– y se notificó formalmente en el primer día laborable en el país tras el encuentro de la cúpula del regulador. Es decir, el 26 de diciembre.

Ese era el último paso burocrático que tenía pendiente de resolver el Govern. Tenía vía libre para firmar; el problema era otro. ¿Quién debía sancionar en nombre de la Generalitat? Esa semana el Ejecutivo estaba en funciones.

El pleno para investir de nuevo a Artur Mas presidente estaba convocado para el 27 de diciembre, el mismo día que se debían presentar los nuevos miembros del gabinete que le acompañaría en la segunda legislatura y los consejeros debían tomar posesión de sus carteras.

Recoder no seguiría en el cargo y se había desmarcado de todas las decisiones que se tomaban desde el Palau de la Generalitat, mientras que en Territori se preparaba el relevo. Santi Vila, alcalde de Figueres, debía tomar el testigo y nadie planteó que la primera actuación en la consejería fuera la firma de la concesión más importante para las finanzas catalanas.

Al final, se optó por dejar la responsabilidad en manos del secretario del departamento, Pau Villòria. La firma que consta en el contrato del 27 de diciembre es su última actuación en la primera legislatura de Mas. Su continuidad en el cargo estaba en esos momentos en el aire, aunque Vila le ratificó poco después.

El día en el que se convocó a los representantes de Acciona en la consejería, encabezados por el presidente de la división de Agua, Luis Castilla, se preveía que el conflicto legal que se había generado en torno a la privatización de ATLL se terminaría.

La Generalitat daba por descontado que Agbar presentaría un recurso ante el TSJC, pero la resolución podía tardar años y lo importante era dar carpetazo a la concesión antes de que acabara el ejercicio. Y quedaban cuatro días para ello.

Acciona pagó los 298,6 millones e incluyó en su división de agua la gestión de dos grandes plantas potabilizadoras situadas en los municipios de Abrera y Cardedeu, las desalinizadoras de El Prat del Llobregat y Tordera, varias estaciones de impulsión, depósitos y los más de 900 kilómetros de tubería necesarios para hacer llegar agua potable a Barcelona y a los municipios de su ámbito de influencia.

Mas-Colell pudo desconsolidar de la deuda ordinaria de la Generalitat casi 1.000 millones de euros, que llegarían hasta los 1.450 tras la firma de la concesión de los túneles de Vallvidrera y del Cadí el día siguiente (no se pudo celebrar el 27 de diciembre porque el consejero de Economia estaba tomando posesión del cargo y haciéndose la fotografía oficial), y disponía de 298,6 millones en cash para pagar a los trabajadores públicos catalanes.

Había apagado el fuego casi en tiempo de descuento y se pudo tomar las uvas con la tranquilidad de haber completado las dos grandes privatizaciones que se habían planteado en Cataluña en 2012.

La venta de edificios públicos no había salido según sus planes iniciales, pero la concesión de empresas públicas había sido redonda.

La alegría duró poco. El dos de enero de 2013 el Oarcc resolvió el recurso presentado por el Grupo Agbar y se cumplieron las previsiones más pesimistas: la balanza se inclinó a favor del consorcio que había perdido la concesión y, lo que era peor, el Gobierno descubrió tras una parálisis inicial que las decisiones de la institución eran de obligado cumplimiento.


Un ‘gallito’ apellidado Gallo

El Oarcc no entró a valorar todas las cuestiones que le había planteado Agbar en su recurso. Le dio la razón en uno de los fallos que había detectado en la oferta y decretó que era motivo suficiente para la exclusión del consorcio liderado por Acciona del proceso. Este hecho invalidó el contrato firmado seis días antes por el secretario de Territori, Pau Villòria.

Gallo manifestó en su resolución más conocida hasta la fecha que, de entrada, elaborar el expediente de ATLL había sido “técnicamente muy complejo, con un amplio alcance de criterios no sólo técnicos, también jurídicos y económicos” 17y que jugaba con material sensible al pronunciarse sobre un proceso de licitación que hacía referencia a la concesión de la “gestión de la red de abastecimiento de agua de una duración de 50 años y que comporta una tarifa que deberán pagar los usuarios”.

Asimismo, dejó claro a las partes que la función del Oarcc se limitaba a “revisar los actos recurridos” para determinar si se había “producido un vicio de nulidad o anulabilidad”.

De forma que, si existían los “mencionados vicios o incumplimientos de los principios de la contratación pública, este órgano debe proceder a anular el acto o actos, y ordenar retrotraer las actuaciones al momento anterior a cuando se produjo el vicio, sin que el Oarcc pueda sustituir la competencia de los órganos de contratación”.

Dejó claro que la mesa que había adjudicado ATLL al consorcio liderado por Acciona en octubre era la única que tenía la potestad de determinar si la gestora de agua debía pasar a manos del consorcio liderado por Agbar, la otra compañía que había pujado en el concurso, o tomar cualquier otra decisión al respecto, como decretar desierta la licitación y abrir un nuevo concurso público.

El órgano sólo ordenaba “retrotraer las actuaciones al momento anterior a cuando se produjo el vicio”.

La cuestión central que analizó el Oarcc fue el calendario de obras que presentó Acciona para mantener y mejorar el servicio de ATLL. Territori planteó un programa de inversión que se prolongaba a lo largo de los 10 primeros años con 36 actuaciones concretas que el consorcio ganador alteró en su oferta final.

Llevó proyectos a un horizonte temporal mayor de lo que había planteado la consejería en el pliego de condiciones del contrato, por lo que la mesa que se encargaba de la licitación contabilizó cero puntos de los cuatro que estaban en juego en este apartado de la propuesta técnica. La institución que vela por la contratación pública corrigió el criterio aplicado a la hora de valorar la oferta.

Agbar defendía en su recurso que si el resto de licitadores “hubieran sabido que podían programar la ejecución de obras más allá del calendario establecido en el pliego de condiciones del contrato hubiera comportado la posibilidad de modificar las ofertas, no sólo técnicas sino también económicas”. Acciona, en sus alegaciones, cargó contra su rival en la concesión por plantear que la modificación del calendario fuera motivo suficiente para justificar la exclusión de la oferta y señalaba que existía suficiente jurisprudencia en materia de contratación pública que justificaba que se le hubieran concedido cero puntos en este apartado de la plica en lugar de quedar excluido de la licitación.

Defendió que los “diferentes conceptos que se consideran como puntuables no son, por este sólo hecho, de contenido obligatorio para los licitadores, ya que puede darse el caso de que la puntuación que se asigne en alguno de estos apartados sea de cero puntos sin que este hecho convierta la oferta en inválida”.

El órgano de contratación, a su vez, explicó al Oarcc que el calendario de obras era puramente de “carácter indicativo”.

Gallo no compartió su punto de vista. Reconoció que “aplazar unas obras es una variante que influye en la tarifa que aplicará la empresa concesionaria” y que si aceptara que “el límite de referencia no es vinculante, haría imposible comparar dos proposiciones que afectan a la tarifa”. Además, afirmó que prolongarlas en el calendario implica “desnaturalizar el contenido objeto del contrato”, ya que la mejora de las infraestructuras de ATLL son parte de la licitación, por lo que aceptar la oferta de Acciona implicaba “cambiar las exigencias propias y definidoras de la prestación” y resultaba una “evidente contravención” del pliego de condiciones.

Por todo ello, consideró probado que aceptar la plica del consorcio que había ganado el concurso suponía “vulnerar los principios de igualdad y transparencia” establecidos en el “Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP), en la normativa de contratación pública y en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea”. Manifestó que el “límite material es estricto y no admite flexibilidad” a menos que el pliego de condiciones de un contrato lo afirme específicamente, algo que no ocurre en la concesión de ATLL.

Asimismo, propició un tirón de orejas a la mesa que adjudicó ATLL al consorcio liderado por Acciona. El Oarcc afirmó que la reflexión que había realizado sobre lo que suponía alterar el calendario de obras en una licitación pública era una “consecuencia derivada del derecho a una buena administración que explica la exclusión del licitador que no la cumple, por lo que se debe exigir la debida diligencia a los licitadores en el momento de presentar y documentar sus ofertas, para preservar la finalidad del procedimiento y el principio de igualdad de trato que debe inspirar toda licitación”.

Gallo afirmó en el escrito que “una vez excluida la empresa Acciona del concurso” no era “necesario entrar a valorar el resto de pretensiones de la recurrente”.

A pesar del varapalo en la cuestión de las obras, el Oarcc sí que entró a valorar la implicación del empresario Fernando Rodés Vilà en el consorcio que había ganado la adjudicación. El vicepresidente de Grupo Havas, accionista fundador del periódico catalanista Ara y presidente de su consejo editorial y consejero de Acciona, había sido señalado por la compañía que había perdido la licitación por presidir el Consejo Asesor para el Desarrollo Sostenible (CADS) de la Generalitat.

Agbar aseguró que liderar el consejo le convertía en un alto cargo del gobierno catalán, hecho que impedía adjudicar la gestión de ATLL al consorcio en el que participaba porque incurría en el régimen de incompatibilidades de contratación en el sector público. Indicó que se trataba de ofrecer una concesión de 50 años a uno de sus trabajadores.

Territori defendió en sus alegaciones que el presidente del CADS era un “comisionado nombrado por el gobierno, ni se trata de un asesor especial del presidente ni de los miembros del gobierno” por lo que no se podía considerar que su trabajo de asesor tuviera el “rango igual o superior a director general”; a lo que Acciona añadía que, entre otras cuestiones, Rodés sólo “percibía dietas” por su participación en este órgano.

No cobraba ninguna “retribución fija de los Presupuestos de la Generalitat”. Además, recordaba que el empresario era consejero de Acciona y no de Acciona Agua, la filial del grupo que había participado en el consorcio licitador. Gallo les dio la razón.

Decretó que no existía ningún problema en que la familia a la que pertenecía el empresario controlara el 5% del consorcio de Acciona.

A pesar de no hacer ninguna apreciación sobre el consorcio que habían configurado los Entrecanales para pujar por ATLL, la resolución de la Oarcc sobre el calendario de obras daba por sentenciada la adjudicación y decretaba que el concurso debía volver al momento de la valoración de las ofertas.

Acciona estaba excluida del proceso, el contrato de ATLL se había firmado hacía tan sólo seis días y el gobierno estaba paralizado.

El primero en reaccionar fue Mas-Colell. En la consejería de Economía pocas veces habían visto a su jefe tan enfadado como en el momento en el que le comunicaron que la concesión del agua en alta había sido anulada. La primera reacción fue pedir responsabilidades en la Generalitat; en el propio órgano de contratación. Incluso llegó a exigir que el Oarcc rectificara su escrito para evitar los problemas que le venían encima. Algo que, de haberse producido, sería ilegal.

Acciona fue la más rápida en actuar. Mientras la Generalitat estaba noqueada, ya que no sabía el alcance real de la decisión de Gallo de excluir a Acciona del concurso público por los fallos en la adjudicación, la gestora de infraestructuras dio cuenta ante sus accionistas de los pasos que iba a dar en el caso de que se le revocara el contrato que acababa de firmar.

En un hecho relevante remitido a la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) firmado por el secretario del consejo de administración, Jorge Vega-Penichet, el grupo dejó claro que cualquier anulación de entrada suponía la devolución “inmediata18” de los 298,6 millones que abonó como primer pago del canon de la concesión y alertó que también reclamarían la “reparación de daños y perjuicios” que pudieran derivarse de la invalidación del concurso público.

La compañía dejó clara su intención de recurrir, sola o de la mano de la Generalitat, la resolución de la Oarcc ante el TSJC, el órgano judicial competente para decidir si el órgano que vela por la contratación pública se había equivocado o no en sus decisiones. Para tranquilizar a los accionistas y evitar que se despeñara la cotización, manifestó que también pensaba abrir una causa judicial contra el gobierno de Artur Mas si ejecutaba la decisión de anular el concurso de ATLL.

*****

El varapalo en la concesión fue el tema central de la primera reunión que mantuvo el gobierno de la Generalitat en la segunda legislatura encabezada por Artur Mas. El nuevo equipo acababa de empezar y la cuestión de Aigües Ter Llobregat pilló a todos desprevenidos.

Fue especialmente duro para el sucesor de Recoder, Santi Vila. La concesión se había firmado pocos minutos antes de que él tomara posesión como consejero de Territori y la primera persona a la que la oposición en el Parlament pidió responsabilidades fue a él. Y si Mas-Colell estaba despistado sobre las consecuencias que tendría la anulación de la Oarcc, Vila aún encajó la publicación de la resolución menos preparado.

El alcalde de Figueres era una persona acostumbrada a gobernar con tranquilidad en su municipio. De hecho, pasará a la historia como el primer alcalde de la democracia que consiguió la primera mayoría simple en la localidad del Alt Empordà. Lo hizo tras las elecciones locales de 2011, cuando renovó el liderazgo que había conseguido cuatro años antes con mayor cuota de poder municipal.

Vila entró en el Parlament de Catalunya como diputado en 2006 y en los comicios de 2010, los primeros que ganó Mas, fue escogido cabeza de lista por Girona. Era uno de los políticos con una trayectoria más prometedora en CDC en el momento en el que fue nombrado consejero de Territori. Tenía fama de ser una persona dada a la negociación, cosa que puso en práctica en el departamento al intentar mantener un diálogo fluido y mostrar cordialidad con el Ministerio de Fomento, encabezado por Ana Pastor (PP), en una legislatura en el que el procés fue in crescendo.

La sombra de ATLL le persiguió durante todo el mandato. De entrada, la resolución de la Oarcc propició que aplicara una política continuista a la hora de nombrar los cargos intermedios de la consejería. Vila no es una persona dada a romper, por lo que ya se esperaba que cualquier relevo en su ámbito de trabajo se plantearía poco a poco. Pero los cambios fueron casi inexistentes en el arranque de la legislatura.

Por otro lado, el nuevo consejero fue considerado como el hombre menos próximo al envite independentista de todos los miembros del Gobierno, hecho que le apeó de las pujas para convertirse en el relevo de Artur Mas en la presidencia de la Generalitat tras las elecciones de 2015, cuando CDC fue de la mano de ERC a los comicios con la plataforma Junts pel Sí y necesitó del apoyo de la CUP en la investidura.

Fue otro político de Girona el que ascendió de forma sorpresiva en ese momento, Carles Puigdemont. Ambos venían de la misma demarcación, pero su relación personal no va más allá de la estricta cordialidad. Con todo, Vila continuó en el Ejecutivo. Tras casi tres años al frente de uno de los departamentos con menor dotación presupuestaria, Territori, pasó a Cultura.

Allí dejaría atrás finalmente el caso ATLL, aunque no se distanció de sus protagonistas. En línea con su política de continuidad, se llevó a la nueva consejería al equipo de ejecutivos de mayor confianza. Entre ellos, el secretario del departamento que había firmado el contrato con Acciona, Pau Villòria, para que desempeñara el mismo cargo en el nuevo destino.

Vila no estaba preparado para dar ninguna explicación sobre el fiasco de ATLL el 3 de enero de 2013. Mas-Colell tenía un mayor conocimiento sobre lo que había ocurrido en los últimos meses en la privatización de las aguas catalanas y cierta responsabilidad por las decisiones en el tramo final de la licitación, cuándo Recoder había tirado la toalla. Tampoco fue él quien dio la cara ante los medios esa jornada.

Tras el primer encuentro del Consejo Ejecutivo de la Generalitat, Francesc Homs, responsable de Presidencia y portavoz del Gobierno, salió solo, sin el apoyo de ninguno de los responsables de la guerra del agua, a explicar ante la prensa cuál sería el siguiente paso que daría el Ejecutivo catalán.

La rueda de prensa fue compleja para la mano derecha de Mas. De entrada, Homs cargó también contra el Oarcc al asegurar que el objetivo de la Generalitat era defender las decisiones que se habían tomado en las mesas de contratación porque, en el fondo, se trataba de las decisiones que habían tomado los trabajadores públicos catalanes.

No hizo referencia a que los empleados del tribunal también formaban parte del cuerpo de funcionarios del Gobierno –es más, el órgano independiente que velaba por la contratación pública estaba adscrito a su consejería– hasta que los medios de comunicación no le hicieron la apreciación correspondiente. Corrigió entonces esa parte del discurso, pero mantuvo inalterable el principal mensaje que debía mandar a Acciona y Agbar, principalmente, esa jornada.

Homs explicó que el Consejo Ejecutivo había tomado la decisión de pleitear. La situación era paradójica, ya que la Generalitat iba a presentar un recurso ante el TSJC por una decisión que se había tomado desde la estructura de la administración pública catalana. No existía ningún precedente al respecto y no se ha repetido desde ese momento, y eso que el Tribunal de Contratos del Sector Público anuló otras concesiones por problemas en el proceso de licitación tanto de la Generalitat como de los municipios catalanes.

El portavoz del Gobierno fue claro. Manifestó que la resolución del contrato con Acciona era una cuestión que debía decidir el “tribunal de lo contencioso, no el Govern” y que no tenían ninguna intención de anular la concesión si no lo pedía directamente el TSJC, a pesar de reconocer que todas las decisiones que se tomaban en el Oarcc tenían “carácter ejecutivo”.

Aclaró que la resolución no ponía en jaque el cierre del ejercicio 2012, ya que las arcas públicas contarían con los 298,5 millones inyectados por Acciona y en la deuda ordinaria se habían desapalancado los casi 1.000 millones del total de la concesión.

Tampoco tenía problemas por ello con su recién estrenado socio de legislatura, ERC. El partido de Oriol Junqueras apoyó la decisión. Mantuvo sus críticas sobre el modelo de gestión privada del recurso, pero justificó que pleitear junto a Acciona ante el TSJC era la única vía posible en el escenario económico de Cataluña del inicio de 2013. Los republicanos indicaron que anular la adjudicación era una decisión “demasiado lasciva” para las arcas públicas.

Acciona había conseguido el apoyo de la Generalitat y empezó a preparar su recurso. Por ello activó sus recursos jurídicos, tanto internos como externos, a los que se sumó la maquinaria de la Generalitat.

El gobierno disponía de dos meses para presentar el recurso y no hizo lo propio hasta el 11 de enero. Antes, el día 7, Agbar había presentado un escrito ante el departamento de Territori en el que solicitaba que se diese cumplimiento a la resolución del Oarcc. La respuesta se la encontró en el TSJC.

La Generalitat debía preparar la argumentación jurídica a conciencia, ya que la batalla legal había empezado antes de lo que preveían y, ya desde ese momento, todas las partes implicadas en la guerra del agua tenían claro que se iba a terminar ante el Tribunal Supremo, el máximo órgano judicial del país. La decisión final se podía retrasar los cuatro o cinco años que había previsto inicialmente Lluis Recoder.

Finalmente, el equipo legal de la Generalitat no se limitó a argumentar ante el TSJC por qué no se debía excluir al consorcio liderado por Acciona del concurso público de ATLL. En un escrito de 38 páginas firmado por Ramón de la Malla, pidió como medida cautelar al Alto Tribunal que decretara que se “suspendiera la eficacia de la resolución adoptada por su propio Órgano Administrativo de Recursos Contractuales de Cataluña”19.

El plan era empezar por conseguir el visto bueno de la justicia para permitir que la empresa privada que se había proclamado vencedora de la licitación pudiera mantener el servicio.

Para ello, los letrados mantuvieron que el órgano administrativo se había equivocado en sus argumentos y alertaba de que revertir el concurso en ese momento, cuando hacía menos de un mes que se había firmado el contrato de concesión, ponía en riesgo el equilibrio de las finanzas catalanas.

De entrada, aseguraron al TSJC que el Oarcc había “incurrido en un error evidente, de modo que la petición de suspensión se beneficiaría de una clara apariencia de buen derecho”. Sostenía que el calendario de obras que se incluía en el “anexo 9 del pliego de condiciones” tenía un “carácter meramente orientativo y, en todo caso, se respeta el límite máximo de 10 años que es el único que tiene carácter vinculante”.

La Generalitat defendía que los cero puntos que había recibido el consorcio de Acciona y BTG Pactual en ese capítulo de la valoración de la mesa ya suponía una penalización suficiente para la oferta ganadora, que cumplía el requisito de ejecutar los proyectos por valor de 139 millones en la década que fijaba en el pliego de condiciones pero los había pospuesto hasta el final del periodo.

Mantenía que la interpretación del Oarcc implicaba “modificar una cláusula del pliego de condiciones” y que esa atribución correspondía exclusivamente a la mesa de adjudicación.

En cuanto a los daños y perjuicios económicos, recordó que en el marco de la privatización se había disuelto la sociedad pública que operaba el servicio antes de la entrada del grupo de los Entrecanales (el Ens d’Abastament d’Aigua Ter Llobregat) y que se entraba en un terreno desconocido. ¿Debían crear otra empresa pública para tomar de nuevo el servicio o adjudicar directamente a Agbar?

Este escenario presentaba un problema, según el escrito firmado por De la Malla. Alertó de que romper el contrato con Acciona no garantizaba que “una segunda oferta” siguiera en pie. La Generalitat mostró públicamente sus dudas sobre si la compañía que había perdido en la licitación y había iniciado la guerra del agua sería capaz de mantener los acuerdos con los fondos de inversión que participaron en el consorcio, por lo que podría suceder que no dispusiera de los fondos necesarios para tomar el control de ATLL en el momento en que el Gobierno decidiera revertir la concesión.

“Podría transcurrir mucho tiempo hasta la formalización de un nuevo contrato”, indicó en su escrito ante el Alto Tribunal, a lo que se debería sumar la indemnización que reclamaría la adjudicataria.

El recurso recordó, asimismo, que la plica de Agbar era menos generosa en el apartado laboral. Sólo garantizaba la continuidad de los 222 trabajadores que estaban en plantilla en el momento de la privatización durante 40 meses, 20 más del mínimo que pedía el pliego de condiciones del contrato, frente al compromiso de no echar a nadie de la compañía en los 50 años de vigencia de la concesión de su rival. No sólo eso, advertía de que la tarifa también era más alta y que suponía que “los consumidores en su conjunto” pagaran “anualmente 30 millones de euros más por el consumo de agua”.

Territori y Economia no escondieron que las finanzas catalanas sufrirían, y mucho, si la concesión por medio siglo de la gestora de agua no llegara a buen puerto. Manifestaron que se producirían “perjuicios irreparables para la Hacienda de la Generalitat” porque tendría muchos problemas para devolver al consorcio de Acciona y BTG Pactual los 298 millones que había pagado en “concepto de canon”, el primer pago de la concesión, y que había “contabilizado la totalidad del mismo en el ejercicio presupuestario de 2012”. Es decir, implicaría que Cataluña cerrara el año con un desvío extraordinario del PIB del 0,51% y que eso tendría su efecto rebote en España. Concretamente, del 0,09%.

El último argumento que los letrados de la Administración pusieron sobre la mesa fue que consideraban que la Oarcc había actuado de forma contradictoria al inicio del litigio, antes de que se firmara la concesión. Reprochaban a la institución que hubiera suspendido y levantado después la paralización del concurso público en sus dos resoluciones del 30 de noviembre de 2012. Consideraba que la decisión demostraba que ya en ese momento no existían indicios de nulidad de la adjudicación.

Posteriormente, ya en los tribunales, el presidente del órgano que vela por la contratación pública detalló que los dos escritos publicados ese día hacían referencia a dos procedimientos diferentes del caso ATLL.

El primero afectaba a la tramitación del recurso interno del Oarcc, ya que ampliaba el calendario de que disponía para resolver la demanda presentada por Agbar.

Tal y como se ha explicado anteriormente, perseguía el objetivo de dar más tiempo a la recurrente para que pudiera ver la oferta ganadora (así lo había certificado el TSJC) y ampliar los argumentos del primer escrito que había remitido al tribunal. Incidía sobre el pulso que mantenían la gestora de aguas con sede en Barcelona y el departamento liderado por Recoder para que le entregaran la plica de Acciona.

El segundo escrito publicado por el órgano administrativo a finales de noviembre afectaba a la burocracia de la concesión y se limitaba a dar luz verde a la Generalitat a avanzar en este capítulo. Es decir, solicitar la autorización preceptiva del regulador de la competencia e iniciar los trámites necesarios para liquidar la sociedad pública que operaba ATLL. Dos requisitos indispensables para firmar la concesión.

*****

La medida cautelar estaba ya sobre la mesa del Alto Tribunal, por lo que el Gobierno mantenía que no era necesario anular el contrato de ATLL hasta que no resolviera el contencioso. Defendió este escenario desde el mismo momento en que Homs había explicado públicamente la hoja de ruta que la Generalitat pensaba seguir, y eso que recibía presiones desde todos los lados para tomar alguna decisión más resolutiva en el marco de la adjudicación.

La oposición cargó desde el minuto uno contra un concurso público que demostraba los errores en los que había incurrido la Generalitat desde antes de la formalización del contrato y que sacó los colores a Artur Mas.

El PSC de Pere Navarro fue el primero en exigir al gobierno que anulara la privatización por representar una licitación “incomprensible y escandalosa”20.

Los socialistas pidieron la comparecencia del recién aterrizado Santi Vila ante la comisión parlamentaria de Territori para dar explicaciones sobre los fallos en la privatización. ICV-EUiA, Ciudadanos y el PP reclamaron que hiciera lo propio el director del ACA, Leonard Carcolé.

No suscribieron la petición del nuevo consejero del Ejecutivo porque consideraban que los verdaderos detalles de la concesión los tendría la persona que había estado implicada desde la configuración del pliego de condiciones hasta la firma con Acciona, no un alcalde y diputado de CDC que había sido nombrado consejero hacía menos de dos semanas y no había tomado ninguna decisión sobre ATLL.

Agbar también usó las cartas que estaban en su mano para avanzarse a la Generalitat y Acciona por la vía judicial. Presentó lo que jurídicamente se entiende como una cautelarísima ante el TSJC cuyo objeto era pedir que decretara la suspensión del contrato firmado a finales de diciembre, aunque fuera de forma preventiva mientras no se presentara el recurso público contra la decisión del Oarcc y se resolviera. En ese momento ni siquiera el Gobierno había formalizado su recurso.

La compañía había actuado muy rápido, pero la olla a presión en que se había convertido el caso ATLL en esos días propició que incluso el Alto Tribunal se pusiera las pilas y contestara a la petición de forma extremadamente rápida.

La gestora de agua lo presentó ante el tribunal el 9 de enero y el día 10, mediante un escrito que recibieron todas las partes implicadas en el conflicto, los magistrados de lo Contencioso-Administrativo desestimaron la reclamación de forma parcial. Pasaron la pelota al Gobierno al decretar que disponía de como mucho cinco días para pronunciarse sobre si iba a aplicar o no la resolución del Oarcc.

No fue necesario. El día siguiente la Administración defendió en su recursos que el consorcio de empresas liderado por Acciona cumplía escrupulosamente con el pliego de condiciones del contrato de ATLL.

*****

De hecho, quedó tan claro que los Entrecanales se mantendrían al frente del servicio que la concesión continuó su curso. El día 14 de enero Aciona Agua fichó a un experto del sector que estaba en el mercado, Alfredo Gutiérrez Zavala, y lo nombró director de ATLL. El ejecutivo se había quedado sin trabajo en diciembre de 2011, cuándo fue cesado de una firma adscrita a Sacyr, Valoriza Agua.

El ingeniero de caminos especializado en servicios del agua y medio ambiente nacido en Santander era una persona con experiencia en la gestión de compañías como el grupo catalán, un perfil que no existía en la cotizada de los Entrecanales.

Además, estaba bregado en conflictos como la guerra del agua. Gutiérrez Zavala había entrado en 2004 en el grupo dirigido en ese entonces por Luis del Rivero con el objetivo de hacerse con la licitación de la empresa mixta del agua de Santa Cruz de Tenerife (Emmasa). Consiguió el reto dos años más tarde, pero protagonizó uno de los periplos judiciales más conocidos del sector.

A lo largo de más de una década, la empresa mixta fue denunciada en multitud de ocasiones por las presuntas irregularidades en la gestión.

El cruce de denuncias y contradenuncias terminaron con una sanción de 450.000 euros del Ayuntamiento chicharrero a la multinacional en mayo de 2013 y la intervención de la empresa a finales de 2014.

El proceso aún está abierto y se ha acusado a Sacyr de enriquecimiento ilícito por, entre otros, subcontratar servicios a compañías que formaban parta de la órbita del grupo sin la autorización municipal; el incumplimiento del plan de inversiones; la falta de un programa o presupuesto que marcara la gestión y facilitara la fiscalización pública y la presunta descapitalización de la compañía.

Gutiérrez Zavala ya no estaba en Emmasa en el momento más duro de la batalla. Antes, el máximo directivo de ATLL había trabajado en una filial de Canal Isabel II, Canal Extensia, la sociedad con la que operaba en Colombia. Conocía bien el país porque había trabajado como director de planificación de una sociedad denominada Triple A (Sociedad de Acueducto, Alcantarillado y Aseo de Barranquilla, Colombia) cuando estaba gestionada por Suez Environnement, el propietario de Agbar.

Sudó la camiseta por la firma, junto a su mujer, Eliana Ramón de la Hoz, que ejercía de representante legal, hasta que una empresa del país la compró por unos 6,5 millones de euros al tipo de cambio en el 2000. Al año siguiente, Canal Isabel II la recompró por una cantidad por la que se tildado de pelotazo la operación: 70,6 millones.

Acciona nombró también ese 14 de enero a Ferrán Martrus Pomar responsable de las relaciones institucionales de ATLL. La elección de ese ejecutivo sorprendió menos, ya que se trataba de un trabajador de la casa. Hasta diciembre de 2012 había ejercido de delegado de Operación y Mantenimiento en Cataluña de la holding Acciona.

Llegó a la gestora de aguas catalana con el reto de mantener los puentes de diálogo existentes con el Gobierno de Artur Mas y empezar a tejer una red de relaciones en los municipios que daría servicio ATLL, a pesar de la fuerte presencia de Agbar en la gestión del agua en la inmensa mayoría de localidades, hecho que hacía prever que su trabajo no sería especialmente sencillo.

Cuatro días más tarde realizó el primer movimiento. Acciona Agua y ATLL Concessionària de la Generalitat de Catalunya interpusieron sus propios recursos contenciosos-administrativos contra la resolución del Oarcc. Lo hicieron una semana más tarde que el Gobierno catalán, pero repitieron la misma argumentación jurídica: solicitaron como medida cautelar que el Alto Tribunal decretase la suspensión de la resolución.

Los letrados de la multinacional rizaron el rizo. Para explicar el recurso ante el TSJC, publicaron un comunicado en el que manifestaron que la mera interposición de los recursos dejaba sin efectos el mandato de excluir al grupo de los Entrecanales de la licitación porque el documento del órgano administrativo no podía “considerarse en firme”.

No fue el último recurso que recibiría la Sección Quinta de la sala de lo Contencioso Administrativo del Alto Tribunal Catalán.

El 23 de enero, casi un mes después de la firma de la concesión, la sociedad con la que participaba BTG Pactual en la licitación, Aigües de Catalunya LTD, se unió a la Generalitat, Acciona y la operadora de ATLL para invalidar la resolución del Oarcc. La argumentación jurídica también era una calca de las anteriores.






 

17. Resolución del Oarcc 1/2013 del 2 de enero de 2013.

18. Hecho Relevante a la CNMV emitido por Acciona el 3 de enero de 2013.

19. Recurso ordinario 14/2013 presentado ante la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJC por parte de las consejería de Territori i Sostenibilitat y Economia i Coneixement.
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Las espadas legales en alto

El proceso judicial iniciaba su camino en el Alto Tribunal Catalán. Tras el cruce de recursos, el presidente de la Generalitat explicó públicamente la estrategia emprendida por el Gobierno. “Los organismos técnicos pueden tomar decisiones que las partes no estén de acuerdo”, manifestó tras la reunión del Consejo Ejecutivo del 22 de enero. Mas hizo gala de que tanto el Oarcc como su gabinete habían actuado con “libertad e independencia”.

Intentó sacar hierro al inicio de la batalla legal por ATLL. Andreu Mas-Colell dio la puntilla a las declaraciones al asegurar que “no pasaba nada” si al final el TSJC decidía respaldar la decisión de apear a Acciona del proceso y anular el sentido del contrato que se había firmado. “No somos la única Administración a la que le pasa esto”, sentenció.

El proceso judicial tenía su tiempo. Gutiérrez Zavala desembarcó en la gestora de agua y empezó a dirigir el negocio. No hizo demasiados cambios organizativos. La cotizada se había comprometido a mantener a todos los trabajadores en sus puestos y no podía plantear ninguna reestructuración, por lo que nombró algunos directivos como Martrus Pomar que asumirían la parte más política e institucional de la compañía y aplicó una gestión continuista en el resto de departamentos.

ATLL, con todo, no conseguía zanjar las polémicas que le perseguían. La sombra negra que se extendía tras el proceso de adjudicación se hizo un poco más larga cuando se abrió el capítulo de los impuestos. Acciona debía desembolsar 40 millones de euros a la Generalitat en concepto de Impuesto de Transmisiones Patrimoniales (ITP) y Actos Jurídicos Documentados tras la firma del contrato. Como antes de que pudiera ejecutar el pago de las tasas el Oarcc publicó la resolución que dejaba la concesión en el aire, la liquidación quedó pendiente.

Si se produjo por algún tipo de acuerdo con la Generalitat, el supuesto pacto permanece aún en secreto.

La inseguridad jurídica de un contrato no es un argumento válido para que un privado deje de abonar sus impuestos, ya que en los casos en que una concesión se ha anulado por la vía judicial en la compensación económica que recibe la empresa que pierde el contrato ya se incluye una compensación al respecto. Por lo que el Gobierno catalán se habría movido de nuevo en un terreno pantanoso al dejar aplazar, por el momento sine die, la liquidación tributaria de la privatización de ATLL.

En los últimos tres años, la oposición intentó en varias ocasiones obtener explicaciones de la consejería de Economia sobre los motivos de perdonar los impuestos a Acciona. Mas-Colell primero y el líder de ERC, Oriol Junqueras, después, en la última etapa del litigio en el Gobierno de Junts pel Sí, tiraron pelotas fuera.

Ciudadanos presentó en varias ocasiones preguntas en la mesa del Parlament, en las que siempre se les alegó que se trata de una cuestión confidencial de una concesión que está en los tribunales.

“El artículo 95 de la ley 58/2003, de 17 de diciembre, general tributaria, establece el carácter reservado de los datos con transcendencia tributaria por lo que estos no pueden ser comunicados a terceros”21, afirmó Economia al partido de Albert Rivera.

Tampoco el PSC obtuvo nunca una respuesta favorable del departamento, ni siquiera en las comparecencias políticas en la comisión de Territori que se han celebrado sobre el caso ATLL.

El ITP y los actos jurídicos documentales vinculados a la concesión vencen en enero de 2017, por lo que a partir de esa fecha Acciona no está obligada a abonar los impuestos. El problema lo tendrá en ese momento la Generalitat, ya que es complejo explicar en un contexto de recortes que el Gobierno renunció al ingreso de 40 millones. Además, legalmente se podría abrir una nueva vía para exigir responsabilidades legales por ello.

*****

El día a día en la compañía objeto del litigo siguió con normalidad hasta finales de marzo.

El día 26, antes de que Santi Vila y Andreu Mas-Colell comparecieran en una sesión especial en el Parlament para explicar la batalla legal de ATLL a petición de la oposición, la sección quinta de la sala de lo contencioso-administrativo del TSJC, presidida por Albert Andrés Pereira y con los magistrados Juan Fernando Horcajada Moja y Eduardo Paricio Rallo, declinó las medidas cautelares solicitadas por el concesionario del servicio y el Gobierno catalán y respaldó la decisión del Oarcc.

Los autos del Alto Tribunal catalán se divulgaron un día después, cuando los dos consejeros se sentaban ante la comisión especial y empezaban a defender la adjudicación. Tuvieron que improvisar sobre la marcha, ya que el auto judicial anulaba buena parte del argumentario.

De entrada, el magistrado ponente (el presidente de la sala) recordó en su escrito que la directiva europea que creó el órgano administrativo presidido por Gallo marcaba que sus resoluciones eran de carácter resolutivo porque respondía a la necesidad de tener un árbitro en las licitaciones públicas que fuera capaz de resolver en un corto periodo de tiempo para cubrir la “deficiencia, que supone un serio obstáculo de la tutela judicial efectiva entre los licitadores afectados”22.

Es decir, evitar las ocasiones en las que “una firma muy acelerada del contrato por parte de los poderes adjudicatarios y las entidades contratantes, que desean con ello hacer irreversible las consecuencias de la decisión de adjudicación controvertida”.

Mientras el árbitro no resuelve, “procede establecer un plazo suspensivo mínimo durante el cual se suspenda la celebración del contrato en cuestión, independientemente de que dicha celebración se produzca o no en el momento de la firma del contrato”. También indicó que Bruselas sólo considera que se puede saltar este principio por intereses económicos cuando estos respondan a “razones imperiosas a la hora de mantener la eficacia del contrato en los casos excepcionales en que la ineficacia del mismo diese lugar a consecuencias desproporcionadas”, algo que “debe ser modulado convenientemente”.

El TSJC señaló a la Generalitat que el presunto fallo que habría cometido el Oarcc al declarar vinculante el calendario de obras “no evidencia un error manifiesto y palmario” porque la mesa de contratación, al contestar las aclaraciones sobre el pliego de condiciones que en su día le planteó Agbar, manifestó que se podía adaptar el calendario propuesto pero que se debía respetar en todo caso el orden y la secuencia de las obras.

“De ello resulta que la propia Administración contratante entendió en su día que el carácter orientativo del pliego en esta materia se refería solo al calendario, pero no al orden y la secuencia de las obras que, sin embargo, aparecen modificados en la propuesta de la adjudicataria en un porcentaje relevante”, rezó el escrito judicial.

Los magistrados dieron un espaldarazo a Gallo a pesar de que su cometido en esta parte del litigio se refería solamente a la cuestión de las medidas cautelares. El mismo auto afirmaba que la cuestión del contenido de la resolución del 2 de enero se analizaba en una pieza separada y que se limitaban a dar su opinión “sin prejuzgar lo que se resuelva en la sentencia definitiva”.

Fue la misma sala la que valoró la cuestión de fondo del conflicto, si el órgano administrativo había resuelto de forma favorable o no, en junio de 2015. En ese momento, dos años antes, les sirvió para argumentar que “no cabe lugar a la suspensión de la eficacia de aquella resolución en base al mero criterio del fumus boni iuris”, una figura legal que equivale a la apreciación del buen derecho para dictar la providencia cautelar.

El TSJC dio un varapalo al Gobierno al recordar que la “Generalitat formalizó el contrato de autos antes de que se emitiera la resolución del Oarcc, de modo que asumió de forma voluntaria el riesgo de que ésta dejara sin efecto el acuerdo de adjudicación”.

Tampoco consideró que la “prestación del servicio” pudiera verse “sustancialmente alterada por la ejecución” de la resolución en la que se apeaba a Acciona del proceso por los mecanismos de los que dispone la Administración para evitar el perjuicio, “incluso la continuidad de la gestión del adjudicatario durante un período transitorio que eviten cualquier solución de continuidad en la prestación del servicio”.

Señaló que la oferta de Agbar “vincula a quien la formuló y que no ha sido considerado inadmisible en ningún momento, por lo que tampoco cabe prever la posibilidad de que se declare desierto el procedimiento de adjudicación” y que esta cumplía con el requisito del pliego de condiciones de mantener a la plantilla de ATLL como mínimo 20 meses en sus puestos de trabajo antes de plantear alguna reestructuración en la empresa.

Tampoco apreció la “existencia de daños o perjuicios de difícil reparación respecto del personal de la extinta entidad Aigües Ter-Llobregat”.

Sobre el presunto impacto pernicioso de la resolución del Oarcc sobre la tarifa, el Alto Tribunal consideró que ni la Generalitat ni los adjudicatarios habían argumentado correctamente en sus recursos cómo iba a afectar.

“No ha quedado bien determinada en esta pieza separada” los motivos por los que el precio del agua en alta subiría “unos 30 millones de euros anuales”. Remarcó que el Gobierno tenía la potestad de regularla en la Comisión de Precios a pesar de que esa también sería una cuestión que se debía examinar en el proceso de fondo, no en el ámbito de las medidas cautelares.

Sobre el presunto daño a la Hacienda de la Generalitat de romper el contrato con Acciona en ese momento del proceso, el TSJC afirmó que el “abono del canon correspondiente” sería “asumido por el nuevo adjudicatario, en condiciones equivalente al anterior, por lo que tampoco cabe apreciar la existencia de un quebranto relevante”. Todo ello, en un periodo de tiempo que no se debía prolongar por la vinculación de Agbar al haber presentado una oferta por ATLL.

Agbar había ganado el primer asalto, aunque el auto no era en firme y cabía recurso de reposición.

Mas-Colell, en la comisión especial del Parlament, hizo la primera valoración pública de la sentencia tras la primera lectura de los jurídicos de la Generalitat. Mantuvo que la interlocutoria decía que la “posición de la Generalitat es sostenible” y que no justificaba en ningún momento la “suspensión del contrato”.

Vila fue mucho más prudente. Declaró ante los partidos de la oposición que aún quedaba mucho camino por recorrer, ya que se interpondría un recurso de alzada y, si tampoco les concedían las medidas cautelares, recurrirían a la vía de la casación ante el Tribunal Supremo. Siempre a la par con Acciona Agua, ATLL Concesionaria y Aigües de Catalunya (la sociedad de BTG Pactual).

Los escritos de denegación del TSJC a los licitantes, publicados el mismo día que la respuesta a la Generalitat, añadían otros detalles. En el que se mandó a Acciona Agua y ATLL Concesionaria, el Alto Tribunal dejó claro que a pesar de que el Oarcc no “incluyó la anulación formal del acto de adjudicación, no puede haber ninguna duda sobre el hecho de que la exclusión del licitador que obtuvo la adjudicación comporta necesariamente la anulación del acto”23; mientras que la resolución a las cuestiones que planteó el socio financiero del consorcio, incidió en que la exclusión de Acciona del proceso propiciaría una nueva firma del contrato con Agbar. “De forma que no habría en este caso pérdida de recursos financiero para la Administración ni quedaría afectado el cómputo del déficit de la Generalitat”24.

Todos ellos disponían de 10 días parar preparar una nueva argumentación para el TSJC.

Agbar no se apuntó tampoco una victoria esa jornada. El 26 de marzo la misma sala del Alto Tribual también rechazó la medida cautelar que el perdedor de la licitación había reclamado: la suspensión del acto de formalización del contrato entre la consejería de Territori i Sostenibilitat y el consorcio liderado por Acciona.

*****

El recurso de reposición se presentó a principios de abril. Al considerar que el conflicto estaba aún vivo y con el rechazo a Agbar a la anulación del contrato, el Gobierno catalán blindó a los gestores de ATLL.

Mantenía el mismo argumento que había repetido de entrada, que las arcas catalanas no disponían de recursos para devolver los casi 300 millones que había desembolsado el consorcio liderado por Acciona y que era demasiado arriesgado por el elevado déficit público anular un contrato que había propiciado la desconsolidación de casi 1.000 millones.

El consejero de Presidencia y portavoz del Ejecutivo fue muy directo en la comparecencia que hizo ese día para explicar que continuarían con el litigio. Afirmó que ATLL se había privatizado porque “no llegábamos a final de mes, hablando en plata” y que el periplo judicial no era “ni bueno ni malo, es lo que hay”.

Tres días después, cayó otro de los ideólogos de la privatización. Leonard Carcolé anunció que dejaba la Agència Catalana de l’Aigua (ACA) para incorporarse al sector privado. Fichó por el grupo andorrano Heracles, una constructora que también trabaja con infraestructuras hídricas y que tiene muy poca presencia en España.

Territori quiso desvincular la salida de Carcolé con el primer varapalo judicial a sus intereses en ATLL, pero la relación fría que mantenía el antiguo colaborador de Recorder con Vila era conocida en la consejería. No se entendían y el litigio no ayudó a acercar posiciones, por lo que la dimisión era esperada. Su sustituto fue Jordi Agustí, quien asumió la dirección del ACA el 30 de abril.

Ratificó en su cargo al único ejecutivo que había participado en el diseño de la plica y estaba presente en la mesa de adjudicación de la concesión que quedaba en la casa, Joan Pinyol.

Habían transcurrido los cuatro primeros meses de 2013 y el TSJC aún era el principal protagonista de la guerra del agua. Las dos partes que se enfrentaban jurídicamente mantenían sus espadas en alto y la tensión era máxima en el seno del Gobierno catalán.

Mas-Colell defendía a capa y espada que no se debía tocar ni una coma de la concesión por el efecto que pudiera tener para la economía catalana, aunque el Alto Tribunal hubiera minimizado esta posibilidad al rechazar por primera vez las medidas cautelares. Tenía pánico a que los fallos en el proceso de privatización, en el que su departamento no había participado, abriera una brecha en las finanzas catalanas, y el presidente le apoyaba. Fue Germà Gordó, en ese momento responsable de Justícia, el que mostró públicamente su desencuentro con la estrategia.

El rival de Mas en la refundación de CDC apostaba por intentar llegar a un acuerdo entre Acciona y Agbar y recordaba que la mejor baza que tenían para ello era que Santi Vila era nuevo en Territori, por lo que aún estaba a tiempo de marcar distancias con la política de su predecesor. Compartió públicamente esta posición en una conferencia del Fórum Nueva Economía que se celebró en abril en Barcelona, algo que no gustó ni a Mas-Colell ni al presidente de la Generalitat.

Nada cambió en el conflicto hasta junio, cuando Acciona celebró su Junta Anual de Accionistas y generó una nueva polémica al proceso.

*****

Los resultados anuales que presentó ese año José Manuel Entrecanales, presidente de la cotizada, a sus accionistas no fueron buenos. La reforma energética que había aprobado el Gobierno de Mariano Rajoy había provocado un agujero de entre 160 y 170 millones en sus cuentas por el fin de las ayudas a las renovables, la construcción privada estaba por los suelos y las medidas de austeridad en el sector público habían frenado el desarrollo de infraestructuras.

ATLL era básico para sostener el ejercicio. Era un negocio exitoso por el que la dirección se podía colgar una medalla antes de recortar el 11% el dividendo y rebajar un 10% la retribución de los consejeros.

Se esperaba una junta movida por ello. Los accionistas minoritarios señalaron la inseguridad jurídica del proyecto estrella de Acciona y Entrecanales se defendió: anunció que el Gobierno de Artur Mas le había enviado una carta para acreditar sus derechos como concesionario. Dejó a los portavoces de la Generalitat con la boca abierta. Ni Economia ni Territori avalaron la existencia de la misiva en la forma y los términos que había anunciado el presidente de la cotizada.

Fue la oposición parlamentaria la que se movió de nuevo para exigir responsabilidades. ICV-EUiA presentó una pregunta a la mesa de la Cámara catalana para exigir a Artur Mas que detallara los motivos que habían llevado a su Gobierno a “ofrecer garantías de indemnizar los daños y perjuicios que se puedan ocasionar a dicha empresa como consecuencia de las posibles resoluciones judiciales”.25

No fue hasta finales de agosto de ese año cuándo la Generalitat reconoció la existencia del documento. Fue en el transcurso de otra sesión parlamentaria dedicada exclusivamente a la guerra del agua. Allí, los consejeros de Territori y Economia aseguraron que ambos habían firmado una resolución interpretativa de los servicios jurídicos de la Generalitat sobre los pliegos de condiciones del contrato de servicios.

No se trataba de una carta, tal y como había manifestado el presidente de Acciona, sino un escrito formal en el que el Gobierno admitía a la cotizada que si perdía la concesión se le devolvería el primer pago de la concesión –298 millones– y que existiría una “supuesta compensación adicional”, tal y como admitió Vila ante la comisión.

El documento, que se divulgó poco después, se hizo a petición de ATLL Concesionaria justo antes de la junta de accionistas, el 7 de junio.

En él, los consejeros aseguraron que la sociedad concesionaria tenía derecho a una compensación por “daños y perjuicios que correspondan” 26según las cláusulas del contrato de concesión. “Previa tramitación del expediente administrativo correspondiente, la Administración abonará el importe de la compensación en el momento en el que se firme el acta de retorno”, añadieron.

La concesión de ATLL incluía una fianza que se usaría “en el caso de que la sociedad concesionaria hubiera constituido prenda sobre los derechos de crédito que tiene frente a la Administración”. Llegados a este punto, las “entidades financieras recibirían un pago directo y separado sin minorar las cantidades que el concesionario debiera a la Administración”. Esas irían a cargo de la provisión.

Esa cantidad estaba depositada en la Caja General de Depósitos de la Generalitat. Vila y Mas-Colell se cubrieron las espaldas afirmando que mantendrían la provisión consignada en el caso de que el “concesionario hubiera de asumir la continuación de la prestación del servicio público de abastecimiento de agua durante el tiempo que precise la Administración para disponer de un nuevo concesionario o hacerse cargo directamente de la prestación del servicio”.

*****

La inseguridad jurídica de ATLL obligaba al Gobierno a tomar medidas que no se daban en otras concesiones. Entre ellas, un viaje del presidente a Brasil para intentar aplacar los nervios de BTG Pactual.

Artur Mas se trasladó hasta Sao Paulo a principios de julio para internacionalizar el proceso independentista catalán, según se aseguró a los medios que le acompañaron en su visita al país. ¿Por qué se eligió internacionalizar el independentismo en ese estado de Sudamérica? Porqué allí está la sede del banco que había financiado ATLL.

Mas aprovechó el viaje para visitar a los responsables de la entidad y tranquilizarlos, ya que habían recibido una nota de su auditor que alertaba de que la justicia podía revertir la adjudicación de ATLL con las consecuencias económicas que tendría (aún mantenía la inversión junto a Abertis en los túneles, pero no peligraba).

El presidente catalán les aseguró que la Generalitat estaría a su lado a lo largo de todo el proceso en los tribunales y mantuvo que el primer correctivo que habían recibido podría cambiar de signo a lo largo del periplo.

La respuesta le llegó tan sólo unos días después.






 

21. Respuesta del consejero de Economia, Andreu Mas-Colell, a la diputada de Ciudadanos Carina Mejías el 16 de mayo de 2013.

22. TSJC Sala de lo contencioso-administrativo sección quinta. Recurso 14/2013.

23. TSJC Sala de lo contencioso-administrativo sección quinta. Recurso 28/2013.

24. TSJC Sala de lo contencioso-administrativo sección quinta. Recurso 38/2013.

25. Pregunta de Salvador Milà (ICV-EUiA) a la Mesa del Parlament el 2 de julio.

26. Interpretación del pliego de cláusulas administrativas particulares de ATLL firmado por Santi Vila i Vicente y Andreu Mas-Colell el 5 de julio de 2013.


El pacto imposible

La misma sección quinta de la Sala de lo contencioso-administrativo del TSJC desestimó por segunda vez el 16 de julio de 2013 suspender la resolución del Oarcc como medida cautelar.

El tribunal presidido por Emilio Berlanga junto a los magistrados Alberto Andrés, Eduardo Paricio y Juan Fernando Horcajada rechazó primero los argumentos de la Generalitat y tres días después los de Acciona Agua y ATLL Concesionaria por un lado y Aigües de Cataluña (BTG Pactual) por otro. Los tres autos se notificaron a las partes el 19 de julio.

De nuevo, el Alto Tribunal dio un espaldarazo al Oarcc y a las decisiones que tomaba. El Gobierno alegó en ese momento que la vinculación del calendario de obras en las ofertas debía ser entendido en el “sentido que el orden y la secuencia de las obras que se debía respetar se limita a aquellas relacionadas entre sí, singularmente las referida a un mismo emplazamiento” 27 y señaló que el consorcio liderado por Agbar también había modificado este apartado en su oferta, ya que había adelantado algunos proyectos.

“Puede ser que la resolución del Órgano administrativo no ha sido suficientemente por lo que respecta a la distinción entre lo que es obligado y lo que es de libre disposición en la temporización de las obras”, indicaron los magistrados en el auto, aunque consideró “verosímil” que se vulnerara el principio de igualdad al permitir a Acciona iniciar los proyectos más tarde para rebajar la tarifa en un primer momento.

El Alto Tribunal indicó que esta cuestión se debía analizar en el recurso de fondo, no en el ámbito de las medidas cautelares en el que tanto los argumentos del Gobierno como los del Oarcc parecían lógicos.

Por ello, aseguró que en ese momento no se podía certificar la “evidencia de un error manifiesto en la resolución impugnada que pueda fundamentar la medida cautelar que se pide en un motivo de apariencia de buen derecho del recurso”.

Sobre la perturbación de la Hacienda catalana al ejecutar el contrato de ATLL con Acciona, el TSJC analizó los escenarios posibles que propiciaría la anulación y concluyó que el Gobierno no había acreditado de nuevo “con suficiente solvencia un daño desproporcionado derivado de la ejecución de la resolución impugnada”.

Descartó de entrada la posibilidad de que la Generalitat retomara de nuevo la gestión del servicio porque el ente público que se encargaba de ATLL se había disuelto y porque varias disposiciones de la ley vigente en Cataluña “imponen la gestión indirecta del servicio mediante una concesión”. Por ello, el servicio debía ser concedido a la “segunda licitante”, el consorcio de Agbar, y en el caso de que no prosperara “debería ser objeto de una nueva concesión”.

Por lo que el nuevo adjudicatario estaría obligado a asumir la “retribución correspondiente y el déficit público se mantendría en los mismo términos actuales”.

El presunto plan de medidas de reequilibrio de las finanzas públicas que se debería aplicar tras la concesión, con nuevos recortes de gasto o la obtención de mayores ingresos que alegó el Gobierno ante el TSJC, se podría ejecutar “de forma paralela” a la adjudicación y el “déficit quedaría absorbido simultáneamente” si la Administración fuera suficientemente veloz.

El último argumento que los magistrados rechazaron fue el presunto incremento de la tarifa. Indicaron que la diferencia de precio entre las ofertas de los dos consorcios que pujaron por ATLL “oscilaría entre 5,2 euros/ habitante/ año en 2013 y 3,2 euros a partir de 2015”, a lo que se debía sumar que Acciona no repercutía los impuestos en su cálculo, tal y como denunció Agbar ante la sala. El Alto Tribunal advirtió que la Administración había subido su precio de forma “prácticamente simultánea a la resolución del concurso”.

Concluyeron que no podían dar el argumento como válido sin una proyección realista sobre el impacto final a la factura de los ciudadanos, ya que el agua en alta es solo una parte del coste final del servicio. Y el efecto real final en el incremento de una presunta resolución de la concesión no era suficientemente destacable.

Tampoco aceptaron como argumento válido el presunto riesgo para la plantilla de ATLL. El Alto Tribunal manifestó que las garantías de empleo que los dos licitadores enfrentados daban alcanzaba los 60 meses, “plazo suficiente a los efectos de tramitar este proceso”.

En el auto que contestó a Aigües de Catalunya, el TSJC certificó que al existir dos ofertas sobre la mesa por ATLL no se podía reivindicar un “derecho consolidado” por parte de la adjudicataria por haber asumido la gestión, pagar el canon correspondiente y desplazar a su personal.

“Estamos ante un juego de intereses que suma cero: lo que favorece a un licitador perjudica al otro y viceversa”.

A pesar de desestimar las medidas cautelares, el debate en la sección quinta de la sala de lo contencioso-administrativo fue intenso. Tanto, que se emitió en los tres autos el voto particular del magistrado Alberto Andrés.

Discrepó de las decisiones de la mayoría de la sala porque consideró que las “alegaciones de las partes debían llevar a reconsiderar la decisión adoptada inicialmente”.

La primera de ellas era que la Oarcc había incurrido en un “error manifiesto” al considerar el calendario de obras “vinculante en toda su extensión” y que se limitó a “excluir la oferta presentada por el adjudicatario” sin pronunciarse “en absoluto el resultado final del concurso”, por lo que aceptaba el argumento de que las consecuencias económicas que podrían derivar de una resolución “desbordan claramente el contrato litigioso y tienen una incidencia macroeconómica que debe ser tenida en cuenta”.

Remarcó que el periplo judicial afectaba la “prestación de un servicio esencial, como es el abastecimiento de agua en alta” por lo que “ejecutar el auto impugnado del Oarcc” perjudicaría tanto el interés público como no hacerlo porque el conflicto se mantendría de todas formas “hasta que recaiga en este proceso una resolución firme”.

El Alto Tribunal imponía por primera vez unas costas “que en ningún caso superarán el máximo total de 800 euros”.

*****

La Generalitat encajó el nuevo golpea la concesión de ATLL más preparada y con el alivio que le propiciaba el voto particular. Mas declaró públicamente que no se trataba de una resolución definitiva y que se podía recurrir ante el Tribunal Supremo, como así hizo el último día de julio.

Territori y Economia interpusieron un recurso de casación ante el máximo órgano jurídico de España en los conflictos administrativos. Era el último tribunal al que podía acudir para aprobar la medida cautelar que tanto ansiaba: aparcar la decisión del Oarcc hasta que no se resolviera la cuestión de fondo.

Acciona y BTG Pactual también movieron ficha. Básicamente, para convencer a los mercados de que la concesión seguía vigente porque el auto no era firme y remarcar que incluso en la sala del TSJC que había tomado la decisión había divergencia de opiniones.

Acciona Agua y ATLL Concesionaria acudieron al Tribunal Supremo el 26 de julio y BTG Pactual hizo lo propio tres días después.

*****

A la vuelta de las vacaciones de verano, el Gobierno tomó la decisión de convertir el Oarcc en el Tribunal Catalán de Contratos del Sector Público. Juan Antonio Gallo mantendría la presidencia, pero ganó personal por lo que pudo ser más ágil a la hora de resolver los conflictos que le llegaban.

Tras dos varapalos judiciales, la Generalitat también intentó limar asperezas tras el verano con las partes implicadas en el conflicto.

Fue el propio Mas el que propuso de forma informal a Acciona, Agbar y BTG Pactual intentar encontrar una solución pactada que finalizara el periplo por los tribunales. Los dos últimos mostraron una buena disposición a intentar explorar si era posible llegar al acuerdo, pero el grupo de los Entrecanales se negó en rotundo. ATLL era demasiado importante en su negocio para renunciar a ella.

Este intento de acercar posiciones se movió de forma paralela a la evolución lógica de la pugna legal. Territori presentó a principios de septiembre la demanda definitiva ante el TSJC en la que reclamaba anular la resolución del Oarcc y confirmara la adjudicación del contrato de gestión del servicio de ATLL.

El Alto Tribunal catalán empezaba a abordar la cuestión de fondo.






 

27. TSJC Sala de lo contencioso-administrativo sección quinta. Recurso 14/2013.


La oposición y la posición cercana entran en juego

El agotamiento de las vías de negociación abiertas por la Generalitat se materializó a principios de febrero de 2014. Más de un año después de que el Oarcc, ya entonces Tribunal Catalán de Contratos del Sector Público, excluyera a Acciona de la licitación el demandante, el Grupo Agbar solicitó a la Sala de lo contencioso-administrativo del TSJC la ejecución de los dos autos de la sala que declinaban dejar a Acciona al frente de la concesión como medida cautelar.

Aludió a la irregularidad que suponía por parte de la Generalitat mantener al frente de la gestora de agua a la compañía para solicitar la nulidad inmediata del contrato y el cumplimiento de lo que había decretado el órgano administrativo: que el concurso retornara al momento previo a la adjudicación. Es decir, que Agbar se quedara con el contrato porque era el único licitante.

Además, en agosto tensionó las relaciones con ATLL Concesionària al considerar que la empresa tenía la concesión caducada, hecho que le impedía pagar directamente a la sociedad el servicio de abastecimiento que realizaba.

La participada de Suez empezó a abonar el concepto recogido en la factura del agua, que cobraba directamente a la ciudadanía en los casos que era gestor del servicio en baja, directamente a la Generalitat.

*****

La oposición volvió a cercar a Mas por el fracaso de la vía dialogada. Pidió la comparecencia de los consejeros Vila y Mas-Colell para dar explicaciones del caso ATLL, y el Supremo tenía su propio calendario, mucho más dilatado que el del Alto Tribunal catalán. El presidente respiró algo más tranquilo cuándo en mayo, el TSJC rechazó la petición de la participada de Suez.

Un mes antes, a mediados de abril, Vila desplazó a Joan Pinyol de la gerencia del ACA hasta ocupar el mismo cargo en el Institut Català del Sòl (Incasòl) para que enfrentara nuevos retos profesionales.

De esta forma, el consejero de Territori daba por zanjada la etapa de su predecesor en el cargo en la consejería y marcaba distancias con toda la gestión inicial de ATLL de forma discreta. La recolocación le permitía alejarlo de la gestión del agua pero no implicaba su salida de la Generalitat, un gesto que se hubiera interpretado como un rechazo a las medidas emprendidas hasta la fecha.

Agbar dio de nuevo un paso para reclamar sus intereses el 27 de mayo. Presentó un escrito ante el departamento de Vila en el que anunciaba que iba a denunciar la inactividad del consejero al no cumplir con la resolución del Oarcc. Terrotri lo inadmitió a trámite el 27 de agosto de ese año y cinco días más tarde la compañía presentó un nuevo recurso contencioso-administrativo en el TSJC. En el escrito, acusó directamente al Gobierno de arbitrariedad al saltarse las resoluciones de forma consciente.

El Ejecutivo no tuvo demasiado tiempo para olvidarse de la guerra del agua en la segunda mitad de 2014. Mientras la nueva causa recaía ente el TSJC, los técnicos de Acciona y Agbar declaraban ante el Tribunal Supremo. La sentencia llegó a finales de octubre y, de nuevo, la Generalitat, Acciona y BTG encajaron una resolución en su contra.

La máxima autoridad jurídica del país desestimó las medidas cautelares en casación. La Oarcc salía de nuevo reforzada y la Generalitat recibía un correctivo severo.

El magistrado ponente, Vicente Conde Martín de Hijas, de la sección séptima de la Sala contencioso-administrativo del Supremo, resaltó de entrada que el Gobierno había formalizado el contrato “antes de que se hubiese dictado resolución en el recurso especial y cuando aún no había transcurrido el plazo legal para dictarla”28 y criticó la “falta de claridad del discurso de la recurrente [la Generalitat]. Así como la falta de la exigible coherencia del mismo con el marco formal del motivo elegido”.

Indicó que estos motivos eran suficientes para desestimar el recurso, pero la sala se explayó a lo largo de 73 páginas “en aras de una más plena satisfacción del derecho de tutela judicial efectiva”.

Aseguró que el “planteamiento de la recurrente” se basaba en la “existencia de un error manifiesto de la resolución recurrida; y para evidenciarlo” exponía un “largo discurso crítico de los razonamientos de los autos que no es sino el propio planteamiento de la cuestión de fondo a decidir en el proceso”, no en el ámbito de las medidas cautelares.

Afeó que en la argumentación alegara que el rival de Acciona en el proceso también hubiera alterado el calendario de obras cuándo “los autos recurridos no se han pronunciado sobre la oferta de Sociedad General de Aguas de Barcelona y que, por tanto, toda referencia a ésta se sitúa al margen de la fundamentación de los autos y resulta inoperante para la imputación del error”.

Sobre la presunta prevalencia del interés público de mantener en todos los términos el contrato de concesión de ATLL hasta disponer de una sentencia en firme de la cuestión de fondo por el daño que haría a la Hacienda pública catalana –el equipo jurídico alegó que el ajuste negativo del déficit se incrementaría en el -0,51% respecto a las previsiones de los presupuestos, situándolo en el -2,46%–, el Supremo consideró que carecía de “eficacia” por el pecado original del Gobierno.

“Todo el perjuicio económico”, relató, “deriva de una actitud de la Administración difícilmente explicable, y no explicada en términos convincentes en el recurso al formalizar el contrato en un momento en que era inminente la decisión del recurso especial ante el Oarcc y cuando no había transcurrido aún el plazo para dictarla”.

Contabilizó que el órgano administrativo se había retrasado dos días para cumplir con el plazo máximo, ya que hubo diferencias sobre el cálculo del tiempo de que disponía, pero que firmar la concesión el 27 de diciembre, un día antes de sus cálculos, era un “aparente intento de anticiparse a la resolución, una actitud censurable”.

El correctivo al Gobierno de Artur Mas fue más allá al manifestar que la “pretendida excusa referida a la formalización del contrato, no aceptable, no lo es en modo alguno a la ejecución seguida a partir del día 2 de enero, cuando el contrato ya estaba anulado y la Administración […] no podía ya ejecutar el contrato, fuese cual fuese la fecha de su formalización”.

Estos argumentos los traspasó “al resto de perjuicios económicos aducidos”.

En cuanto a la masa laboral, valoró que una vez “anulado el contrato, nada impediría que la Administración se responsabilizase del retorno de los trabajadores a la situación inicial, satisfaciendo así el interés de estos y, en su caso, responsabilizándose de los perjuicios que pudiera haberles causado”.

Las sentencias del Supremo referidas a Acciona Agua, ATLL Concesionaria de la Generalitat y Aigües de Catalunya (BTG Pactual), son mucho más breves y menos agresivas. Con todo, el Alto Tribunal rechazó del mismo modo que cumplir con la decisión de excluirles de la concesión significara un daño económico y laboral importante para la Generalitat y les impuso pagar unas costas máximas de 6.000 euros.

Todos ellos presentaron una súplica, que tampoco cambió los argumentos anteriormente expuestos. Las respuestas se publicaron entre los últimos meses de 2014 y los primeros de 2015.

*****

El Gobierno catalán quedó noqueado. Se había terminado la vía judicial y no había conseguido que ningún tribunal aceptara mantener a Acciona frente a ATLL como medida cautelar, por lo que cuando se preguntaba a algún miembro del Ejecutivo cuál sería el siguiente paso que iban a dar la respuesta era siempre la misma: “Estamos estudiando la sentencia”.

La presión llegaba a la Generalitat desde todos los lados. Agbar la mantenía en los tribunales para anular la concesión y Acciona, a su vez, dejaba claro que estaba lista para emprender otra batalla legal para reclamar los daños y perjuicios que creía oportunos llegados a ese momento de la concesión.

Usó la carta de que sólo se habían pronunciado sobre las medidas cautelares, por lo que albergaba la esperanza de que el TSJC o el Supremo cambiaran de parecer al analizar a fondo si el órgano administrativo actuó correctamente o no al excluirles de la licitación.

A todo ello, se le debe sumar que las arcas catalanas estaban vacías. Economia aseguraba que no disponían ni siquiera de los 298 millones para devolver el pago inicial a Acciona y existían diferencias internas en el Gobierno. Los críticos, con Gordó en cabeza, se hicieron oír ante Mas sobre lo que consideraban que era un fracaso de gestión público.

Finalmente, a mitad de diciembre de 2014, Santi Vila emitió un comunicado en el que anunció que su departamento constituiría una nueva mesa de contratación de ATLL para cumplir con las sentencias judiciales.

El objetivo del nuevo órgano de contratación, que incluía buena parte de los miembros que habían participado en la primera adjudicación, sería “estudiar la mejor vía para dar cumplimiento inmediato a la resolución del Oarcc sobre el concurso por el que se adjudicó la gestión del servicio de la red Ter Llobregat”29.

La reacción de la cotizada de los Entrecanales no se hizo esperar. En un comunicado a los medios, el grupo afirmó que se reservaba “a todos los efectos, las acciones legales que a su derecho convengan en defensa de sus legítimos intereses, las cuales ejercerá y continuará ejerciendo en todas las instancias hasta que sus derechos reconocidos sean definitivamente ratificados o resarcidos”30 y amenazó con exigir las “responsabilidades que en cada caso procedan”.

La Generalitat estaba entre la espada y la pared. Constituyó la mesa de contratación el 19 de diciembre sin conseguir sacarse de encima la polémica al poner al frente del órgano al mismo funcionario que firmó el contrato con Acciona: el secretario general del departamento de Territori, Pau Villòria.

Poco antes de que los técnicos empezaran a trabajar, Mas tuvo que lidiar con el enquiste del conflicto interno en el Gobierno que había propiciado el caso ATLL. Mas-Colell inició un órdago contra Vila y su consejería por haber dado un paso que ponía en jaque las finanzas catalanas, según sus argumentos.

Le apoyaba el gabinete jurídico de la Generalitat que defendía que imponerse a Agbar en el litigio de fondo aún era posible. Por lo que el apoyo del presidente al consejero de Territori para cumplir con el mandato legal se resquebrajó.

La mesa analizaba pero no avanzaba en la resolución del contrato con Acciona. Los nervios se incrementaban en Agbar y a finales de mes añadió una nueva tensión a la pugna judicial. El día de Nochebuena, presentó ante la consejería de Vila un nuevo escrito en el que se reclamaba que cumpliera la sentencia del Supremo y se le alertaba de que hacer oídos sordos a la demanda implicaba una “vulneración del ordenamiento jurídico”.

De nuevo, casi un mes después, los Entrecanales contestaron mediante un escrito de alegaciones. Fueron muy duros con el Gobierno al asegurar públicamente que les habían presionado a finales de 2012 para firmar de forma precipitada la adjudicación de ATLL.

Confesaron que en ese momento habían remitido dos cartas al Ejecutivo en las que reclamaban prudencia para dar tiempo al órgano administrativo que valora la contratación pública en Cataluña a tomar una decisión sobre el recurso que había presentado su rival.

¿Qué les hizo cambiar de opinión? “Sólo ante la amenaza de vernos excluidos de la adjudicación y privados de la fianza constituida por el importe de 10 millones de euros, procedimos a la firma del contrato y al consiguiente pago de la primera parte del canon por importe de 298.651.830 euros”31, afirmaron en el escrito.

Indicaron, asimismo, que cualquier resolución del contrato implicaría tanto el retorno de esa cantidad como de los pagos anuales que había realizado tanto en concepto de canon como por las inversiones en la compañía.

Al no prosperar la anulación de la concesión, Agbar recurrió por enésima vez al TSJC. El seis de febrero de 2015 pidió el amparo del Alto Tribunal para obligar al Gobierno a cumplir con las resoluciones del caso ATLL.






 

28. Tribunal Supremo, sección séptima de la Sala de lo contencioso-administrativo. Recurso de casación 3019/2013 dictado el 5 de noviembre de 2014.

29. Comunicado a los medios de Territori del 13 de diciembre de 2014.

30. Comunicado a los medios de Acciona del 13 de diciembre de 2014.

31. Escrito de alegaciones que Acciona presentó ante Territori el 27 de enero de 2015.


El ‘procés’ que todo lo cubre

Mientras los tribunales analizaban el litigio, cada vez más complejo, la situación política en Cataluña se complicaba. Tras un periodo de impasse, el procés estaba en momentos máximos y CDC preparaba las elecciones, primero locales y luego el avance electoral catalán. Y para ello se sacó de encima a su compañero de viaje de toda la vida en la federación nacionalista, Unió, poco favorable al independentismo, e intentaba seducir a ERC.

Esa era la principal tarea de Mas, que terminó con el nacimiento de Junts pel Sí en julio. Tras el descalabro en las elecciones locales, con el impacto que supuso para Xavier Trias perder en Barcelona y pasar el bastón de mando a Ada Colau de BComú, se intensificó el trabajo en dar forma a una candidatura electoral que incluyera CDC, ERC, y las principales organizaciones independentistas de Cataluña, Òmnium Cultural y la Asamblea Nacional Catalana (ANC), con Muriel Casals y Carme Forcadell en la lista.

También se unieron a la confluencia Demòcrates de Catalunya, una escisión soberanista de Unió, y Moviment d’Esquerres, impulsado por dos escisiones del PSC en las que se encontraba el eurodiputado Ernest Maragall, la ex consejera de Sanidad, Marina Geli, o el predecesor en el cargo de Mas-Colell, Antoni Castells.

Las elecciones se celebrarían el 27 de septiembre, fecha que implicaba que la campaña electoral se iniciara tras la Diada Nacional de Cataluña (11 de septiembre), una clara declaración de intenciones.

Presidencia y la cúpula de CDC estaba centrada en el proceso independentista, cabe tener en cuenta que las elecciones se plantearon como un plebiscito, hecho que implicó que el caso ATLL pasara a un segundo plano.

Eso interesaba al Gobierno de forma especial porque no había consenso con sus socios de coalición sobre el futuro de la compañía. ERC criticó inicialmente la privatización de la compañía, ya que mantenía que la gestión pública era la mejor opción para ofrecer un servicio como proveer de agua potable los hogares de 4,5 millones de catalanes. Incluso se había desmarcado, y se desmarcó en esos meses, de la gestión de la guerra del agua. Con todo, apoyaba que la situación económica de la Generalitat no permitía resolver el contrato.

El principal interés del Ejecutivo fue que la cuestión adoptara un perfil bajo y se preparó para las resoluciones judiciales que aún debían llegar.

Agbar hacía todo lo posible para evitarlo, y a principios de marzo denunció el caso ante la Secretaría General de la Comisión Europea. Denunció que en Cataluña se había producido una vulneración del derecho comunitario en materia de contratos públicos por el incumplimiento de la decisión vinculante del órgano administrativo creado ad hoc primero y de las resoluciones judiciales, incluso del Tribunal Supremo, después.

La decisión de Bruselas podría dar lugar a una reprimenda al Reino de España, que es el interlocutor del Gobierno comunitario. Con ello, la participada de Suez forzaba la situación para que el Ejecutivo central bajara al barro en el caso de que se le reclamaran explicaciones.

Acciona dio un golpe sobre la mesa poco después al exigir a Agbar que pagara sin demora 65 millones de euros, el servicio de abastecimiento que había dejado de facturar de la compañía desde agosto. La factura contenía 45 millones por llevar agua potable hasta los depósitos de cabecera de los municipios en los que realizaba la distribución hasta las viviendas y 350.000 euros en intereses de demora.

Nunca los abonó a pesar de que la cuestión llegó a los tribunales, ya que la denunciada pagaba a la Generalitat. El Gobierno entregaba después esa cantidad a ATLL Concesionària, por lo que el proceso era más burocrático pero el resultado final era el mismo. Como se quejó la cotizada ante la justicia catalana, se trataba de una “estratagema” para “desestabilizar y desordenar la prestación del servicio” que se acabó consolidando.

*****

En abril llegó la resolución de la nueva mesa de contratación. Mas-Colell se había salido con la suya, ya que Territori alteró la relación contractual que mantenía con el consorcio liderado por Acciona y le otorgó una concesión provisional hasta que no se resolviera la cuestión de fondo. Es decir, hasta que el TSJC no determinara si el Oarcc tenía razón o no en excluirles de la licitación por el calendario de obras.

Todas las partes tenían claro que la cuestión acabaría ante el Supremo, de forma independiente de lo que decidiera el Alto Tribunal catalán. Aunque el Gobierno y sus asesores jurídicos esperaban tener más suerte en su argumentación jurídica llegados a este punto del conflicto.

No fue así. La decisión llegó el 22 de junio y fue por enésima vez contraria a los intereses del Ejecutivo, de Acciona y de BTG Pactual.

La sección quinta de la Sala de lo Contencioso-administrativo del TSJC recordó de entrada a las partes que su único papel sería el juzgar si el Oarcc se había equivocado o no a principios de 2013, a pesar de que admitió añadir nuevos elementos al debate para que pudieran defender sus tesis. Eso sí, dejó de nuevo fuera la cuestión de que Agbar también había alterado el calendario de obras y también debía ser excluida de la licitación. “Esta es una cuestión que corresponde al órgano de contratación”32, indicó.

Al entrar a valorar la periodicidad de las obras de mejora en ATLL, el Alto Tribunal fue claro al plantear que “si una oferta que mantuviera los horizontes temporales de las diversas obras, sin mejorarlos, comportaría una valoración 0, el empeoramiento de estos horizontes temporales no puede recibir la misma valoración”.

Recordó, asimismo, que el Oarcc había manifestado que esa alteración tendría un impacto en la tarifa, ya que permitía a la oferta de Acciona bajarla en los primeros años al no repercutir ningún proyecto de mejora de las infraestructuras.

Consideró que, en base al principio de transparencia e igualdad inherente en cualquier contratación pública, todos los contratistas deberían haber conocido que era posible manipular la ejecución de los proyectos hidráulicos para conseguir una oferta más atractiva en el plano económico.

Reconoció que el pliego de condiciones no incorporaba “ninguna indicación explícita sobre el carácter imperativo del programa” pero que en la aclaración que Agbar solicitó en el proceso la “Administración estableció en su contestación que el programa de ejecución de obras que deben proponer los licitadores podía adaptar el calendario propuesto, pero era necesario respetar el orden y la secuencia” que se había marcado.

La respuesta se presentó a todos los licitadores antes de que entregaran las plicas, por lo que Acciona era conocedora de la misma.

“No se puede dudar que la aclaración mencionada se integra en las bases del concurso”, sentenció la sala. También puso el acento en la persona que la había firmado, el director de servicios de Territorio, un cargo “incompetente para modificar el pliego de cláusulas administrativas”.

Por lo que el concurso de ATLL incluía dos cuestiones que según la ley que regula la contratación pública propician la nulidad de la concesión: “La falta de competencia y la falta de procedimiento exigible para modificar las bases del concurso”.

La licitación siguió adelante y la “contradicción generó una situación de confusión en los licitadores sobre el alcance exacto de las bases del concurso en el extremo” que había llegado en ese momento y que afectó a todo el proceso “desde el mismo momento en el que se dictó la aclaración”.

Por todo ello, el TSJC no se limitó a dar o no la razón al Oarcc. El Alto Tribunal catalán decidió directamente cargarse toda la concesión.

“La alteración ilegítima del pliego de cláusulas nos debe llevar a la anulación del acto de adjudicación atendiendo al hecho que las partes no pudieron formular sus proposiciones con el conocimiento de causa exigible de acuerdo con los principios de transparencia, publicidad e igualdad”, sentenció.

No incluyó ningún voto particular de la sala.

Desde ese momento, formalmente ATLL nunca se ha adjudicado a nadie. La Generalitat, Acciona y BTG Pactual anunciaron el mismo día en que se notificó la resolución a las partes que iban a presentar recurso de casación ante el Supremo y poco después Mas-Colell afirmó en el Parlament que echar a Acciona del negocio catalán del agua costaría 326 millones.

El cálculo, que fue de nuevo rechazado por los Entrecanales, incluía el retorno del primer pago realizado en la firma del contrato, las obras ejecutadas a lo largo de casi tres años de concesión y los intereses legales meritados.

*****

A pesar de las exigencias de la oposición parlamentaria, nadie en la Generalitat asumió ninguna responsabilidad por el batacazo en el TSJC, que había sacado por enésima vez los colores al Ejecutivo por la forma en la que había gestionado ya no sólo la batalla en los tribunales por mantener a Acciona al frente de ATLL, sino por cómo pilotó el concurso público en 2012.

El salvavidas de Mas fue ERC. Los republicanos se alinearon con CDC y Unió (que ya iban por separado) para que no prosperase una enmienda presentada por el PSC en la que se reclamaba recuperar la titularidad pública de la gestora del agua.

Las elecciones estaban a la vuelta de la esquina y el argumento económico se usó de nuevo para frenar cualquier intento de resolución del contrato.

Se intentó de nuevo que el caso ATLL pasara lo más desapercibido posible, ya que era motivo de divergencia de opiniones en Junts pel Sí y una diana perfecta para la oposición. Pero los esfuerzos del Gobierno y de su socio, ERC, quedaron en nada por otra decisión judicial que en esta ocasión no tenía nada que ver con su gestión.

En Brasil, el socio de Acciona en las aguas catalanas acababa entre rejas en el marco del escándalo de corrupción y sobornos que propició la caída de Dilma Rousseff meses después: el caso Petrobras. André Esteves, consejero delegado y accionista de referencia de BTG Pactual, apareció en la investigación judicial y acabó en la cárcel.

El banquero, una de las personas más ricas del país con una fortuna estimada en 3.000 millones, fue destituido de su cargo poco después de la detención.

En un primer momento se defendió su inocencia, pero la fuga de depósitos y la caída sin precedentes de los títulos de la entidad en el parqué propició su particular despido. El banco de inversión tuvo que pedir la ayuda pública para evitar la quiebra y se le dio asistencia financiera a cambio de aplicar desinversiones en negocios que no fueran core.

La participación en ATLL fue uno de los afectados. Acciona anunció en los últimos días de diciembre que recompraba el 37% de la concesionaria de agua catalana por unos 60 millones. El importe recibido valoraba toda la compañía en unos 154 millones, una cifra muy por debajo a la de la privatización que respondía a la inseguridad jurídica del contrato, que debía ser validado o anulado finalmente por el Supremo.

El impacto positivo para los Entrecanales de la medida, que le obligó a sacar la cartera en un momento en el que las finanzas de la cotizada tampoco pasaban por su mejor momento, fue que pudo consolidar una participación del 80% en ATLL en las cuentas del grupo. La operación mercantil compensó la caída del precio de la electricidad por el hundimiento del petróleo al cierre del primer trimestre de 2016.

A pesar de que los negocios más importantes del grupo Acciona estaban en horas muy bajas por el ciclo macroeconómico internacional, los Entrecanales presentaron a los accionistas unos beneficios de 49 millones hasta marzo, el 17,4% más que el mismo periodo que el ejercicio anterior.

*****

De forma paralela a los problemas internos de la concesionaria del servicio, el mapa político catalán había cambiado tras las elecciones de septiembre. Junts pel Sí no obtuvo la mayoría absoluta que esperaba y para conseguir el apoyo de la CUP para conformar Gobierno, Artur Mas tuvo que ceder la presidencia de la Generalitat in extremis a Carles Puigdemont.

Además del impacto que supuso en CDC, que tuvo que relegar a segunda fila de la actualidad política a su líder, dejaba la gobernabilidad de Cataluña en manos de la CUP, que también tuvo que hacer sus sacrificios.

La derivada para ATLL era que el futuro del litigio quedaba hipotecado a un grupo que se manifestaba abiertamente en contra de la privatización y con las fuerzas políticas de la oposición con la diana puesta en un elemento que desestabilizaba el Gobierno.

De entrada, el argumento de la falta de recursos de la Generalitat para pagar a Acciona (ya sin BTG) la indemnización fue válido para que se mantuviera el extraño statu quo que se había conseguido: varias causas judiciales abiertas pendientes de resolver, la principal era el recurso de casación del Supremo, y con la gestora con una concesión temporal.

Pero el equilibrio saltó por los aires a principios de febrero. La Oficina Antifraude de Cataluña mandó a la Fiscalía un informe en el que detallaba un sistema de facturas cruzadas entre ATLL Concesionaria de la Generalitat y Acciona Agua que habrían propiciado unos ingresos extra de 13,3 millones a la filial de los Entrecanales.

Le acusó de falsedad mercantil y administración desleal por cometer una falta grave y planteaba la “resolución del contrato por incumplimiento muy grave como consecuencia de la reincidencia en el cumplimiento de infracciones graves”33, por lo que se liberaba al erario público de pagar cualquier indemnización.

Antifraude actuó a partir de una denuncia del sindicato CGT que realizó en abril de 2015 sobre un presunto enriquecimiento injusto de 7,5 millones desde 2013 que la investigación posterior demostró que fue más allá.

¿Había incurrido en una falta muy grave Acciona? Había subcontratado servicios de ATLL Concesionaria con sus filiales del sector del agua, algo que es habitual en otras concesiones.

El problema fue que los pliegos de condiciones dejan claro que no se podrá hacer operaciones vinculadas entre empresas con el mismo capital (como ocurrió con las subcontratas) sin la autorización pertinente a través de la Agencia Catalana del Agua (ACA). No se pidió permiso del Gobierno y se realizaron al margen de las condiciones de mercado, según Antifraude.

El organismo presidido por Daniel de Alfonso señaló que tampoco encontró indicios de que los servicios se hubieran prestado de forma correcta y que faltaba la justificación de “otros gastos” que se habían endosado a la gestora catalana del agua. No pudieron ser validados ni por una auditoría paralela que el director de la ACA, Jordi Agustí, solicitó al conocer las denuncias.

Los Entrecanales habían empezado a facturar servicios a ATLL Concesionaria desde el momento de la firma de la concesión a través de Acciona Agua y Empresa Operadora ATLL, la única que a Antifraude constó que había solicitado una autorización al ACA para actuar.

Lo hizo en mayo de 2014 tras facturar 7,414 millones de euros en el primer ejercicio. La respuesta que obtuvo de la agencia evitó que volviera a trabajar más con la gestora de aguas catalana. Consideró que no aportaba “ningún tipo de ventajas ni para el servicio ni para el coste” y que se podían derivar “efectos desfavorables”.

Antifraude también penalizó la actuación de la Generalitat por estar infrarepresentada en los órganos de gestión de ATLL Concesionaria y que no fiscalizó correctamente al operador privado desde el consejo de administración. De hecho, en la mayoría de reuniones que se celebraron estaba presente.

La persona que debía sentarse en el órgano directivo era el gerente del ACA. Esa responsabilidad correspondía a Joan Pinyol, a quien Vila había apartado a mediados de 2014 a la gerencia del Incasòl y en el momento en el que se publicaron las conclusiones de la investigación estaba en la dirección de Medio Ambiente del Área Metropolitana de Barcelona.

A pesar de ser una persona del sector negocios de CDC, la alcaldesa de Barcelona, Ada Colau, decidió nombrarlo máximo responsable del ámbito por recomendación del impulsor de la plataforma Aigua es Vida, el concejal de BComú Eloi Badia.

Cuando Pinyol era gerente del ACA se celebraron 12 reuniones del consejo de administración de ATLL; sólo acudió a cuatro y en tres de ellas los presentes adoptaron decisiones sobre encargar a filiales de Acciona operaciones y mantenimiento de la red de ATLL. Nunca en su presencia.

Diego Moxó tomó el testigo. De mediados de 2014 a marzo de 2015, el periodo analizado por Antifraude, se celebraron cinco reuniones del órgano directivo de las que estuvo presente en cuatro. En dos de ellas también se pactó subcontratar actividad, en el primer encuentro que asistió el directivo y en el único que faltó.

La Fiscalía de Barcelona decidió tener en cuenta las apreciaciones del informe que le hizo llegar Daniel de Alfonso e inició la investigación.

*****

La oposición redobló la presión a Junts pel Sí para que resolviera el contrato con ATLL, aunque la decisión que finalmente tomó Territori se quedaba lejos de esa petición. El nuevo consejero, Josep Rull (CDC), anunció en mayo de 2016 en una nueva comisión parlamentaria monográfica de la guerra del agua que imponía una multa de 4.035.000 euros a la concesionaria por las irregularidades detectadas por Antifraude.

Hubo revuelo en todos los partidos, incluso de carácter interno en Junts pel Sí, ya que se consideró que las chapuzas que habían salido a la luz en la gestión interna de la gestora de agua no se podían saldar con una penalización económica mínima que ni siquiera alcanzaba los 13,3 millones que Acciona habría conseguido con la facturación cruzada.

De nuevo, CDC manifestó que sin una sentencia judicial firme no podía actuar. ERC dio públicamente su apoyo al socio de coalición electoral, aunque la distancia cada vez mayor entre los dos partidos hizo mella en las decisiones sobre ATLL.

El director de la Oficina Antifraude de Cataluña, Daniel de Alfonso, alertó posteriormente que aplicar solo una multa ante las irregularidades graves que había detectado y no usar el informe para arrancar el contrato sin coste real aparente, abocaba a la Generalitat a una situación complicada. Abría la puerta a tener que pagar más de 1.000 millones tras la sentencia del Supremo. Señaló que un resolución de noviembre de 2015 sobre un caso muy similar en el Ayuntamiento de Alcobendas (Madrid) reconocía las indemnizaciones por lucro cesante, por la falta de beneficios del negocio proyectado a lo largo de toda la concesión. Y eso en ATLL deja a las finanzas públicas en muy mal lugar.

Todo ello, cuándo los presupuestos catalanes no contemplan ninguna partida para asumir los costes derivados de la rescisión del contrato con Acciona. Ni siquiera en el proyecto para el ejercicio 2016 que Junqueras presentó a finales de mayo en el Parlamento. Las cuentas no incluían provisiones, ni de los 326 millones que había calculado su predecesor en el cargo, Andreu Mas-Colell, ni de la cifra millonaria que Antifraude alerta que deberá asumir la Generalitat.

De hecho, la única provisión en las arcas catalanas para hacer frente a contingencias ascendía en ese momento a 240 millones. La cantidad está muy por debajo de las derivadas económicas de la guerra del agua y está consignada, en principio, para hacer frente a un posible retorno de la paga extra que se debe a los trabajadores de la Generalitat catalana desde 2012.

No hay planificación económica, pero los independentistas de Oriol Junqueras, igual que la CUP, apoyan cada vez de forma más abierta que la solución por el caso ATLL es recuperar la concesión pública del servicio. El proceso de privatización arregló el desajuste de la tarifa y ahora es una compañía saneada, mantienen.

Acciona y CDC esperan la sentencia del Tribunal Supremo para actuar. En el momento en que se publicó este libro, un proceso aún por resolver.






 

32. Sala de lo contencioso-administrativo, sección quinta, del TSJC. Recurso número 28/2013 publicado el 22 de junio de 2015.

33. Resolución de envío de informe razonado al departamento de Territori i Sostenibilitat y de comunicación a la Agencia Tributaria y a la Fiscalía Superior de Cataluña en relación con las actuaciones de investigación número 151-22072015/065 de la Oficina Antifraude de Cataluña firmada por Daniel de Alfonso el 7 de febrero de 2016.
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